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1.-— Asistencias y ausencias 
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Ruben Carminatti, Nora Castro, Ricardo 
Castromán Rodríguez, Roberto Conde, Jorge 
Chápper, Silvana Charlone, Eduardo Chiesa 
Bordahandy, Guillermo Chifflet, Sebastián Da 
Silva, Ruben H. Díaz, Daniel Díaz Maynard, 
Alejandro Falco, Ricardo Falero, Alejo Fernández 
Chaves, Yamandú Flangini, Ramón Fonticiella, 
Luis José Gallo Imperiale, Gabriela Garrido, 
Orlando Gil Solares, Carlos González Alvarez, 
Gustavo Guarino, Tabaré Hackenbruch Legnani, 
Arturo Heber Fúllgraff, Doreen Javier Ibarra, 
Julio Lara, Félix Laviña, Luis M. Leglise, Ramón 
Legnani, Henry López, Guido Machado, Oscar 
Magurno, Diego Martínez, Juan Máspoli Bianchi, 
José Homero Mello, Felipe Michelini, Pablo 
Mieres, Ricardo Molinelli, Eloísa Moreira, Ruben 
Obispo, Jorge Orrico, Francisco Ortiz, Gustavo 
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15 y 17) Sesión en régimen de 
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presencia del señor Minis- 
tro de Defensa Nacional. 

—  Sevota afirmativamente... 
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14 y 18) Infantilización de la po- 
breza. (Exposición del señor Re- 
presentante Daniel Díaz Maynard 
por el término de sesenta minutos) 

El señor Representante Díaz Maynard 
realiza su exposición. 

Manifestaciones de varios señores 
Representantesseormsaoscssssrcoronss 43 y 59 


Osta, Gabriel Pais, Ronald Pais, Gustavo 
Penadés, Margarita Percovich, Alberto Perdomo, 
Darío Pérez, Esteban Pérez, Enrique Pérez 
Morad, Carlos Pita, Martín Ponce de León, Iván 
Posada, Glenda Rondán, Víctor Rossi, Adolfo 
Pedro Sande, Julio Luis Sanguinetti, Diana 
Saravia Olmos, Alberto Scavarelli, Leonel Heber 
Sellanes, Raúl Sendic, Gustavo Silveira, Julio C. 
Silveira, Lucía Topolansky, Daisy Tourné, Wilmer 
Trivel, Jaime Mario Trobo, Stella Tucuna y 
Walter Vener Carboni. 


Con licencia: Ernesto Agazzi, Juan Justo 
Amaro Cedrés, Jorge Barrera, Nahum Bergstein, 
Juan Domínguez, Daniel García Pintos, Luis 
Alberto Lacalle Pou, José Carlos Mahía, Enrique 
Pintado, Ambrosio Rodríguez y Carmelo Vidalín. 


Faltan con aviso: Artigas Melgarejo, Martha 
Montaner, Yeanneth Puñales Brun, María Rivero 
Saralegui y Sergio Tarallo. 


2.- Asuntos entrados 


"PLIEGO N2 10 
PROMULGACION DE LEY 
El Poder Ejecutivo comunica que, con fecha 


9 de mayo de 2000, promulgó la Ley N*£ 17.239, 
por la que se sustituyen los artículos 77 y 78 
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de la Ley N* 7.812, de 16 de enero de 1925, 
en la redacción dada por los artículos 38 y 39 
de la Ley N* 17.113, de 9 de junio de 1999, 

C/187/000 


— Archívese. 


DE LA PRESIDENCIA DE LA ASAMBLEA 
GENERAL 


La Presidencia de la Asamblea General 
destina a la Cámara de Representantes los 
siguientes proyectos de ley, remitidos con su 
correspondiente mensaje por el Poder Ejecutivo: 


— por el que se aprueba el Acuerdo de 
Coproducción Cinematográfica con la Re- 
pública Argentina, suscrito en Montevideo, 
el 18 de agosto de 1999. C/217/000 


— por el que se aprueba el Convenio de 
Cooperación Técnica y Científica con el 
Gobierno de la República de Panamá, 
suscrito en la ciudad de Panamá, el día 
18 de febrero de 1998. C/218/000 


— por el que se aprueba la Convención 
Interamericana para la Eliminación de 
todas las formas de discriminación contra 
las personas con discapacidad, adoptada 
por la XXIX Asamblea General de la 
Organización de Estados Americanos, el 8 
de junio de 1999. C/219/000 


— por el que se aprueba la Convención rela- 
tiva a la Competencia, Ley Aplicable, 
Reconocimiento, Ejecución y Cooperación 
en Materia de Responsabilidad Parental y 
Medidas para la Protección de los Niños, 
suscrita en la Decimotercera Sesión de la 
Conferencia de La Haya sobre Derecho 
internacional Privado, el 19 de octubre de 
1996. C/229/000 


— por el que se aprueba el Convenio sobre 
la Marcación de Explosivos Plásticos para 
los Fines de Detección, suscrito en 
Montreal, el 1% de marzo de 1991. 

C/230/000 


— por el que se aprueba el Acuerdo de 
Cooperación Turística con la República de 
El Salvador, suscrito en San Salvador, el 
17 de diciembre de 1999. C/231/000 


— A la Comisión de Asuntos Internacionales. 


— por el que se reglamenta todo lo atinente 
a las formas y condiciones de producción, 


Texto de la Citación 


Montevideo, 11 de mayo de 2000, 


LA CAMARA DE REPRESENTANTES se 
reunirá, en sesión ordinaria, el próximo 
martes 16, a la hora 16, con el fin de tomar 
conocimiento de los asuntos entrados y 
considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


12. — Infantilización de la pobreza. (Exposi- 
ción del señor Representante Daniel 
Díaz Maynard por el término de 
sesenta minutos). 


22. — Comisión Permanente del Poder Le- 
gislativo. (Elección de miembros para 
el Primer Período de la XLV Legisla- 
tura). (Artículo 127 de la Constitu- 
ción). 

32 — Designación de Prosecretario. (Artícu- 
lo 109 del Reglamento). 


Horacio D. Catalurda 
Margarita Reyes Galván 
Secretarios 


elaboración, rendimientos, envasado, cir- 
culación, destilación, comercialización, 
importación y exportación de la sidra y de 
los subproductos de la manzana. 
C/220/000 


—A la Comisión de Industria, Energía y 
Minería. 


La citada Presidencia remite fotocopia 
autenticada de la Resolución de la Suprema 
Corte de Justicia, por la que se transforma un 
cargo de Asesor !ll-Escribano en un cargo de 
Actuario Adjunto de Juzgado Letrado. C/105/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 


DE LA CAMARA DE SENADORES 


La Cámara de Senadores remite nota por la 
que comunica que, en sesión de 12 de abril de 
2000, designó para integrar la Comisión Admi- 
nistrativa del Poder Legislativo, durante el 
Primer Período de la XLV Legislatura, a los 
señores Senadores José Luis Batlle, Eleuterio 
Fernández Huidobro y Luis A. Heber. C/210/000 


— Téngase presente. 
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COMUNICACIONES GENERALES 


La Junta Departamental de Durazno remite 
las siguientes notas, relacionadas con las 
exposiciones realizadas por el señor Represen- 
tante Carmelo Vidalín, en sesión de 8 de marzo 
de 2000: 


— por la que plantea la necesidad de mo- 
dificar la multa por mora establecida en el 
artículo 94 del Código Tributario, en la 
redacción dada por el artículo 1? de la Ley 
N?2 16.869, de 25 de setiembre de 1997. 

C/20/000 


— por la que solicita la exoneración del Im- 
puesto al Valor Agregado (IVA) a los 
servicios que se presten con destino a la 
perforación con fines de riego y otros. 

C/20/000 


La Junta Departamental de Paysandú remite 
nota relacionada con la necesidad de 
instrumentar la utilización de los recursos de la 
Represa de Salto Grande, para el desarrollo del 
área regional conformada por los departamentos 
de Artigas, Salto y Paysandú. C/20/000 


— A la Comisión de Hacienda. 


La Junta Departamental de Colonia remite 
copia de la exposición realizada por un señor 
Edil, relacionada con la posibilidad de designar 
"Emilio Robert" la Escuela N* 96 de la ciudad 
de Nueva Helvecia, del citado departamento. 

C/74/000 


— A la Comisión de Educación y Cultura. 


La Junta Departamental de Maldonado remite 
nota por la que se declara de interés de- 
partamental el proyecto de Instalación del 
Parque Temático Beto Carrero en Pueblo 
Gregorio Aznárez, del citado departamento. 

C/235/000 


— A la Comisión de Vivienda, Territorio y 
Medio Ambiente. 


La Oficina de Planeamiento y Presupuesto 
contesta el pedido de informes de la señora 
Representante Lucía Topolansky, sobre el Plan 
Director de Residuos Sólidos del Area Metropo- 
litana. C/125/000 


— A sus antecedentes. 


COMUNICACIONES DE LOS MINISTERIOS 


El Ministerio de Relaciones Exteriores contes- 
ta los siguientes pedidos de informes: 


— del señor Representante Juan José Domín- 
guez, acerca de un episodio ocurrido en 
aguas del río Uruguay, donde resultara 
muerto un ciudadano uruguayo. C/35/000 


— del señor Representante Gustavo Guarino, 
referente a las negociaciones con la 
República Federativa del Brasil en lo 
concerniente a las exportaciones de arroz 
cáscara. C/19/000 


El citado Ministerio acusa recibo de los 
siguientes asuntos: 


— pedidos de informes: 


— del señor Representante Daniel Díaz 
Maynard, relacionado con las presuntas 
investigaciones administrativas a varios 
funcionarios del mencionado Ministerio. 

C/158/000 


— del señor Representante Ricardo 
Castromán, acerca del funcionamiento 
de dicha Cartera. C/112/000 


— exposiciones escritas: 


— del señor Representante Ernesto Agazzi, 
referente a la necesidad de brindar 
ayuda humanitaria a la República de 
Mozambique. C/27/000 


— del señor Representante Gustavo Gua- 
rino, sobre la contaminación de las 
aguas del río Yaguarón. C/27/000 


— exposiciones realizadas: 


— por la señora Representante Silvana 
Charlone, en sesión de 4 de abril de 
2000, relacionada con los pedidos de 
informes formulados por los señores 
legisladores al amparo del artículo 118 
de la Constitución de la República. 

s/c 


— por la señora Representante Margarita 
Percovich, en sesión de 11 de abril de 
2000, acerca de la revisión por la 
Organización Internacional del Trabajo 
(OIT) del Convenio N2 103 y de la 
Resolución N? 95, relativos a la protec- 
ción de la maternidad. s/c 
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— por el señor Representante Carlos 
Baráibar, en sesión de 5 de abril de 
2000, referente a la circular difundida 
por la Asociación de Funcionarios del 
Servicio Exterior del Uruguay. s/c 


El Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
contesta el pedido de informes del señor 
Representante Ricardo Falero, relacionado con 
los contratos de arrendamiento de obra celebra- 
dos por dicha Secretaría de Estado, por la 
Administración de Ferrocarriles del Estado y por 
la Administración Nacional de Puertos. 

C/3606/999 


El Ministerio de Educación y Cultura contesta 
los siguientes pedidos de informes: 


— del señor Representante Luis José Gallo 
Iimperiale, acerca del funcionamiento de 
una asociación civil sin fines de lucro, 
titular de los centros "Aldeas de la 
Bondad". C/3808/999 


— del señor Representante José Mahía, re- 
ferente al cese de una funcionaria del 
Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública. 

C/36/000 


— del señor Representante Gustavo Borsari, 
sobre presuntas irregularidades de una 
funcionaria del Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educa- 
ción Pública. C/40/000 


El Ministerio de Defensa Nacional contesta 
los siguientes pedidos de informes: 


— del señor Representante Darío Pérez, re- 
lacionado con los controles que se realizan 
sobre el transporte de turistas entre Punta 
del Este y la isla de Lobos. —C/92/000 


— del señor Representante Doreen Javier 
Ibarra, acerca de un accidente náutico 
acaecido en las cercanías de la isla de 
Lobos. C/44/000 


El Ministerio de Salud Pública contesta los 
siguientes asuntos: 


— exposición realizada por el señor Repre- 
sentante Ramón Legnani, en sesión de 1* 
de setiembre de 1999, referente al crecien- 
te número de casos de hepatitis B y C en 
pacientes de las Colonias de Asistencia 
Psiquiátrica "Doctor Santín Carlos Rossi" 
y "Doctor Bernardo Etchepare”. S/C 


— exposición escrita presentada por la seño- 
ra Representante Silvana Charlone, sobre 
la necesidad de implementar normas 
relativas al etiquetado de alimentos que 
contengan organismos modificados 
genéticamente y de crear un protocolo 
sobre bioseguridad. C/35/995 


— A sus antecedentes. 


PEDIDOS DE INFORMES 


El señor Representante Walter Tirelli solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, sobre las obras de 
bituminización de un tramo de la Ruta Nacional 
N2 4, cercano a la ciudad de Guichón, depar- 
tamento de Paysandú. C/205/000 


El señor Representante Artigas Barrios soli- 
cita se curse Un pedido de informes al Ministerio 
de Transporte y Obras Públicas, relacionado con 
la eventual instalación de puestos de peaje 
sobre la Ruta Nacional N? 9, C/206/000 


El señor Representante Enrique Pérez Morad 


solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio del Interior, acerca del monto y 
destino de las partidas que la Intendencia 


Municipal de Maldonado aporta a dicha Secre- 
taría de Estado, como contribución a la 
seguridad pública en el citado departamento. 

C/207/000 


— Se cursaron con fecha 2 de mayo. 


El señor Representante Ricardo Castromán 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Economía y Finanzas, con destino 
a la Corporación Nacional para el Desarrollo, 
referente a la integración de capitales por parte 
de la citada Corporación en un emprendimiento 
industrial en la ciudad de Young, departamento 
de Río Negro. C/208/000 


El señor Representante Hugo Cuadrado 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, con 
destino a la Dirección Nacional de Hidrografía, 
sobre los trabajos que se están efectuando en 
el puerto de villa Soriano. C/209/000 


El señor Representante Walter Tirelli solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas, relacionado con la 
situación de la ruta N* 90 del departamento de 
Paysandú. C/211/000 


— Se cursaron con techa 3 de mayo. 
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El señor Representante Orlando Gil Solares 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, con 
destino a la Administración Nacional de Usinas 
y Trasmisiones Eléctricas, acerca del costo de 
las obras de electrificación rural, especialmente 
en el departamento de Colonia. C/212/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento Territorial 
y Medio Ambiente, referente a la construcción 
de viviendas en la ciudad de Young, departa- 
mento de Río Negro. C/215/000 


— Se cursaron con fecha 4 de mayo. 


El señor Representante José Carlos Mahía 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de industria, Energía y Minería, con 
destino a la Administración Nacional de Usinas 
y Trasmisiones Eléctricas; de Detensa Nacional, 
con destino a la Administración Nacional de 
Telecomunicaciones; al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, con 
destino al Banco Hipotecario del Uruguay y a 
la Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado, sobre la contratación de espacios 
publicitarios en una publicación distribuida en 
las ciudades de Las Piedras y La Paz, 
departamento de Canelones. C/216/000 


— Se cursó con fecha 5 de mayo. 


El señor Representante Edgar Bellomo soli- 
cita se curse un pedido de informes al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Servicio 
Oficial de Difusión, Radiotelevisión y Espectácu- 
los, relacionado con la emisión de propaganda 
político-electoral en el Canal 5 de dicho 
Organismo. C/221/000 


— Se cursó con fecha 9 de mayo. 


El señor Representante Artigas Melgarejo 
solicita se curse un pedido de informes al 
Ministerio de Turismo, acerca del papel! destina- 
do a la empresa PLUNA en los planes de 
desarrollo de dicha Secretaría de Estado. 

C/224/000 


El señor Representante José Bayardi solicita 
se curse un pedido de informes a la Suprema 
Corte de Justicia, referente al estado de 
ejecución de un convenio celebrado entre dicha 
Corporación y la Dirección Nacional de Arqui- 


tectura del Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas. C/225/000 


— Se cursaron con fecha 10 de mayo. 


El señor Representante Pablo Mieres solicita 
se curse un pedido de informes al Ministerio de 
Educación y Cultura, sobre el traslado del 
Museo Nacional de Historia Natural. C/232/000 


La señora Representante Raquel Barreiro 
solicita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, y además por su intermedio al Banco 
de Previsión Social, relacionado con la 
utilización de los fondos recaudados con 
destino a construcción de viviendas para 
pasivos. C/233/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente: 


— acerca del cumplimiento de los progra- 
mas de esa Secretaría de Estado para 
la construcción y adjudicación de vivien- 
das para jubilados y pensionistas. 

C/234/000 


— referente al contralor de los Institutos 
de Asistencia Técnica y las actuaciones 
administrativas cumplidas a ese respec- 
to. C/236/000 


— Se cursaron con fecha 11 de mayo. 


El señor Representante Víctor Braccini soli- 
cita se cursen los siguientes pedidos de 
informes: 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, y además por 
su intermedio a la Comisión Honoraria Pro- 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalu- 
bre, sobre la situación de un inmueble 
ubicado en la 7% Sección Judicial del 
departamento de Artigas. C/237/000 


— al Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca, y además por su intermedio a la 
Comisión Administradora de la Ley 
N? 15.845, de 15 de diciembre de 1986, 
relacionado con las medidas a instrumentar 
para dar solución al problema de los 
pobladores de zonas inundables de la 
ciudad de Bella Unión, departamento de 
Artigas, y sus inmediaciones. C/238/000 


-— Se cursaron con fecha 15 de mayo. 
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PROYECTOS PRESENTADOS 


El señor Representante Alejo Fernández 
Chaves presenta, con su correspondiente expo- 
sición de motivos, un proyecto de ley por el que 
se regula el régimen llamado "Tiempo compar- 
tido”. C/213/000 


— A la Comisión de Turismo. 


El señor Representante Félix Laviña presen- 
ta, con su correspondiente exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se limita 
el número de funcionarios docentes de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
que presten tareas en comisión con los señores 
legisladores y en los Ministerios.  C/214/000 


— A la Comisión de Presupuestos. 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de ley por el que se sustituyen 
varios artículos de la Ley N* 16.241, de 9 de 
enero de 1992, sobre elecciones de represen- 
tantes del Directorio del Banco de Previsión 
Social. C/222/000 


— A la Comisión de Seguridad Social. 


El señor Representante Daniel Díaz Maynard 
presenta, con su correspondiente exposición de 
motivos, un proyecto de ley por el que se regula 
la unión concubinaria. C/223/000 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
los siguientes proyectos de ley: 


— por el que se establecen plazos para la 
contestación de los pedidos de informes 
cursados a solicitud de los señores 
legisladores, de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 118 de la Constitución de 
la República. C/226/000 


— por el que se regula el funcionamiento de 
los bancos de datos. C/227/000 


— A la Comisión de Constitución, Códigos, 
Legistación General y Administración. 


Varios señores Representantes presentan, 
con su correspondiente exposición de motivos, 
un proyecto de resolución expresando repudio 
por el asesinato de un periodista español por 


parte de una organización terrorista de dicho 
país. C/228/000 


— A la Comisión de Asuntos Internaciona- 
les”. 


3.— Proyectos presentados 


A) "Tiempo compartido. (Regulación) 


PROYECTO DE LEY 
CAPITULO 1 


DISPOSICIONES GENERALES 


Artículo 1%. (Conceptualización).— Se en- 
tiende por tiempo compartido toda aquella 
relación jurídica, cualquiera sea su naturaleza, 
que atribuya a una persona física o jurídica: 


A) La facultad de utilizar durante uno o 
más períodos de tiempo dentro de cada 
año natural, y durante un número de 
años no inferior a tres, un alojamiento 
de carácter turístico, completamente 
amueblado y equipado, integrado a un 
conjunto inmobiliario, a cambio de un 
precio cierto, pagado anticipadamente 
en una o más cuotas. 


B) El derecho a la prestación de los ser- 
vicios de gestión y mantenimiento del 
alojamiento de que se trate, a cambio 
de una cuota mensual o anual pagadera 
en fecha fija, y cuya determinación 
deberá hacerse por adelantado en 
virtud de procedimientos objetivos en 
los que el titular de la facultad de 
utilizar el alojamiento ha de poder 
participar. 


Artículo 2%, (Conjunto inmobiliario).— A los 
efectos de la presente ley se entenderá por 
conjunto inmobiliario, tres o más alojamientos 
destinados a vivienda que ya estén integrados 
en un único edificio, dividido o no en régimen 
de propiedad horizontal, o en varios edificios 
contiguos o situados en una misma manzana O 
urbanización, que tengan salida propia a la vía 
pública o a un elemento o zona común del 
inmueble o de la manzana o urbanización, y 
cuente con zonas e instalaciones comunes 
adecuadas a la finalidad turistica propia del 
mismo. 
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Artículo 3%, (Modalidades).— En función del 
período anual de disfrute y del alojamiento sobre 
el que recae, el tiempo compartido podrá ser: 


A) Fijo: cuando el disfrute recae cada año 
sobre el mismo alojamiento previamente 
determinado y en el mismo período del 
año. 


B) Flotante: cuando el período anual de 
disfrute es variable dentro de ciertas 
temporadas oO estaciones del año, 
determinándose en torma periódica en 
base a procedimientos objetivos que 
respeten el principio de igualdad de 
oportunidades, y recae siempre sobre el 
mismo alojamiento previamente deter- 
minado. 


C) Sobre espacio flotante: cuando el dere- 
cho del titular recae el mismo período 
cada año, pero sobre un alojamiento 
indeterminado de uno o más conjuntos 
inmobiliarios, dentro de una categoría o 
tipo determinado, y su determinación se 
hace cada vez en base a la disponibi- 
lidad y mediante procedimientos objeti- 
vos que respeten la igualdad de 
oportunidades de todos los participan- 
tes. 


D) Mixto: cuando el derecho del titular no 
tiene un período de utilización determi- 
nado dentro de cada año, ni recae 
sobre un alojamiento concreto, fijándo- 
se ambos en base a la disponibilidad y 
mediante procedimientos objetivos que 
respeten la igualdad de oportunidades 
de todos los participantes. 


Cualquiera sea la modalidad del tiempo 
compartido, el conjunto de derechos referidos 
directa o indirectamente a un mismo alojamiento 
no podrá tener una duración superior a 
trescientos cincuenta y ocho días o cincuenta y 
una semanas de cada año natural. 


Artículo 4%. (Ambito de aplicación).— Las 
disposiciones incluidas en la presente ley se 
aplicarán a: 


A) Los derechos de tiempo compartido 
establecidos sobre inmuebles situados 
en el territorio de la República. 


B)lLa comercialización en Uruguay de 
derechos de tiempo compartido, cual- 
quiera sea su naturaleza y aunque se 


refieran a bienes inmuebles situados en 
otro país. 


Asimismo, quedarán sometidos a las normas 
vigentes en la República en materia turística y 
urbanística, todos los inmuebles situados en la 
República sobre los cuales se establecen 
derechos de tiempo compartido. 


Artículo 5%. (Tiempo compartido como dere- 
cho real).— Los alojamientos que tormen parte 
de los conjuntos inmobiliarios podrán ser objeto 
del derecho real de propiedad en régimen de 
períodos predeterminados o tiempo compartido, 
en las modalidades establecidas en los literales 
A) y B) del artículo 3? de la presente ley, con 
el alcance que establezcan las convenciones 
que al efecto se celebraren y de conformidad 
con las disposiciones de la presente ley. 


Artículo 6%. (Tiempo compartido como dere- 
cho personal).— Asimismo, podrá convenirse el 
uso y goce de alojamientos de conjuntos 
inmobiliarios en régimen de períodos predeter- 
minados o tiempo compartido, en cualquiera de 
las modalidades establecidas en el artículo 3% 
de la presente ley, organizado como derecho 
personal, mediante la celebración del contrato 
de disfrute periódico o tiempo compartido 
regulado en el Capítulo lll de la presente ley. 


Artículo 7%, (Escritura de incorporación).— 
Previo a la celebración del primer contrato de 
tiempo compartido relativo a un conjunto 
inmobiliario, cualquiera sea la modalidad o 
naturaleza adoptada, el promotor, conjuntamen- 
te con el propietario de tos alojamientos si aquel 
no lo fuera, deberá otorgar en escritura pública, 
un documento, en el que constará como mínimo: 


A) Una completa descripción e identifica- 
ción registral del conjunto inmobiliario y 
cada uno de los alojamientos que van 
a ser objeto del proyecto .de tiempo 
compartido, con sus partes de utiliza- 
ción exclusiva y común, todo ello 
conforme al plano debidamente inscripto 
en la Dirección Naciona! de Catastro. 


Si el conjunto no ha empezado a 
construirse o se encuentra en construc- 
ción se incluirá la descripción e iden- 
tificación registral del solar y todos los 
documentos exigidos por la legislación 
vigente en materia urbanística para la 
ejecución de la obra y en especial la 
indicación de la entidad que emitirá el 


seguro de fianza o aval bancario que se 
otorgará a favor de los adquirentes de 
tiempo compartido, como garantía de la 
construcción del conjunto. 


B) La indicación expresa de las cargas o 
gravámenes sobre los bienes señalados 
en el literal A) de este artículo, si 
existieran. 


C) La indicación del número máximo de 
personas que en cada período de 
tiempo compartido, podrán ocupar si- 
multáneamente cada uno de los aloja- 
mientos. 


D) La referencia a la documentación que 
acredite la correcta situación urbanísti- 
ca del conjunto inmobiliario, adjuntán- 
dose copia de la misma. 


E) La identificación de los diferentes perío- 
dos de uso de cada alojamiento, con 
indicación de las fechas de inicio y de 
terminación de cada período. 


F) El importe de las cuotas asignadas a 
cada período en concepto de gastos de 
administración, conservación y manteni- 
miento de cada alojamiento y de los 
bienes de uso común del conjunto 
inmobiliario, su condigna fórmula de 
ajuste, así como tiempo, lugar y forma 
de pago de las mismas. 


G) Un sistema fijo de cuotas partes de 
división del dominio que comprenda a 
la totalidad del inmueble, y los votos 
asignados al titular de cada una de 
esas cuotas partes, todo ello en corre- 
lación a los respectivos derechos de 
uso y goce, exclusivo, excluyente, 
alternativo y sucesivo de todo el 
conjunto inmobiliario o parte de él, por 
las fracciones de tiempo preestablecidas. 
Las fracciones de tiempo no podrán ser 
menores a una semana, ni exceder de 
cincuenta y una semanas al año, 
debiéndose mantener una reserva equi- 
librada para atender reparaciones y 
emergencias. 


Dicha correlación se establecerá 
atendiendo a los valores asignados al 
efectuar la incorporación a las distintas 
partes de utilización exclusiva, y a los 
diferentes períodos de uso anual previs- 
tos, de acuerdo a las variaciones 
estacionales, 
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La vinculación, en cada caso, entre 
la cuota adquirida y el período de uso 
y goce anual, relativa a la parte 
privativa y a los bienes comunes, 
surgirá del respectivo título de adquisi- 
ción. 


H) La identificación de los períodos del año 
en los que está prevista la realización 
de los trabajos de mantenimiento o 
reparación del conjunto inmobiliario y 
durante los cuales los alojamientos no 
podrán ser ocupados. La duración 
mínima de estos períodos deberá ser de 
una semana al año. 


Il) Las disposiciones relativas a la adminis- 
tración, mantenimiento y conservación 
del conjunto inmobiliario, y en caso de 
encomendarse estas a una entidad 
independiente, se deberá adjuntar el 
contrato correspondiente. 


J) Si se previera la adición de nuevos 
alojamientos al mismo conjunto inmobi- 
liario, el procedimiento establecido para 
ello y en especial la fórmula para la 
determinación O corrección de las 
cuotas asignadas por concepto de 
gastos de administración, conservación 
y mantenimiento. 


K) La descripción de las instalaciones 
deportivas, de ocio y de recreo con que 
cuente el conjunto inmobiliario, especi- 
ficando los derechos que los adquirentes 
del tiempo compartido tendrán sobre las 
mismas, y especialmente si su uso será 
o no gratuito. 


L) La techa de apertura del conjunto 
inmobiliario. 


M)En los casos de proyectos de tiempo 
compartido de duración limitada, la 
identificación de los derechos que, en 
su caso, corresponda a los adquirentes 
de tiempo compartido al expirar el 
contrato, o el procedimiento para el 
cálculo de las cantidades a percibir por 
cada uno o, en su defecto, indicación 
expresa de que a la extinción del 
contrato, los adquirentes no tendrán 
derecho a ninguna compensación. 


N) Los estatutos por los que se ha de regir 
el proyecto de tiempo compartido, la 
integración de sus órganos, normas de 
funcionamiento, competencias, faculta- 
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des y responsabilidad de las autorida- 
des. En ellos deberá establecerse el 
procedimiento para su modificación, así 
como las reglas aplicables en los 
supuestos de destrucción parcial o total 
del conjunto inmobiliario o de alguno de 
los alojamientos que lo integran. 


Ñ) Los derechos que corresponden a los 
adquirentes de tiempo compartido en 
caso de cese del régimen de propiedad 
a que refiere el Capítulo il de la 
presente ley. 


Lo dispuesto en los literales G), N) y Ñ) de 
este artículo sólo será de aplicación para casos 
de conjuntos inmobiliarios que admitan la 
constitución de derechos de tiempo compartido 
conforme lo establecido en el Capítulo Il de la 
presente ley. 


En los casos de alojamientos que fueren 
objeto de tiempo compartido en los términos del 
Capítulo Il de la presente ley, las constancias 
establecidas en este artículo deberán incluirse 
en el reglamento de multipropiedad. 


Artículo 8?. (Publicidad de la estructura de 
incorporación). — Cuando se trate de bienes 
ubicados en el país, la primera copia de la 
escritura referida en el artículo 7* de la presente 
ley, deberá inscribirse en el Registro de la 
Propiedad Inmobiliaria del lugar de radicación 
del inmueble, con efectos de publicidad y 
oponibilidad de la afectación a tiempo compar- 
tido. 


Copia de la misma deberá ser entregada a 
todo interesado en adquirir un tiempo compar- 
tido, cualquiera sea su naturaleza, previa la 
celebración del contrato correspondiente. 


Artículo 9%. (Contrato de adquisición de 
tiempo compartido). — A efectos de la presente 
ley se entenderá por contrato de adquisición de 
tiempo compartido, todo contrato o grupo de 
contratos por el cual, cualquier persona física O 
jurídica, en el marco de su actividad profesional, 
cree, transfiere o promete transferir un derecho 
de propiedad en régimen de períodos predeter- 
minados o tiempo compartido, o concede oO 
promete conceder el uso y goce de un 
alojamiento en los términos del artículo 23 de 
la presente ley, a una persona física o jurídica 
que actúe con fines que se puedan considerar 
que no pertenecen al marco de su actividad 
profesional. 


Se considerará contrato de adquisición de 
tiempo compartido, todo contrato que cumpla 
con los requisitos establecidos en el párrato 
anterior, aunque la adquisición de tiempo 
compartido forme parte de otro negocio jurídico. 


Artículo 10. (Formalidades y contenido del 
contrato de adquisición de tiempo compartido).— 
El contrato de adquisición de tiempo compartido 
deberá realizarse por escrito, en idioma español, 
y contendrá siempre al menos los datos que se 
mencionan a continuación: 


A) Identidad y domicilio de las partes con 
la indicación precisa de la condición 
jurídica del vendedor al momento de la 
celebración del contrato, así como la 
identidad y domicilio del propietario del 
conjunto inmobiliario. 


B) En el caso de personas físicas, el nú- 
mero de cédula de identidad. 


C) En el caso de personas jurídicas, el 
número de inscripción ante la Dirección 
General Impositiva y el Banco de 
Previsión Social. 


D) Naturaleza precisa del derecho objeto 
del contrato, y las condiciones de 
ejercicio de ese derecho en el territorio 
en que se encuentre ubicado el o los 
bienes objeto del contrato, y si esas 
condiciones han sido cumplidas, o en 
caso contrario, las condiciones que 
todavía deberán cumplirse. 


E) En caso que el derecho sea sobre un 
bien determinado, descripción y situa- 
ción del mismo. 


F) Si se trata de un complejo inmobiliario 
o alojamiento en construcción: 


— Fase en que se encuentre la cons- 
trucción. 


— Estimación razonable del plazo para 
la terminación del inmueble. 


— Si se trata de un inmueble determi- 
nado, el número de permiso de 
construcción, y nombre y dirección 
completos de las autoridades compe- 
tentes en la materia. 


— Fase en que se encuentran los 
servicios comunes que permiten la 
utilización del inmueble (gas, electri- 
cidad, agua, teléfono). 
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— Garantías sobre la terminación del 
inmueble, y en caso que no se 
termine, sobre la devolución de 
cualquier cantidad abonada. 


G) Servicios comunes (alumbrado, sumi- 
nistro de agua, electricidad y gas, 
mantenimiento, recolección de basura), 
de los que puede o podrá distrutar el 
adquirente, y las condiciones de acceso 
a los mismos. 


H) Instalaciones comunes (piscina, sauna, 
campos deportivos, instalaciones de 
ocio y recreo) a las que puede o podrá 
acceder el adquirente y las condiciones 
para dicho acceso. 


1) Principios con arreglo a los cuales se 
organizarán el mantenimiento y su 
correspondiente servicio, así como la 
administración y gestión del inmueble. 


J 


mr 


Indicación precisa del período durante 
el cual podrá ejercerse el derecho 
objeto del contrato, duración del régi- 
men en vigor y fecha a partir de la cual 
el adquirente podrá ejercer el derecho 
objeto del contrato. 


K) Precio que deberá pagar el adquirente 
por el derecho objeto del contrato y por 
el uso de las instalaciones y servicios 
comunes. 


L) Base de cálculo de la cuantía corres- 
pondiente a los gastos derivados de la 
ocupación del alojamiento, consumos, 
utilización de los bienes y servicios no 
incluidos en el tiempo compartido y que 
por lo tanto deben abonarse por 
separado, y los gastos del contrato. 


M) Valor de ta cuota que deberá abonar en 
concepto de gastos de administración, 
conservación y mantenimiento, y la 
fórmula de ajuste de la misma. 


N) Estipulación en virtud de la cual, la 
adquisición no supondrá desembolsos, 
gastos u obligaciones distintos de los 
mencionados en el contrato. 


Ñ) Si existe la posibilidad de participar en 
un sistema de intercambio o reventa, o 
ambas posibilidades, del derecho objeto 
del contrato, así como posibles costos 
en caso que el sistema de intercambio 
o reventa esté organizado por el 


vendedor o por un tercero designado 
por éste en el contrato. 


O) Información sobre el derecho de reso- 
lución del contrato e indicación de la 
persona a la que deberá comunicarse 
la posible resolución, con indicación del 
modo o los modos de efectuar dicha 
comunicación, y si hubiera contrato de 
préstamo vinculado a la adquisición del 
derecho, las modalidades de resolución 
de dicho contrato. 


P) Fecha y 
contrato. 


lugar de celebración del 


Q) Firma de las partes. 


Artículo 11. (Período de reflexión). En los 
casos de contratos de adquisición de tiempo 
compartido, el adquirente tendrá derecho a 
rescindir dicho contrato, sin expresión de causa, 
cursando un aviso en tal sentido al vendedor, 
dentro de los siete días corridos contados a 
partir del siguiente a la suscripción del mismo. 
Si el último día del mencionado plazo es inhábil, 
quedará excluido a los efectos del cómputo, 
venciendo el plazo a que refiere este artículo, 
el primer día hábil siguiente. 


El aviso a que hace referencia el apartado 
anterior deberá ser efectuado mediante cual- 
quier medio que diere certeza de su realización. 


El ejercicio del derecho regulado por este 
artículo no genera responsabilidad alguna para 
el adquirente, el cual no deberá abonar al 
vendedor suma alguna en carácter de indemni- 
zación, pero deberá reintegrar los gastos 
derivados del perfeccionamiento y resolución del 
contrato que correspondan a actos que se deban 
realizar preceptivamente antes de la expiración 
del plazo reseñado en este artículo. 


Artículo 12. (Auditorías).— Los gastos comu- 
nes serán auditados anualmente y podrán ser 
supervisados por el adquirente, en el domicilio 
contractual fijado. 


CAPITULO |! 


DE LA PROPIEDAD EN REGIMEN DE PERIO- 
DOS PREDETERMINADOS O TIEMPO COM- 
PARTIDO 


Artículo 13. (Generalidades).— Los conjun- 
tos inmobiliarios podrán ser objeto de derecho 
de propiedad en régimen de períodos predeter- 
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minados o tiempo compartido, sujeto a lo que 
se establezca en título de propiedad respectivo 
y de conformidad con las disposiciones conte- 
nidas en la presente ley. 


Artículo 14. (Facultades de los titulares).— 
El derecho de propiedad en régimen de períodos 
predeterminados o tiempo compartido faculta al 
titular del derecho a usar y gozar del bien por 
el tiempo estipulado en el respectivo título de 
propiedad. 


El titular ejercerá el uso y goce del bien con 
cargo de mantener su forma y sustancia y de 
entregarlo a la finalización del tiempo asignado, 
ya sea a su sucesor en el derecho de uso y 
goce o al administrador del sistema. 


Artículo 15. (Indivisión).— Mientras subsista 
la vigencia del régimen de propiedad a que 
refiere el artículo 13 de la presente ley, el bien 
permanecerá en estado de indivisión forzosa, 
quedándole prohibido a los copropietarios soli- 
citar la cesación de ese condominio. 


Artículo 16. (Cuotas partes de la propiedad 
en régimen de tiempo compartido).— Las cuotas 
partes de la propiedad en régimen de períodos 
predeterminados o tiempo compartido se consi- 
deran indivisibles y sus titulares actuarán 
respecto de ellas como frente a un único objeto 
de derecho. 


Si no existiera unanimidad entre varios 
cotitulares de una misma cuota, cualquiera de 
ellos tendrá el derecho de pedir su venta en 
pública subasta, contorme a lo previsto en el 
artículo 1755 del Código Civil. 


La titularidad de las cuotas será trasmisible 
por modo sucesión o por cualquier título y modo 
hábil para transmitir el dominio. 


Asimismo, podrá ser objeto de todos los 
demás contratos no traslativos del dominio, 
principales o accesorios, con las solemnidades 
y requisitos propios de cada uno de ellos, con 
los efectos que les asigna la legislación común. 


Artículo 17. (Remisión) — En todos los 
aspectos no previstos en la presente ley, se 
aplicarán supletoriamente las normas que regu- 
lan el régimen de propiedad horizontal. 


Artículo 18. (Bienes muebles).— Los bienes 
muebles que accedan a los raíces sometidos al 
régimen de la presente ley, estarán determina- 
dos en el respectivo reglamento de multi- 
propiedad. 
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Artículo 19. (Requisitos). — El régimen de 
propiedad a que refiere el presente Capítulo 
estará sujeto al cumplimiento de los siguientes 
requisitos: 


1) El otorgamiento por escritura pública 
del reglamento de multipropiedad, en el 
que deberá documentarse: 


A) Los datos que se establecen en el 
artículo 7% de la presente ley. 


B) El derecho real de garantía recíproco 
prioritario, que gravará cada cuota 
parte de división del dominio o 
fracción de la multipropiedad, en 
favor de las demás, a fin de asegurar 
el cobro de los gastos que corres- 
pondan. El monto de dicho gravamen 
será del 30% (treinta por ciento) del 
valor asignado al efectuar la incorpo- 
ración a las distintas partes de 
utilización exclusiva, actualizado se- 
gún lo previsto por el Decreto-Ley 
N* 14.500, de 8 de marzo de 1976. 


2) La inscripción del reglamento de mul- 
tipropiedad en el Registro de la Propie- 
dad Inmueble, Sección Traslaciones de 
Dominio, en Montevideo, y en el Re- 
gistro de Traslaciones de Dominio en el 
interior del país, según la localización 
del inmueble, a los efectos de su 
oponibilidad a terceros. 


3) La contratación de los seguros previs- 
tos en el artículo 20 de la Ley 
N?* 10.751, de 25 de junio de 1946, por 
el mínimo previsto por el literal C) del 
artículo 5% del Decreto-Ley N? 14.261, 
de 3 de setiembre de 1974, 


Artículo 20. (Título ejecutivo). — Las cantida- 
des líquidas que los titulares de propiedad en 
régimen de períodos predeterminados o tiempo 
compartido adeuden por cualquier concepto y 
que resulten de las liquidaciones formuladas por 
la administración del sistema de acuerdo con lo 
establecido en el reglamento de multipropiedad, 
constituirán título ejecutivo. 


Ello no obsta a las facultades judiciales 
conferidas por los incisos primero y tercero del 
artículo 10 de la Ley N* 10.751, de 25 de junio 
de 1946, en la redacción dada por el Decreto- 
Ley N* 14.560, de 19 de agosto de 1976, que 
serán extensibles respecto de los bienes 
muebles que acceden al bien principal cuando 
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corresponda. Á los efectos de lo dispuesto en 
este apartado, las reclamaciones se sustancia- 
rán según lo establecido por los artículos 346 
y 347 del Código General del Proceso. 


El copropietario moroso en el pago de los 
gastos comunes no tendrá derecho al uso y goce 
del bien en el período que le corresponde, hasta 
tanto no satisfaga las deudas pendientes. El 
administrador quedará facultado para impedir el 
uso mientras dure la mora la que se producirá 
por el solo vencimiento de los términos, sin 
necesidad de diligencia alguna. 


El titular de la cuota parte de propiedad en 
régimen de períodos predeterminados o tiempo 
compartido responderá frente a terceros por las 
obligaciones generadas en actos, hechos y 
contratos celebrados por la administración, en 
proporción y hasta el valor de su cuota. 


Artículo 21. (Promesa de compraventa de la 
cuota parte de dominio de tiempo compartido).— 
La promesa de compraventa de una cuota parte 
de dominio en régimen de períodos predetermi- 
nados o tiempo compartido se inscribirá en el 
Registro de la Propiedad Inmueble, Sección 
Promesa de Enajenación de Inmuebles, al solo 
efecto de lo establecido en los artículos 15, 31 
y 35 de la Ley N* 8.733, de 17 de junio de 1931. 
Se admitirá únicamente la inscripción de las 
promesas relativas a edificios que fueran 
habilitados a partir de la vigencia de la presente 
ley. 


Artículo 22. (Desocupación).— Si un copro- 
pietario se negara a desocupar el bien al 
vencimiento de la fracción de tiempo que le ha 
sido asignada para el uso y goce del mismo, 
será aplicable para obtener su restitución el 
proceso previsto para el contrato de hospedaje. 


CAPITULO lil 


DEL CONTRATO DE DISFRUTE PERIODICO O 
TIEMPO COMPARTIDO 


Artículo 23. (Generalidades).— El contrato 
de disfrute periódico o tiempo compartido es el 
convenio en virtud del cual una de las partes 
concede a la otra, en forma onerosa o gratuita, 
el uso y goce de un alojamiento de un conjunto 
inmobiliario, los bienes muebles que lo alhajan 
y los servicios complementarios que surjan del 
documento a que refiere el artículo 7% de la 
presente ley, por períodos de tiempo predeter- 
minados, manteniendo el derecho de usar y 


gozar, o ceder el uso y goce del mismo bien, 
su alhajamiento y demás servicios a otras 
personas, durante la vigencia del contrato pero 
fuera de los períodos de disfrute establecidos. 


El que se obliga a dar el uso y goce del 
inmueble se denominará concedente, y el que 
adquiere el derecho a ese uso y goce 
concesionario. 


Artículo 24. (Remisión).— El contrato de 
disfrute periódico o tiempo compartido se 
regulará, según sea oneroso o gratuito, por lo 
establecido en el Capítulo !ll del Título 1V 
Segunda Parte del Libro Cuarto (con excepción 
de los artículos 1787 y 1788) del Código Civil, 
y en el Capítulo Il del Título XIl de la Segunda 
Parte del Libro Cuarto del mismo cuerpo 
normativo, respectivamente, en todo ¡o que fuere 
compatible con la presente ley. 


Artículo 25. (Prohibición de efectuar mejo- 
ras).— El concesionario no podrá efectuar en el 
inmueble ninguna mejora sin el previo consen- 
timiento del concedente. En caso que, no 
obstante esta prohibición las mismas fueran 
efectuadas, el concesionario deberá devolver el 
bien al estado en que se encontraba antes de 
las mismas, y abonar al concedente los daños 
y perjuicios que se irroguen de la indisponibilidad 
del bien durante las obras. 


Artículo 26. (Fracciones de tiempo compar- 
tido).— Las fracciones de tiempo de uso y goce 
del inmueble asignadas a cada concesionario se 
ajustarán al límite máximo establecido en el 
literal G) del artículo 7% de la presente ley. 


Artículo 27. (Desocupación).— Si el conce- 
sionario se negara a desocupar el bien al 
vencimiento de la fracción de tiempo que le ha 
sido asignada para el uso y goce del mismo, 
será aplicable para obtener su restitución, el 
proceso previsto para el contrato de hospedaje. 


CAPITULO IV 
DISPOSICIONES FINALES 


Artículo 28. (Régimen de promoción turísti- 
co).— Las personas físicas o jurídicas que 
desarrollen actividades de comercialización, 
administración o intercambio de tiempo compar- 
tido serán consideradas prestadores de servicios 
turísticos y quedarán sujetas a lo previsto por 
el Decreto-Ley N* 14.335, de 23 de diciembre 
de 1974, y sus disposiciones reglamentarias, 
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siempre que el inmueble objeto del tiempo 
compartido se encuentre en una zona de interés 
turístico. 


Artículo 29. (Transición).— Los sistemas de 
dominio en régimen de períodos predetermina- 
dos o tiempo compartido que se hayan organi- 
zado Oo se estén organizando a la fecha de 
promulgación de la presente ley, deberán 
adaptar su estructura e instrumentación a lo 
dispuesto por la presente ley dentro de los 
ciento ochenta días a contar de la fecha de 
reglamentación de la misma, quedando exone- 
rados de toda clase de tributos tanto en los 
trámites que deban cumplirse como en los actos 
y contratos que deban celebrarse a esos 
efectos, y en cuanto los planos de mensura O 
fraccionamiento que hayan de practicarse. 


Artículo 30. (Reglamentación).— El Poder 
Ejecutivo reglamentará la presente ley dentro de 
los noventa días de su promulgación. 


Montevideo, 3 de mayo de 2000. 


Alejo Fernández Chaves 
Representante por Maldonado. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


En la anterior Legislatura presentamos con- 
juntamente con el señor Diputado Ariel Lausarot 
un proyecto destinado a la regulación del tiempo 
compartido (Carpeta 395/995). 


Fue derivado, oportunamente, a la Comisión 
de Industria, Energía, Minería y Turismo, y 
estudiado por la misma, recibió aportes del 
Ministerio de Turismo de la época. Posterior- 
mente la Comisión solicitó a los firmantes del 
proyecto que le efectuasen las modificaciones 
que entendieran pertinentes a fin que el 
proyecto pudiese recoger las inquietudes plan- 
teadas por dicho Ministerio. 


A partir de ese momento nos comunicamos 
con la Organización Mundial de Turismo para 
recoger también de ella sus inquietudes, hecho 
lo cual, procedimos con el Diputado Ariel 
Lausarot a realizar las modificaciones que 
entendimos pertinentes en el texto original. 


Fue así que se elaboró el proyecto que hoy 
se presenta nuevamente y que fue aprobado por 
la Comisión pertinente, quedando finalmente sin 
aprobar por el plenario a pesar de haber 
figurado en el orden del día en las últimas 
sesiones de la pasada Legislatura. 
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En consecuencia presento a la Cámara el 
proyecto de ley sobre tiempo compartido, 
dejando expresa constancia que es obra del 
trabajo conjunto del suscrito y del entonces 
Diputado Ariel Lausarot en la Legislatura 
anterior. 


Montevideo, 3 de mayo de 2000. 


Alejo Fernández Chaves 
Representante por Maldonado". 


B) "Funcionarios docentes de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública. (Am- 
pliación de la cantidad de pases en 
comisión dispuesta por el artículo 582 de 
la Ley N* 16.736) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.— No podrá existir más de un 
funcionario docente de la Administración Nacio- 
nal de Educación Pública prestando, en comi- 
sión, tareas de asistencia directa a cada 
legislador. 


Asimismo, no podrán exceder de dos los 
tuncionarios docentes de la Administración Na- 
cional de Educación Pública que se encuentren 
prestando dichas tareas en cada Ministerio. 


Previo a cursar la correspondiente solicitud, 
el Poder Legislativo o los jerarcas de los 
respectivos Ministerios, controlarán que se 
verifique dicho requerimiento. 


Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Félix Laviña 
Representante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo 582 de la Ley N* 16.736, de 5 de 
enero de 1996, estableció una excesiva limita- 
ción de funcionarios docentes de la Administra- 
ción Nacional de Educación Pública, que presten 
en comisión tareas de asistencia directa a 
legistadores nacionales. En efecto, dicha norma 
restringió la posibilidad de estar en comisión con 
los legisladores a veinte funcionarios docentes. 


Considerando que es suma utilidad para la 
función legislativa de docentes, se puede aún 
manteniendo una limitación importante atender 
las necesidades de aquélla. Ambos extremos se 
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contemplan fijando un máximo de un docente en 
comisión por cada legislador. 


Montevideo, 168 de mayo de 2000. 


Félix Laviña 
Representante por Montevideo". 


C) "Elección de los representantes de los 
afiliados activos y pasivos y de las 
empresas contribuyentes en el Directorio 
del Banco de Previsión Social. (Se modi- 
fican varios artículos de la Ley N* 16.241) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12— Sustitúyese el inciso primero 
del artículo 3% de la Ley N* 16.241, de 9 de 
enero de 1992, por el siguiente: 


"ARTICULO 3%.— Los padrones de habilita- 
dos para votar en los distintos órdenes de 
electores serán preparados por el Banco de 
Previsión Social y suministrados a la Corte 
Electoral antes del 31 de octubre del año 
anterior a cada elección". 


Artículo 2%.— Sustitúyese el artículo 7* de la 
Ley N*2 16.241, de 9 de enero de 1992, por el 
siguiente: 


"ARTICULO 72%— La verificación de los 
requisitos exigibles para ser electores en los 
diferentes órdenes se efectuará a la fecha de 
cierre de los padrones, el que deberá 
realizarse indetectiblemente el 31 de julio del 
año anterior a cada elección". 


Artículo 3%.— Sustitúyese el inciso primero 
del artículo 10 de la Ley N* 16.241, de 9 de 
enero de 1992, por el siguiente: 


"ARTICULO 10.— El voto será secreto, obli- 
gatorio, personal, dentro de cada orden 
único, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
inciso segundo del artículo 12 de la presente 
ley”. 


Artículo 4*%.— Sustitúyese el artículo 11 de 
la Ley N* 16.241, de 9 de enero de 1992, por 
el siguiente: 


"ARTICULO 11.— El afiliado que reúna en su 
persona las cualidades inherentes a dos o 
más órdenes, deberá votar obligatoriamente 
sólo por uno de ellos, estableciéndose a los 
efectos el siguiente orden de prelación: 
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1% Empresas contribuyentes. 
292) Afiliados activos. 
32%) Afiliados pasivos. 


La obligación a los efectos del orden 
de prelación se verificará siempre que la 
persona en cuestión integre efectivamente el 
padrón respectivo". 


Artículo 5%.— Sustitúyese el inciso segundo 
del artículo 12 de la Ley N* 16.241, de 9 de 
enero de 1992, por el siguiente: 


"Las personas jurídicas y empresas pluriper- 
sonales deberán hacerse representar por un 
apoderado con facultades expresas para el 
acto del voto. 


Queda excluida la posibilidad de que un 
mismo apoderado asuma la representación 
de varias empresas aun cuando las mismas 
presten expreso consentimiento o así lo 
soliciten”. 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Enrique Pintado, Represen- 
tante por Montevideo; 
Doreen Javier Ibarra, 
Representante por Monte- 
video; Daniel Díaz May- 
nard, Representante por 
Montevideo; Silvana 
Charlone, Representante 
por Montevideo; Jorge 
Orrico, Representante por 
Montevideo; Darío Pérez, 
Representante por Maldo- 
nado; Daisy Tourné, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Juan José Bentan- 
cor, Representante por 
Montevideo; Guillermo 
Alvarez, Representante por 
Montevideo; Enrique Pérez 
Morad, Representante por 
Maldonado. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Tratando de dar correcto cumplimiento al 
mandato constitucional expresado en el literal 
M) de las Disposiciones Transitorias y Especia- 
les, en el cual se consagra la integración de 
representantes de los tres órdenes (activos, 
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pasivos y empresas contribuyentes) en el 
Directorio del Banco de Previsión Social, es que 
presentamos a este Cuerpo, el presente proyec- 
to de ley. 


Si bien en materia de elección de represen- 
tantes sociales, este órgano ya se ha pronun- 
ciado a través de la Ley N* 16.241, de 9 de 
enero de 1992, es un hecho que aún el país 
tiene un importante "debe" en lo que refiere a 
la elección de los representantes de las 
empresas contribuyentes y de los afiliados 
activos, máxime si pensamos a estos como parte 
responsable de la gestión del mencionado Ente 
Autónomo. 


Nos referimos en particular a estos órdenes, 
pues se realizaron las primeras elecciones de 
los representantes pasivos, aunque debió haber- 
se concretado ya, la segunda elección de los 
mismos. 


Si bien la mencionada norma legisla sobre la 
forma en que deben realizarse dichas eleccio- 
nes, también preveía disposiciones de carácter 
transitorio que contemplaban las dificultades 
razonables de instrumentación rápida por parte 
del BPS y de la Corte Electoral en cuanto a la 
elaboración de los padrones para todos los 
órdenes, pero en especial para los órdenes de 
activos y de empresas contribuyentes. 


Esto fue solucionado por el legislador al 
establecer en el artículo 32 (Disposiciones 
Transitorias), de la Ley N* 16.241, la forma de 
elección a través del mecanismo de presenta- 
ción de ternas por parte de las organizaciones 
que nuclean a estos órdenes, con la posterior 
designación del Poder Ejecutivo. 


Pero este mecanismo tue previsto sólo para 
la primera designación, suponiendo que los 
organismos responsables estarían en condicio- 
nes posteriormente, de hacer frente a las 
sucesivas elecciones, en la forma y condiciones 
previstas por la ley. 


La realidad nos indica que aún no se ha 
realizado dicha elección. 


La Comisión de Seguridad Social de la 
Cámara de Representantes en la Legislatura 
pasada recibió a algunos de los actores 
involucrados en el tema: Corte Electoral, Banco 
de Previsión Social, Organización Nacional de 
Jubilados y Pensionistas del Uruguay y en 
función de los elementos volcados por cada uno 


de ellos, es que presentamos este proyecto, ya 
que el BPS estaría en condiciones hoy, de 
entregar a la Corte Electoral los padrones de los 
tres órdenes, posibilitando así la elección. 


Una de las propuestas introducidas en este 
proyecto como variante a la ley original refiere 
a las fechas en que deben entregarse los 
padrones por parte del BPS y la verificación de 
los requisitos para ser electores y cierre de los 
mismos, por parte de la Corte Electoral: 


A) La preparación y presentación de los 
padrones desde el BPS a la Corte Electoral debe 
realizarse antes del 31 de julio del año anterior 
a cada elección. 


B) Mientras que la Corte Electoral dispone 
como fecha máxima para la verificación de los 
requisitos para ser electores y para el cierre de 
los padrones el 31 de agosto el año anterior a 
cada elección. 


Esta modificación si bien reduce los plazos 
para la preparación de los padrones por parte 
del BPS, garantiza la llegada en tiempo y forma 
de los mismos, siendo ésta una de las 
dificultades registradas y expresadas por los dos 
organismos para la realización de las primeras 
elecciones de empresas contribuyentes y afilia- 
dos activos, dando cumplimiento fiel al mandato 
constitucional. 


Asimismo incorporamos un orden de prela- 
ción obligatorio para aquellos electores que 
reúnan en su persona las cualidades inherentes 
a más de un orden en atención a la existencia 
de intereses encontrados entre cada uno de 
ellos, así como garantizar que cada uno de los 
órdenes se encuentre efectivamente representa- 
do en sus actuales intereses. 


La modificación propuesta al inciso segundo 
del artículo 12, corrige el hecho de que en una 
sola persona reúna la representación de varios 
contribuyentes, tendiendo a determinar que una 
persona represente a un solo contribuyente sea 
éste persona jurídica, empresa pluripersonal o 
persona física, evitando así la despersonalización 
del sufragio. No se considera aplicable en este 
caso lo previsto en el artículo 2059 del Código 
Civil, en virtud de que el acto del voto no se 
incorpora al elenco de los actos que se 
desarrollan habitualmente en el giro de los 
negocios, naturalmente por la trascendencia que 
el mismo reviste, tanto para las empresa como 
para los intereses sociales en juego. 


Martes 16 de mayo de 2000 CAMARA DE REPRESENTANTES 17 


Cabe decir que el proyecto que presentamos 
introduce modificaciones a la ley en cuestión, a 
fin de solucionar inconvenientes para los 
sucesivos períodos eleccionarios, previendo la 
posibilidad de que los mismos inconvenientes 
que impidieron la realización de las elecciones 
hasta la fecha, puedan volver a presentarse 
como consecuencia de la presencia de elemen- 
tos de carácter fáctico como por ejemplo que no 
se prevea en forma preceptiva la presentación 
de la credencial cívica para la inscripción de los 
trabajadores activos ante el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social. 


Atendiendo a la realidad actual, debemos 
considerar también un tema de vital importancia 
como lo es sin duda el de los tiempos y plazos 
con que debe manejarse la Corte Electoral, en 
virtud del gran cúmulo de actos eleccionarios 
que debe organizar. 


El Banco de Previsión Social representa parte 
importante del patrimonio social de este país, 
argumento por el cual deberíamos otorgarle los 
mecanismos más claros y rápidos de elección 
de sus representantes, que recojan un amplio 
consenso dentro de todos los actores 
involucrados, y esto es sin lugar a dudas 
responsabilidad de este Cuerpo. 


Por último para nosotros el único camino 
posible es el dar cumplimiento cabal a la 
disposición constitucional, la cual es muy clara 
y no admite más de una interpretación. 


Montevideo, 2 de mayo de 2000. 


Enrique Pintado, Represen- 
tante por Montevideo; 
Doreen Javier Ibarra, 
Representante por Monte- 
video; Daniel Díaz May- 
nard, Representante por 
Montevideo; Silvana Char- 
lone, Representante por 
Montevideo; Jorge Orrico, 
Representante por Monte- 
video; Darío Pérez, Re- 
presentante por Maldo- 
nado; Daisy Tourné, Re- 
presentante por Montevi- 
deo; Juan José Bentan- 
cor, Representante por 
Montevideo; Guillermo 
Alvarez, Representante por 
Montevideo; Enrique Pérez 


Morad, Representante por 
Maldonado". 


D) Unión concubinaria. (Regulación) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1%. (Configuración).— Se denomina 
unión concubinaria a la situación de hecho 
determinada por la convivencia de dos personas 
de distinto sexo, no unidas por vínculo matrimo- 
nial, cuando reúna los siguientes requisitos: 


A) No resulte alcanzada por los impedi- 
mentos dirimentes establecidos en los 
numerales 12, 22, 4? y 5? del artículo 91 
del Código Civil. 


B) La pareja se haya tratado como si es- 
tuviera unida en matrimonio en sus 
relaciones domésticas y sociales, por 
un lapso mínimo de cinco años. Si de 
la unión nacieren hijos, el lapso mínimo 
de la unión será de tres años. 


| 
DERECHOS Y OBLIGACIONES 


Artículo 2%. (Norma general).— Los concu- 
binos se deben respeto y asistencia recíproca. 
Asimismo, poseen la obligación de contribuir a 
los gastos del hogar y la de mantener y educar 
a sus hijos. 


Artículo 3%, (Legitimación para demandar 
daños y  perjuicios).— Cualquiera de los 
concubinos está legitimado para demandar 
indemnización contra quien les ocasione daños 
y perjuicios. 


Artículo 4%, (Régimen patrimonial).— Los 
concubinos podrán pactar, en cualquier momen- 
to, el régimen patrimonial al que deseen someter 
la unión concubinaria. 


Dicho convenio deberá reducirse a escritura 
pública e inscribirse en el Registro Nacional de 
Actos Personales. 


Artículo 5% (Régimen supletorio).— En 
ausencia del pacto referido en el artículo 4% de 
la presente ley, si durante la vigencia de la 
unión concubinaria se contrajeren deudas o se 
adquirieren bienes muebles o inmuebles a título 
oneroso cuyo titular fuere sólo uno de los 
concubinos, a los efectos de la relación interna, 
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serán considerados fruto del trabajo y la 
colaboración común y la participación de ambos 
en unas y otros será igualitaria. (Artículo 1308 
del Código Civil). 


Artículo 62. (Régimen sucesorio).— Agrégase 
al artículo 1026 del Código Civil, tos siguientes 
incisos: 


"Si sobrevivieren al causante cónyuge y 
concubina o concubino que obtenga la 
declaratoria de reconocimiento judicial de 
la unión concubinaria, la porción asignada 
al cónyuge en el presente artículo se 
dividirá por mitades entre ambos. 


Si no sobreviviere cónyuge al causante, 
la porción asignada al cónyuge en el 
presente artículo corresponderá a su 
concubina o concubino si lo tuviere, 
siempre que obtenga la declaratoria de 
reconocimiento ¡judicial de la unión 
concubinaria". 


Artículo 7%. (Obligación alimentaria).— En 
caso de disolución de la unión concubinaria, 
ambos concubinos tienen la obligación recíproca 
de servir una pensión alimenticia destinada a la 
congrua sustentación de aquel que no pueda 
conservar la posición que tenía durante la unión 
concubinaria, cuyo monto se determinará de 
acuerdo a las necesidades del requirente y las 
posibilidades del requerido. Esta Obligación 
cesará en caso de que alguno de los concubinos 
contraiga nupcias o constituya unión concu- 
binaria. 


El concubino o concubina que haya tenido 
participación en delito contra la persona del otro, 
no tendrá derecho a esta pensión alimenti- 
cia. 


Artículo 82. (Cesión legal del arriendo).— 
Sustitúyese el actual texto del inciso primero del 
artículo 20 del Decreto-Ley N* 14.219, de 4 de 
junio de 1974, en la redacción dada por el 
artículo 4% del Decreto-Ley N* 15.471, de 14 de 
noviembre de 1983, por el siguiente: 


"El contrato de arrendamiento y los derechos 
que otorgan al arrendatario de casa-habita- 
ción las leyes vigentes, benefician por su 
orden a su cónyuge o ex cónyuge en caso 
de divorcio, conviviente o ex conviviente en 
caso de disolución de la unión concubinaria, 
a los ascendientes o descendientes en primer 


Martes 16 de mayo de 2000 


grado, hijos adoptivos o colaterales en 
segundo grado, cuando hayan convivido con 
el arrendatario desde la celebración del 
contrato o hayan sido denunciados al contra- 
tar o durante todo el año inmediato anterior 
a la desvinculación del arrendatario. No 
regirán estas exigencias, tratándose del 
cónyuge". 


Artículo 9%, (Desalojo). — En caso de diso- 
lución de la unión concubinaria, la resolución 
acerca de cuál de los concubinos permanecerá 
en el hogar familiar, será tomada por el Juez 
competente (literal C) del artículo 17 de la 
presente ley). 


El concubino que sea titular único de un bien 
inmueble adquirido con anterioridad al inicio de 
la unión concubinaria y carezca de otra vivien- 
da, podrá demandar el desalojo del otro 
concubino. 


El plazo del desalojo será de un año y el 
procedimiento será el fijado por el Código 
General del Proceso. (Artículos 354 a 360). 


Si la desalojada fuera la concubina y 
existieren hijos menores a su cargo, no podrá 
hacerse efectivo el lanzamiento hasta que se 
resuelva lo relativo a la vivienda de los menores 
en el proceso de disolución del concubinato. 
(Artículo 17 de la presente ley). 


Artículo 10. (Pensión de sobrevivencia).— 
Agrégase al artículo 25 de la Ley N* 16.713, de 
3 de setiembre de 1995, el siguiente literal: 


"E) En caso de disolución de la unión 
concubinaria, los concubinos que 
acrediten las resoluciones judiciales 
de reconocimiento y disolución de 


dicha unión. 


En cuanto a las condiciones del 
derecho y término de la prestación, 
deberá aplicarse lo preceptuado en 
el artículo siguiente de esta ley para 
las personas viudas, en caso de 
fallecimiento de uno de los 
concubinos. 


Asimismo deberá aplicarse lo dis- 
puesto en el artículo siguiente de 
esta ley, para las personas divorcia- 
das en caso de solicitud de disolu- 
ción sin expresión de causa". 
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REGIMEN PROCESAL 


Artículo 11. (Naturaleza del reconocimiento 
judicial). — Los efectos jurídicos emanados de la 
unión concubinaria, sólo podrán hacerse valer 
en caso de reconocimiento judicial. 


Artículo 12. (Competencia).— Serán compe- 
tentes para conocer en la declaración de 
reconocimiento y proceso de disolución de la 
unión concubinaria, los Jueces Letrados del 
lugar del último domicilio de los concubinos que 
entiendan en materia de familia. 


Artículo 13. (Procedimiento).— El procedi- 
miento para la acción de reconocimiento será el 
del proceso voluntario (artículo 402 y siguientes 
de! Código General del Proceso). 


Si se suscitare controversia o existieran 
intereses contrapuestos, se seguirá el proceso 
extraordinario. (Artículo 346 y siguientes del 
Código General del Proceso). 


Deberá ser preceptivamente oído el Ministerio 
Público. 


Artículo 14. (Legitimación).— Podrán promo- 
ver la declaratoria judicial de reconocimiento y 
en su caso, la disolución de la unión concubinaria, 
los propios concubinos, actuando conjunta o 
separadamente. 


En caso de fallecimiento de alguno de los 
concubinos, tendrán legitimación para promover 
la declaratoria judicial de reconocimiento de la 
unión concubinaria, los hijos nacidos de dicha 
unión. 


Artículo 15. (Objeto). — La declaratoria de 
reconocimiento judicial del concubinato tendrá 
por objeto determinar lo siguiente: 


A) La fecha de comienzo de la unión. 


B) La indicación de los hijos habidos en 
común por la pareja, hayan sido o no 
reconocidos o declarados tales judicial- 
mente. 


C) La indicación de los bienes que hayan 
sido adquiridos a expensas del estuerzo 
o caudal común. 


Artículo 16. (Disolución de la unión 
concubinaria).— La unión concubinaria se di- 
suelve en los siguientes casos: 


A) Por sentencia judicial de disolución, 
dictada a petición de cualquiera de los 
concubinos, sin expresión de causa. 


B) Por fallecimiento de alguno de los 
concubinos. 


C) Por la declaración de ausencia. 


En los casos B) y C) la disolución deberá 
acreditarse en la sucesión o en los procedimien- 
tos de ausencia, respectivamente. 


Artículo 17. (Procedimiento de la disolu- 
ción). — En el caso del literal A) del artículo 16 
de la presente ley, la disolución de la unión 
concubinaria se tramitará por el proceso extraor- 
dinario. (Artículo 346 y siguientes del Código 
General del Proceso). 


La sentencia que disponga la disolución de 
la unión concubinaria, deberá -previo dictamen 
del Ministerio Público- contener resolución o 
acuerdo sobre los siguientes puntos: 


A) Las indicaciones previstas en el artícu- 
lo 15 de la presente ley, si no existiera 
previo reconocimiento judicial del con- 
cubinato. 


B) Lo relativo a la tenencia, guarda, pen- 
sión alimenticia y visitas de los hijos 
menores de edad nacidos de dicha 
unión, así como la pensión contemplada 
en el artículo 7% de la presente ley. 


C)Lo relativo a cuál de los concubinos 
permanecerá en el hogar familiar, sin 
perjuicio de la resolución anticipada 
sobre exclusión del mismo para alguno 
de los concubinos, si ello se hubiera 
decretado como medida previa. 


Asimismo, se labrará acta de inventario en 
autos de las deudas y bienes adquiridos a título 
oneroso por los concubinos durante el período 
de vigencia de la unión. 


Si se suscitare controversia o existieren 
reclamos, se dejará constancia en acta, 
tramitándose por el proceso ordinario ante la 
misma Sede y por cuerda separada. 


OTRAS DISPOSICIONES 


Artículo 18. (Obligación de  fidelidad).— 
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Agrégase al artículo 127 del Código Civil, el 
siguiente inciso: 


"La obligación de fidelidad mutua cesa, si 
los cónyuges no viven de consuno". 


Artículo 19. (Orden público).— La presente 
ley es de orden público. 


Artículo 20. (Vigencia de otras disposicio- 
nes).— La entrada en vigencia de la presente 
ley no deroga las disposiciones legales o 
reglamentarias relativas a la unión concubinaria 
existentes en el orden jurídico nacional. 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 


Daniel Díaz Maynard 
Representante por Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


La cohabitación estable entre un hombre y 
una mujer no unidos por matrimonio, conocida 
como unión concubinaria, carece de una regla- 
mentación orgánica en nuestro Derecho, salvo 
breves referencias en normas aisladas. 


Ello era plenamente compresible en la 
segunda mitad del siglo XIX, época de la 
sanción de nuestro Código Civil, en la que las 
concepciones sociales imperantes ubicaban 
exclusivamente al matrimonio como fundamento 
de la familia, célula matriz de la sociedad. 


Las últimas décadas fueron escenario de 
profundos cambios en los comportamientos 
sociales, una de cuyas aristas más visibles 
concierne al perfil de la estructura familiar, 
diversificado hacia otras formas alternas a la 
familia clásica o nuclear, entre las que se 
destaca un sensible aumento de las llamadas 
uniones concubinarias o consensuales entre el 
hombre y la mujer. 


En la publicación del Instituto Nacional de 
Estadística, relativa a los resultados del "Total 
del País" del VIl Censo General de Población, 
tll de Hogares y V de Viviendas, realizado el 
22 de mayo de 1996, puede leerse lo siguiente: 
"1.3 Situación Conyugal. Los datos de los 
últimos censos muestran importantes transfor- 
maciones en las modalidades de constitución 
familiar. El matrimonio como institución formal 
reguladora de la producción biológica y social 
de la familia va perdiendo peso relativo, 
mientras que las uniones consensuales o de 


hecho aumentan su participación en el total. Así 
puede apreciarse en el cuadro siguiente, que 
mientras en 1975 el 54 por ciento de la 
población de 15 años o más de edad estaba 
legalmente unida, en 1996 dicho porcentaje 
desciende al 48 por ciento. Por su parte, el peso 
de las uniones libres, en este mismo período se 
duplica, pasando del 5 por ciento al 10 por 
ciento... Los cambios observados son aún más 
relevantes si se tiene en cuenta que el 
porcentaje de parejas constituidas (casadas y 
unidas) en relación a la población total de 
quince años o más de edad, se mantiene 
prácticamente sin variaciones, en torno al 58 por 
ciento. En tanto que el peso de las uniones 
libres sobre el total de parejas casadas y unidas 
pasa del 7.9 por ciento en 1975 al 16.5 por 
ciento en 1996...”. 


Este importante aumento de las uniones 
libres, consensuales o de hecho operado en 
nuestro país en las últimas décadas, no puede 
continuar, a nuestro juicio, ajeno a la regulación 
legal. 


El silencio legislativo no ha logrado impedir 
la conflictiva emergente de las uniones consen- 
suales, sino que dando la espalda a una realidad 
social inocultable, y permitido en gran número 
de casos, la injusticia de la desprotección de la 
parte más débil, generalmente la mujer. 


Sólo la labor de la jurisprudencia ha logrado 
mitigar el impacto del desconocimiento de los 
derechos de los más débiles, aplicando las 
normas vigentes para estas situaciones, pero su 
buena voluntad, no puede sustituir las lagunas 
y omisiones de nuestro derecho. 


Desde varios años, la doctrina nacional 
aboga -sin éxito-, por estimular al Poder 
Legislativo a dictar una ley en la materia. 


Lo ha hecho el escribano Saúl Cestau en su 
obra "Derecho de Familia y Familia”, Vol. 1, el 
doctor y escribano Enrique Arezo en su 
monografía sobre el "Concubinato" y las docto- 
ras Mabel Rivero de Arhancet y María Inés 
Varela de Motta desde sus artículos en el 
Anuario de Derecho Civil y en la Revista de 
Derecho de Familia, entre otros que se han 
referido al tema y que hemos tenido como 
referencia para la redacción de este proyecto. 


Asimismo, la consulta al Derecho Comparado, 
nos demuestra que la casi totalidad de las 
legislaciones europeas y latinoamericanas, con- 
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tienen desde hace muchos años regulaciones 
directas del concubinato, en algunas incluso, 
con rango constitucional. 


En un reciente trabajo de la doctora Emma 
Carozzi publicado en la Revista de Derecho de 
Familia, se informa que en el ámbito regional 
del MERCOSUR, Brasil y Paraguay contemplan 
legislativamente al concubinato, encontrándose 
nuestro país atrasado y en clara omisión 
respecto de un abordaje legislativo que en otras 
décadas supo liderar para temas de especial 
sensibilidad social. Esta profesora se suma a las 
voces que solicitan una ley que reglamente esta 
realidad social. 


Por último, y por si fuera poco, el X Congreso 
Interamericano de Derecho de Familia, realizado 
en Mendoza, República Argentina, en setiembre 
de 1998, incluye entre sus recomendaciones la 
de legislar sobre las uniones de hecho o 
consensuales. 


En suma, tanto la realidad social imperante 
en nuestro país sobre el tema, como la opinión 
de los especialistas, nos han impulsado a 
proponer el proyecto de ley que acompaña esta 
exposición de motivos. 


En cuanto al articulado del proyecto que 
presentamos a la Cámara de Representantes, 
de su propuesta global se infiere claramente que 
no pretendemos asimilar la unión concubinaria 
al matrimonio. 


Se inicia con un primer artículo en el que se 
conceptualiza a la unión concubinaria como una 
situación de hecho -no un nuevo estado ci- 
vil-, que cuando cumple con determinados 
requisitos genera consecuencias jurídicas, esto 
es, un conjunto de derechos y obligaciones que 
pueden hacerse valer y oponerse judicialmente, 
procurando especialmente una justa cobertura 
para la parte más débil en casos de ruptura, 
generalmente -salvo la buena voluntad de la 
jurisprudencia-, desvalida. 


No estamos pues, en presencia de un nuevo 
ordenamiento abarcativo de todas las uniones 
concubinarias, sino de las que especificamente 
emanan de los requisitos que se establecen. 


Debe tratarse de la convivencia de dos 
personas de distinto sexo, no unidas por vínculo 
matrimonial, que no resulte alcanzada por los 
impedimentos dirimentes que se indican. Asimis- 
mo, la pareja ha de tratarse como marido y 


mujer en sus relaciones domésticas y sociales 
por un lapso mínimo de cinco años, que se 
reduce a tres en caso de que nazcan hijos de 
la unión. 


El proyecto consta de tres Capítulos. 


El | se titula "Derechos y Obligaciones”. El 
artículo 2% establece el principio rector de 
relacionamiento de la comunidad concubinaria, 
basado en el respeto y la asistencia recíproca, 
la contribución en los gastos del hogar y la 
obligación de mantener y educar a los hijos. 


En el artículo 3% se confiere legitimación a 
los concubinos para demandar indemnización 
contra quien les ocasione daños y perjuicios, 
norma inspirada en múltiples casos que se han 
presentado en nuestros tribunales, vinculados a 
la muerte de uno de los concubinos por 
responsabilidad de terceros. 


Los artículos 4% y 5% refieren al régimen 
patrimonial de la unión concubinaria. Se esta- 
blece la libertad de los concubinos para pactar 
el régimen patrimonial de la unión y un régimen 
supletorio para el caso de ausencia de pacto. 
Este régimen supone que los bienes que se 
adquieran O las deudas que se contraigan 
durante la unión y cuyo titular fuere uno de los 
concubinos, a los efectos de la relación interna, 
la participación de ambos, será igualitaria. 


Se efectúa, asimismo, una referencia al 
artículo 1308 del Código Civil, indicándose la vía 
de la acción "in rem verso" para el encauzamien- 
to jurídico de las reclamaciones entre concubinos. 


El artículo 6% alude al régimen sucesorio, 
incluyendo al concubino o concubina en el 
segundo orden de llamamiento previsto en el 
artículo 1026 del Código Civil. En la primera 
hipótesis se prevé la concurrencia de cónyuge 
y concubino o concubina, dividiéndose la porción 
por mitades. En la segunda, para el caso de 
sobrevivencia sólo de concubino o concubina, se 
prevé que le corresponderá la porción asignada 
al cónyuge en el artículo, en ambos casos, si 
se obtiene la declaratoria de reconocimiento 
judicial de la unión. 


El artículo 72 crea la obligación de servir una 
pensión alimenticia congrua para el caso de 
disolución de la unión, a favor de aquel que no 
pueda conservar la posición que tenía durante 
la vigencia de la unión. 


Los artículos 8% y 9* regulan el problema de 
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la vivienda en caso de disolución de la unión 
concubinaria. 


El artículo 82 -modificando a su vez al artícu- 
lo 20 del Decreto-Ley N* 14.219-, incluye al 
concubino o concubina como beneficiario de la 
cesión legal del arriendo, a cuyo beneficio hoy 
no tiene acceso. 


El artículo 9% prevé el caso de desalojo. 
Establece que el Juez determinará quién 
permanecerá en el hogar familiar. Asimismo, el 
proyecto fija posición para el caso de desalojo 
del concubino o concubina por quien es titular 
único de un bien inmueble propio. La discusión 
acerca de si el concubino es o no un ocupante 
precario que ha dividido a nuestra jurispruden- 
cia, se salva estableciendo que se podrá 
demandar el desalojo del otro con plazo de un 
año, estableciéndose una protección especial 
para el caso de que la desalojada fuera la 
concubina y existan hijos menores a su cargo. 


Por último, el artículo 10 prevé la contempla- 
ción de una pensión de sobrevivencia para el 
concubino o concubina en caso de disolución de 
la unión. 


El Capítulo Il contempla el régimen procesal 
para la declaratoria de reconocimiento de la 
unión concubinaria, así como el proceso de 
disolución de la unión. 


Los artículos 11, 12, 13, 14 y 15, refieren a 
la naturaleza declarativa del reconocimiento 
judicial, estableciendo la competencia judicial 
para entender en el mismo, el procedimiento, la 
legitimación y el objeto de la declaratoria de 
reconocimiento, que será determinar la fecha de 
comienzo de la unión, la indicación de los hijos 
habidos por la pareja y de los bienes que hayan 
sido adquiridos a expensas del esfuerzo oO 
caudal común. 


Los artículos 16 y 17 refieren a las causales 
de disolución de la unión concubinaria -que son 
la petición de cualquiera de los concubinos sin 
expresión de causa, fallecimiento y declaración 
de ausencia- y al procedimiento de disolución, 
estableciéndose los contenidos de la sentencia 
de disolución. Los artículos 12 y 14 refieren a 
la competencia y legitimados para promover la 
disolución. 


En el I!! y último Capítulo se incluyen normas 
de características diferentes. 


El artículo 18 establece una modificación a 


la obligación de fidelidad prevista para los 
cónyuges en el artículo 127 del Código Civil. 
Esta consiste en mantener la vigencia de la 
misma en tanto los cónyuges vivan de consuno. 
Ocurre en nuestra sociedad frecuentemente, que 
los cónyuges se separan de hecho sin promover 
el divorcio y constituyen una unión concubinaria 
que llega a tener duración extensa y estabilidad 
notoria. Debe entenderse que esos convivientes, 
por no estar dictada una sentencia de divorcio 
ejecutoriada, están violando la obligación de 
fidelidad e incurriendo en adulterio, lo que no 
parece acorde con la moralidad media de 
nuestra sociedad actual, para la cual, separados 
de hecho los cónyuges, lo que constituye una 
fuerte señal de desavenencia irreversible, rena- 
ce la posibilidad de constituir una nueva pareja 
para los involucrados, que la vigencia de esta 
obligación pone en entredicho. La necesidad de 
modificación de esta norma, ha sido puesta de 
manifiesto por la profesora doctora Emma 
Carozzi, en su trabajo sobre “Divorcio”, conte- 
nido en el Cuaderno de Derecho Jurisprudencial 
que sobre el tema editó recientemente la 
Fundación de Cultura Universitaria y parece 
adecuada esta oportunidad para promover la 
modificación. 


Por el artículo 19 se establece el carácter de 


orden público que debe tener la ley que refiera 
a este tema. 


Por último, el artículo 20, mantiene la 
vigencia de otras disposiciones existentes en 
nuestro Derecho Positivo que refieren a la unión 
concubinaria, aunque las características de la 
unión que contemplen, no coincidan con las que 
requiere este proyecto. 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 


Daniel Díaz Maynard 
Representante por Montevideo". 


E) "Pedidos de informes formulados por 
señores legisladores. (Se establecen pla- 
zos para su contestación) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 1*.— Establécese que, de acuerdo 
con lo dispuesto por el artículo 118 de la 
Constitución de la República, los Ministros de 
Estado, la Suprema Corte de Justicia, la Corte 
Electoral, el Tribunal de lo Contencioso Admi- 
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nistrativo, el Tribunal de Cuentas y los organis- 
mos a que refiere el artículo 17 de la Ley 
N? 16.134, de 24 de setiembre de 1990, (Oficina 
Nacional del Servicio Civil y Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto), dispondrán de un 
plazo de treinta días hábiles para remitir la 
información solicitada por los legisladores con- 
forme a las facultades que les otorga dichos 
artículos. 


Artículo 2%— Si por la complejidad de la 
información solicitada, no fuera posible remitirla 
en el plazo referido en el artículo 1% de la 
presente ley, se deberá enviar al Presidente de 
la Cámara que corresponda, con destino al 
legislador solicitante, un informe circunstanciado 
sobre las causas que impiden la remisión en 
plazo. Recibido éste, quedará habilitado un 
plazo improrrogable de treinta días hábiles, a 
cuyo vencimiento quedará abierta la instancia 
para el legislador, de requerir la información por 
intermedio de la Cámara a que pertenezca, sin 
perjuicio de la situación prevista en el artículo 
119 de la Constitución de la República. 


Artículo 32.— Los plazos establecidos en la 
presente ley se computarán a partir del día 
siguiente al que el órgano requerido recibe la 
solicitud de información, así como la constancia 
de recepción, por parte del Presidente de la 
Cámara que corresponda, del informe circuns- 
tanciado a que refiere el artículo 2% de la 
presente ley. 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Felipe Michelini, Represen- 
tante por Montevideo; Pa- 
blo Mieres, Representante 
por Montevideo; Iván Po- 
sada, Representante por 
Montevideo; Ricardo Fa- 
lero, Representante por 
Canelones. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El artículo 118 de la Constitución de la 
República prevé el mecanismo por el cual los 
legisladores pueden solicitar informes a los 
distintos organismos del Estado para el ejercicio 
de sus funciones. 


El referido artículo establece: "... El pedido 
se hará por escrito y por intermedio del 
Presidente de la Cámara respectiva, el que lo 
trasmitirá de inmediato al órgano que correspon- 
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da. Si éste no ftacilitare los informes dentro del 
plazo que fijará la ley, el legislador podrá 
solicitarlo por intermedio de la Cámara a que 
pertenezca, estándose a lo que ésta resuelva". 


Nos encontramos ante un vacío legal que es 
necesario subsanar dado que su existencia 
provoca una distorsión en la tarea legislativa al 
no tener el organismo solicitado plazo alguno 
para remitir la información que se le solicita por 
lo que queda a su entero arbitrio la decisión 
sobre la oportunidad y conveniencia de cumplir 
con lo que se le requiere. 


Habiendo existido omisión del Poder Legisla- 
tivo en reglamentar el mencionado artículo 
constitucional, entendemos que el único punto 
opinable sería el plazo que se le concede al 
organismo solicitante. Se entendió que treinta 
días hábiles resulta por demás razonable, 
previéndose, en caso de información compleja, 
la posibilidad de que dicho plazo se prorrogue 
por otros treinta días hábiles, previa comunica- 
ción circunstanciada al Presidente de la Cámara 
que corresponda, con destino al legislador 
solicitante. 


El presente proyecto tiene como antecedente 
el presentado con fecha 2 de octubre de 1992 
por los señores Diputados del Lema "Partido por 
el Gobierno del Pueblo". 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Felipe Michelini, Represen- 
tante por Montevideo; Pa- 
blo Mieres, Representante 
por Montevideo; Iván Po- 
sada, Representante por 
Montevideo; Ricardo Fa- 
lero, Representante por 
Canelones". 


F) "Bancos de datos. (Se regula su funciona- 
miento) 


PROYECTO DE LEY 


Artículo 12.— Toda persona física o jurídica, 
pública o privada, que tenga a su cargo, 
administre, gestione u obtenga información para 
cualquier base de datos, será considerada 
entidad administradora de la misma, y estará 
comprendida en la presente ley y en la 
reglamentación a dictarse por el Poder Ejecu- 
tivo. 
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Artículo 2%.— Se considerará base de datos 
al sistema o conjunto de información que 
mediante registro, catastro o fichas, sean éstas 
manuales, microfilmadas, eléctricas o magnéti- 
cas, clasifique y ordene datos sobre personas 
físicas. 


Artículo 3%.— Las bases de datos serán 
públicas o privadas. Serán públicas cuando su 
finalidad sea el interés general o la protección 
de intereses fundamentales del Estado y la 
entidad administradora sea el Poder Ejecutivo, 
o cuando la ley lo declare expresamente. 


Artículo 4%— El objeto por el cual se 
administra, gestiona u obtiene información para 
cualquier base de datos, deberá estar definido 
y declarado en la forma en que la reglamenta- 
ción determine. 


Artículo 52%.— Ninguna entidad administrado- 
ra podrá utilizar la información contenida en 
cualquier base de datos con un objeto distinto 
a aquel por el cual fue recabada, excepto que 
medie autorización expresa de la persona física 
a la que refiere la información. Si la base de 
datos es pública el cambio de objeto deberá ser 
autorizado por ley. Asimismo, queda prohibido 
que las entidades administradoras transfieran, 
cedan o compartan sus bases de datos a otras 
entidades administradoras, sin consentimiento 
previo y por escrito de las personas registradas 
en los mismos, bajo apercibimiento de incurrir 
en responsabilidad por daños y perjuicios 
materiales y morales. 


Artículo 6%2.— Toda persona tendrá derecho 
a conocer la existencia y objeto de cualquier 
base de datos y tendrá libre acceso a la 
información que sobre su persona esté allí 
contenida, bastando la simple solicitud por 
escrito. La entidad administradora deberá brin- 
dar dicha información en un plazo de cuarenta 
y ocho horas de recibida la solicitud, en forma 
gratuita, clara, objetiva, y en lenguaje de fácil 
comprensión, debiendo constar la fuente de 
donde fue obtenida. 


Artículo 72.— Si el peticionante constatare 
que la información es incompleta, falsa o 
errónea, podrá solicitar su corrección a la 
entidad administradora. Si ésta no la corrige en 
forma inmediata, la reglamentación establecerá 
un mecanismo sencillo de dilucidación de la 
controversia planteada. 


Artículo 8*.— Sin perjuicio del artículo 7*, en 
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este caso de incumplimiento de las obligaciones 
establecidas en la presente ley por parte de las 
entidades administradoras procederá la acción 
de amparo (Ley N* 16.011, de 19 de diciembre 
de 1988). 


Artículo 9%.— Las entidades administradoras 
de bases de datos serán responsables por los 
daños y perjuicios, tanto morales como materia- 
les, derivados del mantenimiento o divulgación 
de información. 


Artículo 10.— Cuando una entidad adminis- 
tradora recabe información directamente de las 
personas tísicas, deberá especificar y comuni- 
carle por escrito el objetivo de la base de datos, 
el grado de confidencialidad de la información 
que se recaba, y el tiempo por el cual 
permanecerá almacenada la misma. Si la 
entidad administradora omitiera cumplir con lo 
establecido precedentemente se presumirá su 
responsabilidad. 


Artículo 11.— Cuando la entidad administra- 
dora recabe información sobre personas físicas, 
no directamente de éstos, sino a través de 
terceras personas físicas o jurídicas, los terce- 
ros serán solidariamente responsables con la 
entidad administradora de las obligaciones 
establecidas en la presente ley. 


Artículo 12.— Cuando la entidad administra- 
dora tenga por objeto brindar servicios de 
información comercial o protección al crédito, la 
información divulgada debe ser la estrictamente 
necesaria para cumplir su objeto, debiendo ser 
completa, objetiva y específica. En caso de 
incluir calificaciones o valoraciones, los criterios 
utilizados deberán ser explicitados e incluidos 
en la información referida. 


Artículo 13.— Con anterioridad al ingreso a 
una base de datos de una persona física que 
se encuentre en situación de morosidad, deberá 
la entidad administradora notificar por escrito en 
forma fehaciente, expresando el motivo de su 
inclusión, con especificación del monto adeuda- 
do y de la entidad acreedora que remite los 
datos. 


La persona deudora tendrá un plazo de cinco 
días hábiles para realizar las manifestaciones 
del caso efectuando rectificaciones si correspon- 
diera. 


En caso de controversia, se procederá de 
acuerdo a lo establecido en el artículo 72 de la 
presente ley. 
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La entidad administradora que omitiere el 
requisito de la notificación previa a la inclusión 
en su base de datos, será solidariamente 
responsable por los daños y perjuicios materia- 
les y morales que se cause a la persona física 
registrada. 


Artículo 14.— Créase en la órbita del 
Ministerio de Economía y Finanzas el Registro 
Nacional de Entidades Administradoras de 
Bases de Datos, donde deberán inscribirse 
todas las entidades comprendidas en el artículo 
1% de la presente ley, ya sea que desarrollen 
dicha actividad en forma principal, accesoria o 
conexa. 


Artículo 15.— En el acto de la inscripción 
deberá acreditarse: 


A) Datos identificatorios de la entidad, 
inscripción en la Dirección General 
impositiva, Banco de Previsión Social, 
Registro Público de Comercio, certifica- 
do de no adeudos con entidades 
estatales, así como los datos de las 
personas físicas que ocupen los cargos 
directivos de la misma. 


B) Solvencia económica-patrimonial. 


C) Experiencia y trayectoria en el giro de 
actividad. 


D) Destino que se le dará a la información 
recabada. 


Artículo 16.— El Ministerio de Economía y 
Finanzas podrá rechazar la inscripción de 
entidades administradoras que, a su juicio, no 
reúnan las condiciones exigidas por la presente 
ley, no pudiendo, en tal caso, operar en plaza. 


La omisión en verificar la inscripción en el 
Registro será penada con una multa de 100 UR 
(cien unidades reajustables) a 1000 UR (mil 
unidades reajustables) que aplicará el Ministerio 
de Economía y Finanzas, utilizando como 
parámetro para determinar la sanción el número 
de personas registradas y volumen de operacio- 
nes realizadas. 


Artículo 17.— Dentro de los ciento veinte 
días de promulgada la presente ley deberán 
cumplir el requisito de la inscripción todas 
aquellas entidades que en la actualidad admi- 
nistren bases de datos. 


Aquellas que comiencen a operar luego de 


promulgada la presente ley, deberán cumplir con 
el requisito previo de la inscripción antes de 
comenzar sus actividades. 


Artículo 18.— La presente ley deberá ser 
reglamentada por el Poder Ejecutivo dentro de 
los sesenta días de promulgada. 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Felipe Michelini, Represen- 
tante por Montevideo; Pa- 
blo Mieres, Representante 
por Montevideo; Iván Po- 
sada, Representante por 
Montevideo; Ricardo Fa- 
lero, Representante por 
Canelones”. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


El almacenamiento y recopilación de datos de 
carácter personal no son actividades recientes 
creadas por la informática. La existencia de los 
tradicionales ficheros manuales con datos de 
carácter personal ya auguraba los riesgos que 
un fichero con datos incompletos, falsos o 
utilizados para un propósito diferente para el 
cual se habían recogido podía tener en la 
persona afectada. No fue hasta que los 
ordenadores demostraron el incremento de 
riesgos adicionales, que la sociedad, en general, 
empezó a demostrar su preocupación sobre el 
tema y que los Gobiernos Nacionales sintieron 
la necesidad de elaborar normas reguladoras 
que protegieran a los individuos. 


Bill Gates, CEO y fundador de Microsoft, 
empresa líder en el mercado informático, ha 
expresado también esta preocupación: "Si Ud. 
se siente preocupado por amenazas a su 
intimidad en esta era electrónica, no se 
encuentra solo. A mi también me preocupa...” y 
más adelante agrega: "... mi buen fundado 
optimismo no me ciega acerca de los problemas 
potenciales (que el desarrollo informático puede 
ocasionar), incluidas las amenazas a la intimi- 
dad. La misma tecnología digital que hace tan 
fácil comunicarse alrededor del mundo también 
facilita la intromisión". ("La intimidad electrónica" 
de Bill Gates). 


Según ha afirmado Hondius, lo que preocupa 
más a los individuos no es el almacenamiento 
de los datos personales, o el riesgo de que se 
incluyan datos de carácter secreto en los 
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ficheros automatizados sino la imposibilidad de 
controlar la veracidad de la información y el uso 
que de ella se hace. (F. Hondius, "A decade of 
International Data Protection"). 


En este mismo sentido va el propio Gates 
cuando afirma: "El slogan de Microsoft es 
'información a alcance de los dedos'. Pero 
necesitamos ser muy cuidadosos acerca del tipo 
de información que se brinda y a quién 
pertenecen los dedos”. 


Por lo tanto, deberían existir disposiciones 
normativas que defiendan el derecho individual 
a la protección de datos personales. Como ha 
dicho Simitis: “Cuando el relacionamiento entre 
procesamiento de información y democracia es 
entendido, se hace claro que la protección de 
la privacidad es el precio necesario para 
asegurar la capacidad individual de comunicar 
y participar. Precisamente, las regulaciones 
legales que crean condiciones específicas para 
el procesamiento de datos personales son una 
prueba decisiva para discernir si la sociedad es 
consciente de ese precio y si está dispuesta a 
pagarlo". (S. Simitis "Reviewing Privacy in an 
Information Society”). 


La noción de protección de datos puede 
conducir a falsas apariencias respecto de su 
contenido, ya que no va destinada a proteger 
a los datos "per se", sino una parte del derecho 
a la intimidad personal, es decir, la que refiere 
a la información individual. Hondius ha definido 
la protección de datos como "aquella parte de 
la legislación que protege el derecho fundamen- 
tal de libertad, en particular el derecho individual 
a la intimidad, respecto del procesamiento 
manual o automático de datos”. (Obra citada). 


El artículo 12 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos establece que "Nadie será 
objeto de injerencias arbitrarias en su vida 
privada, su familia, su domicilio o su correspon- 
dencia, ni de ataques a su honra o a su 
reputación". Es cierto que este texto general es 
insuficiente para la protección de la intimidad 
frente a la amenaza de la informática, pero ello 
no significa que durante su elaboración se 
pretendiera excluir el derecho de la persona a 
proteger sus datos personales. La razón por la 
cual sólo han recogido de forma general el 
"derecho a la vida privada" reside en que son 
instrumentos previos a la era del ordenador. 


Este proyecto reconoce, entonces, el derecho 


de las personas a su intimidad, concediendo 
derechos a los individuos respecto de sus datos 
personales que son objeto de tratamiento 
automatizado, imponiendo obligaciones y debe- 
res a aquellos que controlan y tienen acceso a 
bases de datos personales ajenos. 


Los derechos de las personas físicas que 
este proyecto intenta proteger son los siguien- 
tes: 


1. Conocer la existencia de cualquier base de 
datos de carácter personal, sus finalidades 
principales, la identidad y la residencia habitual 
o el establecimiento principal de la autoridad 
administradora. 


2. Obtener sin demora y gratuitamente la 
confirmación de la existencia o no de los datos 
personales así como la comunicación de dichos 
datos en forma inteligible. 


3. Obtener, llegado el caso, la rectificación 
de dichos datos o el borrado de los mismos, 
cuando se hayan tratado con infracción de las 
disposiciones del derecho interno. 


4. Disponer de un recurso si no se ha 
atendido a una petición de confirmación de 
comunicación, de ratificación o de borrado a que 
refieren los párrafos 2 y 3. 


La estructura del proyecto es la siguiente: 


El artículo 1% define qué es una entidad 
administradora a los efectos de la presente ley. 


El artículo 22 define qué es base de datos. 


El artículo 3* divide las bases de datos en 
públicas y privadas, dándole a las primeras la 
posibilidad de ser creadas por ley. Esta división 
es necesaria ya que los Estados tienen la 
potestad de someter el ejercicio de los derechos 
humanos a ciertas restricciones, como por 
ejemplo, en el caso de la protección de intereses 
fundamentales del Estado, o en la protección de 
otros derechos humanos individuales o colecti- 
vos que entren en conflicto con el derecho a la 
intimidad. 


En estos casos, el control parlamentario es 
imprescindible a fin de garantizar que su 
creación y uso está fundado en razones de 
interés general. Asimismo, la ley podrá declarar 
a cualquier base de datos como pública en 
aplicación del principio expresado en el párrafo 
anterior. 
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El artículo 4% establece la necesidad que el 
objeto de la gestión de cualquier base de datos 
esté expresamente definido. Este objeto no 
podrá ser modificado sin autorización expresa 
del titular de la información, o, si la base de 
datos es pública, por aprobación legal. Asimis- 
mo, se establece la prohibición de transferir, 
ceder o compartir bases de datos, sin consen- 
timiento de las personas registradas, bajo 
apercibimientos de reparar los daños y perjui- 
cios causados (artículo 52). 


El proyecto otorga el derecho a cualquier 
persona a conocer la existencia y objetivos de 
cualquier base de datos, así como le da derecho 
a las personas físicas de obtener sin demora y 
gratuitamente la confirmación de la existencia o 
no de datos personales que la misma contenga, 
así como la comunicación de dichos datos en 
forma inteligible (artículo 6%). 


El artículo 7% permite a la persona física 
obtener, llegado el caso, la rectificación de 
dichos datos o el borrado de los mismos, cuando 
se hayan tratado con infracción de las disposi- 
ciones de la presente ley y disponer de un 
recurso si no se ha atendido a una petición de 
confirmación de comunicación, de ratificación o 
de borrado. 


El artículo 8* refiere a la acción de amparo. 


El artículo 9% establece la responsabilidad de 
las entidades administradoras. 


Los artículos 10 y 11 establecen los reque- 
rimientos al momento de la obtención de ta 
información. 


El artículo 12 establece requerimientos en el 
caso que la entidad administradora tenga por 
objeto brindar servicios de protección al crédito 
o información comercial. 


El artículo 13 establece como requisito previo 
a la inclusión de una persona física morosa a 
una base de datos, que se le notifique 
previamente pudiendo realizar rectificaciones y 
recurrir a un procedimiento en caso de contro- 
versias. 


El artículo 14 crea el Registro Nacional de 
Entidades Administradoras de Bases de Datos 
en la órbita del Ministerio de Economía y 
Finanzas. 


El artículo 15 establece los requisitos para la 
inscripción en el Registro. 


El artículo 16 impone multas para las 
entidades que omitan registrarse. 


El artículo 17 confiere un plazo para que las 
actuales Entidades Administradoras de Bases de 
Datos se inscriban en el Registro que se crea. 


El artículo 18 preceptúa que el Poder 
Ejecutivo deberá reglamentar la ley en el plazo 
de sesenta días de promulgada. 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Felipe Michelini, Represen- 
tante por Montevideo; Pa- 
blo Mieres, Representante 
por Montevideo; iván Po- 
sada, Representante por 
Montevideo; Ricardo Fale- 
ro, Representante por Ca- 
nelones". 


G) "Asesinato de un periodista español por 
parte de una organización terrorista. (Re- 
pudio) 


PROYECTO DE RESOLUCION 


12— El más profundo repudio al asesinato 
del periodista José Luis López de Lacalle, a la 
organización terrorista ETA y a los crímenes por 
ella cometidos. 


22.— El apoyo a las instituciones democráti- 
cas que rigen en el Reino de España. 


32— Su solidaridad con el pueblo español, 
que nuevamente sufre las consecuencias del 
odio y la intolerancia. 


42.— Su solidaridad con los trabajadores de 
la prensa y su compromiso con el respeto a la 
libertad de prensa. 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Washington Abdala, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ruben H. Díaz, Represen- 
tante por Montevideo; Gus- 
tavo Osta, Representante 


por Montevideo; Ronald 
Pais, Representante por 
Montevideo. 


EXPOSICION DE MOTIVOS 


Atento al atropello que para los principios de 
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libertad y respeto a la vida que sustentan el 
sistema democrático de gobierno, significa el 
asesinato del periodista José Luis López de 
Lacalle, por parte de la organización terrorista 
ETA y a la tradición y firme convicción demo- 
crática de respeto a los derechos humanos que 
rige en nuestro país, es que consideramos que 
dichos actos criminales, sustentados en el odio, 
la intolerancia, el no respeto de las libertades 
y la imposición de las ideas mediante la fuerza, 
son objeto de censura por parte de la inmensa 
mayoría de la humanidad que ha reconocido en 
el sistema democrático, una herramienta de paz 
fundamental para el desarrollo del ser humano. 


Los sucesos ocurridos en nuestro país en el 
año 1994, frente al Hospital Filtro, con integran- 
tes de dicha organización terrorista y movimien- 
tos políticos nacionales afines, derivaron en 
situaciones de confrontación entre uruguayos, 
tan lejanos a nuestra realidad, incluso terminan- 
do con la vida de un compatriota. 


En tanto que la calidad de periodista de la 
víctima, dicho asesinato es también un profundo 
atropello a la libertad de prensa como derecho 
y herramienta de desarrollo democrático, por lo 
que estimamos oportuno y necesario que exista 
una expresión de nuestra Cámara de Represen- 
tantes ante estos hechos. 


Montevideo, 10 de mayo de 2000. 


Washington Abdala, Repre- 
sentante por Montevideo; 
Ruben H. Díaz, Represen- 
tante por Montevideo; Gus- 
tavo Osta, Representante 


por Montevideo; Ronald 
Pais, Representante por 
Montevideo". 


4.— Exposiciones escritas 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Está abier- 
to el acto. 


(Es la hora 16 y 14) 
— Dese cuenta de las exposiciones escritas. 
(Se lee:) 


"El señor Representante Hugo E. Cuadrado 
solicita se curse una exposición escrita al 
Ministerio de Economía y Finanzas, con destino 
al Banco de la República Oriental del Uruguay, 


sobre las condiciones dispuestas por dicha 
Institución para la refinanciación de deudas. 
C/27/000 


El señor Representante Gustavo Guarino 
solicita se curse una exposición escrita a los 
Ministerios de Educación y Cultura, y además 
por su intermedio al Consejo Directivo Central 
de la Administración Nacional de Educación 
Pública, para su remisión al Consejo de 
Educación Secundaria; de Salud Pública y de 
Defensa Nacional, y además por su intermedio 
a la Administración Nacional de Telecomunica- 
ciones, relacionada con diversas necesidades en 
materia de salud, educación y telecomunicacio- 
nes, constatadas en la localidad de Tupambaé, 
departamento de Cerro Largo. C/27/000 


El señor Representante Ricardo Castromán 


solicita se cursen las siguientes exposiciones 
escritas: 


— al Ministerio de Trabajo y Seguridad So- 
cial, acerca de la situación de un aserra- 
dero ubicado en las cercanías de la ciudad 
de Young, departamento de Río Negro. 

C/27/000 


— al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente, referente a 
deficiencias en la construcción de vivien- 
das ubicadas en la ciudad de Young, 
departamento de Río Negro. C/27/000 


El señor Representante Edgardo Prado soli- 
cita se curse una exposición escrita al Ministerio 
de Educación y Cultura, con destino al Consejo 
Directivo Central de la Administración Nacional 
de Educación Pública, para su remisión al 
Consejo de Educación Primaria, sobre la 
posibilidad de instalar una guardería o Centro 
CAIF en la villa Ismael Cortinas, departamento 
de Flores. C/27/000" 


— Se votarán oportunamente. 


5.— Inasistencias anteriores 


Dese cuenta de las inasistencias anteriores. 
(Se lee:) 


"Inasistencias de Representantes a la sesión 
ordinaria realizada el 2 de mayo de 2000. 


Con aviso: Eduardo Chiesa Bordahandy y 
Guido Machado. 
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INASISTENCIAS A LAS COMISIONES 


Representantes que no concurrieron a las 
Comisiones citadas: 


2 de mayo 


Constitución, Códigos, Legislación General 
y Administración 


Con aviso: Francisco Gallinal Nieto. 


Ganadería, Agricultura y Pesca 


Con aviso: Eduardo Chiesa Bordahandy y 
Guido Machado. 


Salud Pública y Asistencia Social 


Con aviso: Luis José Gallo Imperiale. 


Turismo 


Con aviso: Ambrosio Rodríguez. 


3 de mayo 
Defensa Nacional 


Con aviso: Walter Vener Carboni. 


Ganadería, Agricultura y Pesca 


Con aviso: Eduardo Chiesa Bordahandy. 


Hacienda 


Con aviso: Adolfo Pedro Sande y Gustavo 
Penadés. 


Vivienda, Territorio y Medio Ambiente 


Sin aviso: María Alejandra Rivero Saralegui. 


10 de mayo 
Hacienda 
Con aviso: Hugo Rosete. 


15 de mayo 
Legislación del Trabajo 
Con aviso: Guzmán Acosta y Lara. 


Transporte, Comunicaciones y Obras 
Públicas 


Con aviso: Julio C. Silveira y Tabaré 
Hackenbruch Legnani. 


Sin aviso: Martha Montaner". 


6.— Exposiciones escritas 


— Habiendo número, está abierta la sesión. 


Se va a votar el trámite de las exposiciones 
escritas de que se dio cuenta. 


(Se vota) 
— Cincuenta en cincuenta y tres: Afirmativa. 
(Texto de las exposiciones escritas:) 


A) Exposición del señor Representante Hugo 
E. Cuadrado al Ministerio de Economía y 
Finanzas, con destino al Banco de la 
República Oriental del Uruguay, sobre las 
condiciones dispuestas por dicha Institu- 
ción para la refinanciación de deudas. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
al Ministerio de Economía y Finanzas, con 
destino al Banco de la República Oriental del 
Uruguay (BROU). En el departamento de 
Soriano -como en todo el país, seguramente-, 
el BROU tiene deudores que abrigan el 
propósito de amortizar sus obligaciones, pero 
encuentran nuevas dificultades para hacerlo. 
Una circular interna de techa 5 de noviembre de 
1999 innova en la exigencia de constituir 
garantías reales, cambiando reglas de juego aun 
para deudas contraídas años atrás. Aspiramos 
a que las flamantes autoridades del banco 
revisen las nuevas disposiciones, contemplando 
el reclamo de clientes que solicitan plazos y 
condiciones blandas para poder cumplir con sus 
obligaciones. La reconsideración de las medidas 
redundará, sin duda, en beneficio del BROU 
tanto como de tos deudores. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Hugo Cuadrado, 
Representante por Soriano”. 


B) Exposición del señor Representante Gus- 
tavo Guarino a los Ministerios de Educa- 
ción y Cultura, y además por su intermedio 
al Consejo Directivo Central de la Adminis- 
tración Nacional de Educación Pública, 
para su remisión al Consejo de Educación 
Secundaria; de Salud Pública y de Defensa 
Nacional, y además por su intermedio a la 
Administración Nacional de Telecomunica- 
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ciones; relacionada con diversas necesida- 
des en materia de salud, educación y 
telecomunicaciones, constatadas en la 
localidad de Tupambaé, departamento de 
Cerro Largo. 


"Montevideo, 3 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparado en las 
facultades que me confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicito se curse la presente exposición escrita 
a los Ministerios de Salud Pública; de Educación 
y Cultura y, además, por su intermedio, al 
Consejo Directivo Central de la Administración 
Nacional de Educación Pública (ANEP), para su 
remisión al Consejo de Educación Secundaria; 
y de Defensa Nacional, con destino a la 
Administración Nacional de Telecomunicaciones 
(ANTEL). En el departamento de Cerro Largo, 
se encuentra el pueblo de Tupambaé, un típico 
centro poblado enclavado en el corazón de una 
zona ganadera que se desarrolló y creció al 
influjo del ferrocarril, hoy inexistente. Allí reside 
gente vinculada con el trabajo agropecuario: 
productores, asalariados rurales, camioneros, 
talleristas y todos los prestadores de servicios 
que una población de más de quinientos 
habitantes exige. A pesar de la desaparición del 
ferrocarril y de la difícil situación de la 
ganadería, sus pobladores se han ingeniado 
para mantener un prolijo centro poblado que 
cuenta con escuela, dos complejos de viviendas 
de la Comisión Honoraria Pro Erradicación de 
la Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), institucio- 
nes sociales y deportivas, Junta Local, Juzgado 
de Paz y la Comisaría de la 7* Sección, y su 
sociedad se articula en la forma característica 
de nuestros pueblos y villas del interior del país. 
Sus vecinos, poco a poco, van consiguiendo 
mejoras para la localidad y, recientemente, con 
ese espíritu, en una reunión pública, represen- 
tantes de diferentes sectores de la comunidad 
me hicieron llegar algunas inquietudes. En el 
campo de la enseñanza, los jóvenes que 
finalizan la escuela y continúan los estudios 
secundarios deben trasladarse a la villa Santa 
Clara de Olimar, ya que en Tupambaé no hay 
liceo. Lo hacen en un viejo ómnibus que 
administra una comisión de padres, unidad de 
transporte insuficiente y muy deteriorada. Es 
una vieja aspiración la creación de un liceo. En 
épocas anteriores avanzaron mucho las gestio- 
nes frente a las autoridades del Consejo de 
Educación Secundaria con ese objetivo, y hasta 


se llegó a tener resuelto el tema del local. Es 
de interés de los habitantes de Tupambaé que 
nuevamente las autoridades respectivas encaren 
la posibilidad de concretar dicha aspiración. En 
cuanto a la salud, existe una policlínica del 
Ministerio de Salud Pública contando con un 
médico que atiende las consultas. Asimismo, se 
dispone de una ambulancia y de personal de 
servicio. No obstante, hay urgencia en que se 
designe un odontólogo, ya que la salud bucal 
de la mayoría de la población se encuentra sin 
asistencia alguna. Cabe recordar que en la 
policlínica existen las instalaciones y equipos 
para la prestación del servicio odontológico. En 
lo relativo a los servicios de ANTEL, debe 
señalarse que la localidad no cuenta con 
teléfonos públicos, y se aspira a que se 
coloquen al menos tres cabinas, de las 
modernas, que el Ente emplaza en todo el país. 
Se requeriría una en cada complejo de la 
Comisión Honoraria Pro Erradicación de la 
Vivienda Rural Insalubre (MEVIR), ya que los 
mismos se encuentran distantes uno del otro, y 
una en la plaza del pueblo. Como se aprecia, 
los planteos de los vecinos no muestran otra 
cosa que el ansia de superación de uno de los 
lugares que concentra población directamente 
vinculada con nuestra campaña, la que merece 
nuestra máxima atención. Saludo al señor 
Presidente muy atentamente. Gustavo Guarino, 
Representante por Cerro Largo". 


C) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social, acerca de la situación de 
un aserradero ubicado en las cercanías de 
la ciudad de Young, departamento de Río 
Negro. 


"Montevideo, 3 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social. En el mes de setiembre del año 1999, 
fue inaugurado el aserradero Souter Cross 
Timber S.A., ubicado sobre la Ruta Nacional 
N?* 25, a escasos kilómetros de la ciudad de 
Young, departamento de Río Negro. En el 
emprendimiento habría participado en forma 
importante la Corporación Nacional para el 
Desarrollo (CND). Recordamos que autoridades 
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nacionales como el ex Presidente de la 
República doctor Julio M. Sanguinetti, Represen- 
tantes Nacionales, Directores de la CND, el 
intendente Municipal de Río Negro, Ediles del 
departamento y otros, con un optimismo desbor- 
dante y esperanzador en sus discursos, avalaron 
la instalación de la empresa en un lugar clave 
-según dijeron-, para un futuro venturoso del 
emprendimiento y para aquellos vecinos que 
pudieran ocupar en él su fuerza de trabajo como 
transportistas, en talleres de reparación y 
mantenimiento, en comercios y otros, en un área 
donde hay más de cincuenta mil hectáreas de 
forestación (eucaliptos, pinos, álamos y otros). 
Pero las cosas no sucedieron como auguraban. 
Hace unos días, el señor Edil Guillermo Borges 
planteó en la Junta Departamental de Río Negro 
la situación que están atravesando once traba- 
jadores de la empresa, que han pasado al segu- 
ro por desempleo, en una suerte de contradic- 
ción con lo que fue la inversión, la materia prima 
y el respaldo institucional recibido. Preocupa- 
dos, entonces, por esta circunstancia -que ojalá 
no se convierta en una nueva frustración para 
los rionegrenses-, y porque, además, la empresa 
tendría problemas para el pago a camioneros y 
otros por el traslado de la producción, apelamos 
a la responsabilidad que ha asumido ese 
Ministerio en el sentido constructivo de dialogar 
permanentemente. En ese contexto, sería impor- 
tante interesarse ante los representantes de la 
empresa a fin de saber en qué situación se 
encuentra la misma, esperando que la coyuntura 
presente sea transitoria. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro”. 


D) Exposición del señor Representante Ricar- 
do Castromán al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambien- 
te, referente a deficiencias en la construc- 
ción de viviendas ubicadas en la ciudad de 
Young, departamento de Río Negro. 


"Montevideo, 4 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Vivienda, Ordenamiento 
Territorial y Medio Ambiente. El 12 de setiembre 
de "1996, fueron inaugurados treinta y seis 


núcleos básicos evolutivos situados en la calle 
Minas entre las calles Asencio y Hervidero, del 
barrio Grategus de la ciudad de Young, 
departamento de Río Negro, construidos en el 
marco del Sistema Integrado de Acceso a la 
Vivienda (SIAV). Dichas construcciones, si así 
se pueden llamar, fueron realizadas por la 
empresa Consultora de Ingeniería, de la ciudad 
de Montevideo. De visita en el barrio, acompa- 
ñados por un arquitecto, pudimos constatar una 
serie de deficiencias o fallas constructivas 
realmente lamentables y que golpean la dignidad 
de sus ciento cincuenta moradores, de los 
cuales setenta, aproximadamente, son niños. 
Comprobamos en las viviendas la presencia de 
rajaduras, paredes mal hechas, humedades, 
filtraciones de agua, aberturas en falsa escua- 
dra, desprendimientos de cielorrasos y una total 
carencia de ordenamiento territorial, pues unas 
casas tienen mucho terreno, otras muy poco o 
nada, y en distintos niveles. Por su parte, hay 
desbordes de líquidos en el saneamiento, las 
calles interiores son pequeñas y están mal 
planteadas, las tapas de las cloacas son de 
segunda o de tercera calidad, las instalaciones 
eléctricas son deficientes, a! igual que la cañería 
para el agua potable, y hay alumbrado que no 
funciona y otros desperfectos. En definitiva, es 
algo, a nuestro juicio, vergonzoso. Por tanto, 
nos parece que ese Ministerio deberá adoptar 
las medidas que correspondan ante los respon- 
sables de la empresa constructora, ya que el 12 
de setiembre del año en curso vencería la 
garantía que cubre lo construido. Los promitentes 
compradores deben pagar 2 UR (dos unidades 
reajustables) mensuales durante cinco años, 120 
UR (ciento veinte unidades reajustables) en 
total, lo que representa $ 24.000 (veinticuatro 
mil pesos uruguayos), porque el Estado subsidia 
el resto. Queremos manifestar nuestro apoyo a 
estos justos reclamos y nuestra solidaridad con 
los habitantes de los mencionados núcleos 
habitacionales del barrio Grategus, esperando 
que a la brevedad posible esa Secretaría de 
Estado envíe técnicos que inspeccionen las 
viviendas mencionadas y sean tomados los 
recaudos necesarios para la defensa de los 
vecinos, en consideración de que los dineros 
invertidos son de todos. Saludamos al señor 
Presidente muy atentamente. Ricardo 
Castromán Rodríguez, Representante por Río 
Negro". 


E) Exposición del señor Representante 
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Edgardo Prado al Ministerio de Educación 
y Cultura, con destino al Consejo Directivo 
Central de la Administración Nacional de 
Educación Pública, para su remisión al 
Consejo de Educación Primaria, sobre la 
posibilidad de instalar una guardería o 
Centro CAIF en la villa Ismael Cortinas, 
departamento de Flores. 


"Montevideo, 2 de mayo de 2000. Señor 
Presidente de la Cámara de Representantes, 
doctor Washington Abdala. Amparados en las 
facultades que nos confiere el artículo 155 del 
Reglamento de la Cámara de Representantes, 
solicitamos se curse la presente exposición 
escrita al Ministerio de Educación y Cultura, con 
destino al Consejo Directivo Central de la 
Administración Nacional de Educación Pública 
(ANEP), para su remisión al Consejo de Edu- 
cación Primaria. En la villa Ismael Cortinas, 
departamento de Flores, el Consejo de Educa- 
ción Primaria recibió dos casas de una herencia 
yacente, las que se encuentran vacías y no 
reciben ningún cuidado, por lo que sufren el 
natural deterioro del paso del tiempo. Tenemos 
interés en que las mismas puedan ser de utilidad 
al mencionado centro poblado y se les dé un 
destino cierto, que podría ser el de guardería 
o la instalación de un Centro de Atención a la 
Infancia y la Familia (CAIF), tan necesarios para 
nuestra comunidad. Saludamos al señor Presi- 
dente muy atentamente. Edgardo Prado, Repre- 
sentante por Flores”. 


MEDIA HORA PREVIA 


7.-— Cierre de Cristalerías 


del Uruguay 


— Se entra a la media hora previa. 
Tiene la palabra el señor Diputado Sendic. 


SEÑOR SENDIC.— Señor Presidente: quere- 
mos aprovechar estos minutos para hacer 
referencia a que ha pasado ya más de un año 
desde el sorpresivo cierre de Cristalerías del 
Uruguay, el 21 de abril de 1999. 

La fábrica, única industria del vidrio que 
quedaba en el país, ocupaba a ciento diez 
trabajadores, cuenta con dos hornos que pueden 
trabajar con dos líneas de producción cada uno, 
elaborando hasta 38.000 toneladas de envases 
que eran, al momento del cierre, comercializa- 
dos en el mercado local, así como en Argentina, 


Brasil, Chile, Paraguay y Sudáfrica. La fábrica 
cerró en plena producción. Sus dueños compe- 
tían contra sí mismos, puesto que es de su 
propiedad el monopolio que fabrica en nuestro 
país los envases de plástico Cristalplast y 
Cristalpet, estos últimos declarados de interés 
nacional. 

Los trabajadores de la fábrica, con menos 
alternativas que sus dueños, ocuparon las 
instalaciones y tuvieron el propósito de elaborar 
un proyecto que tendiera a que la empresa fuera 
viable; primero verificaron si la fabricación de 
vidrio en Uruguay es rentable y, después de 
confirmarlo, siguieron adelante con el proyecto. 

El Ministerio de Industria, Energía y Minería 
puso un equipo técnico a estudiar la situación 
de la empresa y, como resultado de esa 
investigación, surgió -así consta en la Dirección 
de Industrias de esa Secretaría de Estado- que 
la fábrica tenía grandes problemas de conduc- 
ción y gestión que la pusieron en una situación 
difícil, pero que con determinados ajustes podía 
hacerse viable. 

En julio del año pasado los trabajadores y el 
equipo técnico multidisciplinario terminaron de 
elaborar el proyecto de reactivación de esta 
importante y única industria. 

La propuesta tiene un costo total de 
US$ 9:000.000, de los cuales US$ 6:000.000 
están destinados a la compra del inmueble y el 
parque industrial y los US$ 3:000.000 restantes 
a capital de giro. El proyecto fue estudiado por 
la Dirección de Industrias, que lo consideró muy 
bueno, y luego pasó a la COMAP -Comisión de 
Aplicación de la Ley de Inversiones-, para ser 
declarado de interés nacional. Los servicios 
técnicos del Banco de la República también lo 
analizaron y no hicieron objeciones de índole 
alguna, al igual que diferentes bancos privados. 
La Intendencia Municipal de Montevideo también 
otorgó su aval al mencionado proyecto. 

La propuesta presentada incluye varias posi- 
bilidades, desde la gestión directa hasta la 
participación de un inversor o de un coinversor, 
y ha sido presentada ante la Corporación 
Nacional para el Desarrollo y el Banco de la 
República, cuyo aval es importante a los efectos 
de la participación de otras entidades bancarias 
privadas. Se han realizado, en fin, gestiones a 
todo nivel, 

Esta industria del vidrio en el país tiene, 
desde nuestro punto de vista, una importancia 
estratégica por tres aspectos principales, aun- 
que quizás existan más que no alcanzamos a 
visualizar. El primero de ellos es que da empleo 
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a ciento diez uruguayos, lo cual no es poca 
cosa, dada la situación que se está viviendo en 
el mercado laboral; se trata de mano de obra 
calificada y experiente, poseedora de una 
cultura y un arte que corren peligro de perderse. 

El segundo aspecto es que el cierre de la 
fábrica ha generado problemas a una parte 
importante del sector productivo nacional en lo 
que respecta a los envases. la industria 
farmacéutica, la agroindustria que requiere 
envases de vidrio -como la de las mermeladas 
y la miel- y la industria del vino y la bebida han 
enfrentado un grave problema, ya que los 
volúmenes de demanda de la producción 
nacional son demasiado pequeños con respecto 
a lo que trabajan otras fábricas de la región, que 
no están dispuestas a cambiar sus moldes para 
satistacer los pedidos relativamente reducidos 
provenientes de nuestros productores. Esto ha 
encarecido el costo del envase, que desde hace 
más de un año es importado y cuesta entre un 
20% y un 30% más que el fabricado por 
Cristalerías del Uruguay. Á esto hay que añadir 
el costo del flete a distancia, que encarece aún 
más el costo del envase de vidrio. 

El tercer motivo -lo quiero mencionar espe- 
cialmente, cuando estamos a pocos días de la 
celebración del Día Mundial del Medio Ambiente- 
es que la defensa de la industria del vidrio 
constituye un pilar fundamental en la lucha por 
la preservación de nuestro entorno; de lo 
contrario, tendremos que resignarnos a ser 
sepultados por el plástico. Países más avanza- 
dos que el nuestro tienen políticas verdadera- 
mente restrictivas y hasta represoras en lo 
relativo a la utilización del plástico. 

Hagamos un esfuerzo entre todos en pro de 
la defensa de esta industria, con sensibilidad y 
con conciencia de que éstos son los elementos 
que están en juego. 

La versión taquigráfica de estas palabras 
debería ser enviada a los Ministerios de 
Industria, Energía y Minería y de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, al 
Banco de la República, a la Corporación 
Nacional para el Desarrollo, a la Intendencia 
Municipal de Montevideo y, por supuesto, al 
sindicato de Cristalerías del Uruguay, a la 
Cámara de Industrias y a las gremiales del agro. 
Tendría que hacerse llegar, inclusive, al señor 
Presidente de la República. Sin embargo, voy 
a solicitar que no sea enviada, porque todos 
esos actores políticos y sociales ya están 
enterados de esta problemática y de sus 
consecuencias. Inclusive, un Senador se lo 


planteó al señor Presidente de la República. 
Deseo, pues, que estas palabras sólo queden 
asentadas en la versión taquigráfica porque 
alcanzaría con que quienes estamos aquí 
presentes actuáramos en consecuencia y remo- 
viéramos nuestras estructuras partidarias bus- 
cando la necesaria sensibilidad que permita 
encontrar soluciones hasta hoy ausentes. 


8.-— Construcción de vivien- 


das por MEVIR en peque- 
ños centros poblados del 
departamento de Cerro 
Largo 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Guarino. 


SEÑOR GUARINO.— Señor Presidente: hoy 
nos vamos a referir a ciertos aspectos que 
tienen que ver con el Movimiento para la 
Erradicación de la Vivienda Rural Insalubre. 

El pasado 12 de mayo mantuvimos una 
reunión con el Consejo Directivo de la Sociedad 
Agropecuaria de Cerro Largo y uno de los 
puntos que se nos planteó fue la preocupación 
por la permanente emigración de pobladores 
rurales, particularmente de los pequeños centros 
poblados, que es donde habitualmente residen 
las familias de los asalariados rurales. Esta 
situación lleva a que cada día sea más difícil 
que en las cercanías de las empresas 
agropecuarias se cuente con gente capacitada 
para las tareas rurales. 

Sin duda que esa emigración está alentada 
y favorecida por la falta de condiciones para una 
vida más o menos digna, en la que la vivienda 
y la energía juegan un papel fundamental. 

En Cerro Largo, el 70% de los hogares 
ubicados en poblaciones de menos de doscien- 
tos habitantes se hallan con las necesidades 
básicas insatisfechas, siendo la vivienda un 
elemento fundamental de dicho indicador. 

Todos recordamos que MEVIR fue creado por 
la Ley N* 13.640, de 26 de diciembre de 1967, 
y que mucho ha hecho por erradicar la vivienda 
insalubre. A su vez, recordamos la desinteresa- 
da, altruista y eficaz labor desarrollada por el 
doctor Gallinal y el equipo de personas que él 
formó en torno a MEVIR, muchas de las cuales 
hoy continúan con la responsabilidad de llevarlo 
adelante. Pero a los dirigentes gremiales de 
Cerro Largo les preocupa ver que en los últimos 
años los planes de MEVIR en nuestro departa- 


34 CAMARA DE REPRESENTANTES Martes 16 de mayo de 2000 


mento se desarrollan en la periferia de los 
centros urbanos de mayor importancia, y no en 
poblados que están en el corazón mismo de las 
zonas productivas, en medio del campo. 

Conocemos la experiencia que MEVIR realizó 
en nuestro departamento de Cerro Largo, junto 
a la Intendencia Municipal, en el último período 
de gobierno del señor Nin Novoa y también la 
que lleva adelante hoy con el Instituto Nacional 
de Colonización, concretando planes de vivienda 
dispersa, o viviendas-tambos, erradicando la 
vivienda insalubre y construyendo una digna en 
el propio predio del productor. 

Coincidimos con los directivos de la Sociedad 
Agropecuaria en cuanto a que se podría 
profundizar en ese camino y construir núcleos 
de viviendas en centros poblados pequeños que 
aún subsisten en el corazón de la campaña. Al 
respecto, tenemos tres planteamientos concre- 
tos realizados por los vecinos. Uno de ellos 
consiste en construir viviendas mediante el plan 
MEVIR en la zona de Quebracho  -zona 
ganadera de la 8% Sección de Cerro Largo-, que 
en los últimos años ha tenido un importante 
desarrollo arrocero. Es de los pocos centros 
poblados rurales donde los vecinos están 
organizados y cuentan con policlínica, escuela 
y hasta un centro de atención a la infancia y 
a la familia, han hecho gestiones sobre el 
particular y poseen todas las facilidades para 
conseguir el predio donde aplicar el plan MEVIR. 

El otro planteamiento comprende la zona de 
Cañas y Cañitas, ubicada en la 12? Sección de 
Cerro Largo, típica zona ganadera, de campos 
criadores, habitada por gente sumamente pobre, 
tanto productores como familias de asalariados 
rurales que viven en torno a esos establecimien- 
tos. Existen múltiples rancheríos cercanos a la 
capilla y a la escuela del poblado de Cañitas. 
Hay pobladores, productores y hacendados de 
la zona dispuestos a colaborar para implementar 
un plan MEVIR. 

Destacamos que en el poblado de Cañas 
existe un importante predio fiscal donde se han 
construido ranchos de terrón y paja, que son el 
núcleo poblado principal; dicho terreno serviría 
para el asentamiento de las viviendas de 
MEVIR. 

Por último, hemos recibido inquietudes de la 
zona de Mangrullo -ubicada en la 4% Sección 
Judicial del departamento-, centro poblado que 
aún retiene a algunas decenas de familias 
rurales y cuenta con vecinos organizados y 
dispuestos a trabajar por un plan MEVIR. 

Entendemos que erradicar las viviendas 


insalubres en cualquiera de las tres zonas 
mencionadas sería cumplir cabalmente con el 
objetivo de la Ley N* 13.640, por la que se creó 
MEVIR, y una de las mejores formas para que 
el aporte de los productores rurales -quienes 
fundamentalmente proveen los fondos- regrese 
al campo. 

Solicito que la versión taquigráfica de estas 
palabras sea enviada al Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, -y, 
por su intermedio a MEVIR-, a la Intendencia 
Municipal de Cerro Largo y a la Sociedad 
Agropecuaria de ese departamento. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta en cincuenta y tres: Afirmativa. 


9.-— Necesidad de adoptar me- 


didas en torno a las 
redes hidráulicas de las 
ciudades 


Tiene la palabra el señor Diputado Ponce de 
León. 


SEÑOR PONCE DE LEON.— Señor Presiden- 
te: las llamadas "infraestructuras" constituyen 
una parte significativa de nuestras sociedades. 
Algunas de ellas, como las redes de energía, 
de comunicaciones, de transporte de carga o de 
riego, se vinculan muy directamente al desarro- 
llo económico. Otras, como las redes de agua 
potable y de saneamiento, sin perjuicio de su 
importancia económica directa, constituyen parte 
fundamental de la calidad de vida de los 
habitantes. 

En nuestro país, por razones de su historia 
reciente -que sería largo detallar hoy aquí-, 
adquieren especial relevancia las medidas que 
se tomen con relación a las redes hidráulicas 
de las ciudades. Preferimos hablar de “redes 
hidráulicas" para que quede bien claro que nos 
referimos tanto a los sistemas de evacuación de 
las aguas utilizadas por el hombre, con fines 
residenciales, comerciales o industriales, como 
a los sistemas de evacuación de aguas de la 
lluvia o pluviales. La presencia o ausencia de 
estos sistemas determina fuertemente la calidad 
de vida y las condiciones sanitarias de las 
ciudades de nuestro país. Al crecer una ciudad, 
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el sistema hidráulico, por sus dimensiones y 
exigencias técnicas, se convierte progresiva- 
mente en su infraestructura más cara; más cara 
que el sistema vial de las ciudades, más cara 
que todo el sistema de energía eléctrica de la 
ciudad. 

Hace quince días nos correspondía hacer uso 
de la palabra a fin de hacer referencia a estos 
aspectos, pero postergamos nuestra interven- 
ción para separar esa materia del fragor de la 
campaña electoral, porque queremos hacer 
hincapié en un tema al que entendemos que el 
Parlamento y el gobierno todo deben prestar 
especial atención. 

Concretamente, muchas ciudades y poblados 
del país tienen carencias muy fuertes. Podría- 
mos elaborar -y otros señores Diputados sin 
duda también- una larga lista de localidades, 
pero deseamos focalizar dos áreas que enten- 
demos que deben incluirse entre las prioridades 
nacionales inmediatas. 

En primer lugar, queremos hacer referencia 
a la denominada "mancha urbana" que abarca 
las ciudades de La Paz y Las Piedras, 
extendiéndose al norte, a las villas y, al sur, al 
barrio Abayubá, dentro de los límites de 
Montevideo. Son dos departamentos, pero el 
tema es uno; es la misma cuenca del arroyo Las 
Piedras. Estamos hablando de un núcleo urbano 
de cien mil habitantes, y el sistema hidráulico 
actualmente no llega al 15% de sus pobladores. 

Hace una semana, la lluvia mostró dramáti- 
camente las consecuencias de la falta de un 
sistema adecuado. En el día de hoy, la lluvia 
y la tormenta sin duda está generando tremenda 
angustia, sufrimiento e insalubridad a miles de 
vecinos. Hemos visto casas, y aun comercios, 
con más de un metro de agua en su interior. 

En segundo término, deseamos hacer men- 
ción a la Ciudad de la Costa, el lugar de mayor 
crecimiento demográfico del país: cuatro mil 
habitantes por año. Hoy tiene ochenta mil, y no 
hay razón alguna para pensar que disminuya su 
tasa de crecimiento. Hay que tener en cuenta 
que el número de habitantes cambia la situación. 
Una obra que podría ser económicamente 
inviable para treinta mil habitantes, para ochenta 
mil puede ser necesaria y para ciento cincuenta 
mil, imprescindible; y es previsible que en 
menos de quince años la población de la Ciudad 
de la Costa alcance los ciento cincuenta mil 
habitantes. 

Estamos, entonces, hablando de dos zonas 
que abarcan hoy a casi doscientos mil habitan- 
tes y, en pocos años, contarán con más de un 


cuarto de millón. ¿Acaso estamos hablando de 
costos inabarcables? Seguramente no. Estima- 
mos que cada una de estas obras insumiría un 
monto del orden de los US$ 100:000.000. Se 
trata de obras que cambian las ciudades y la 
calidad de vida; obras que se pagan en muchos 
años; obras para las que hay créditos disponi- 
bles de los organismos internacionales. El flujo 
financiero de los US$ 200:000.000 del Plan de 
Saneamiento Urbano lil de Montevideo, en la 
práctica significa un desembolso de 
US$ 10:000.000 por año. En pocos meses 
corresponderá el tratamiento del Presupuesto 
Nacional y debemos tener en cuenta que el país 
siempre aportó -en porcentajes variables-, a 
través de Rentas Generales, a estas obras que 
mejoran la salubridad, la resistencia a las 
epidemias y la calidad de vida de todos. 

Finalmente, debemos decir que se trata de 
obras que generan mucho trabajo local. Por 
fortuna, las obras de construcción no se 
importan. Aquí hay un esfuerzo, pero con 
múltiples beneficios; por lo tanto, el Parlamento 
y el gobierno deben poner en marcha las obras 
en este período. 

Solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada a los Ministerios 
de Economía y Finanzas y de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente, a la 
Intendencia Municipal de Canelones, a la 
Administración de las Obras Sanitarias del 
Estado, al Centro Comunal Zonal N* 12 de la 
Intendencia Municipal de Montevideo, a la 
Cámara de la Construcción, a la Asociación de 
ingenieros del Uruguay y al Sindicato Unico de 
la Construcción y Ramas Afines. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cincuenta y uno en cincuenta y dos: 
Afirmativa. 


La Mesa debe hacer una aclaración con 
respecto a la media hora previa. 

Hasta ahora hemos sido flexibles y liberales 
en torno a las modificaciones que se plantean 
con relación a la media hora previa, pero de 
ahora en adelante debemos establecer un 
criterio para que no se produzcan eventuales 
complicaciones. En ese sentido, las modificacio- 
nes se aceptarán hasta media hora antes del 
inicio de la sesión y no se admitirán en Sala, 
a fin de no crear dificultades internas. Es decir 
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que si algún señor Diputado anotado no va a 
estar presente, o decide no hacer uso de la 
palabra y ceder su turno a otro legislador, tiene 
la posibilidad de hacerlo hasta media hora antes 
del inicio de la sesión. 


10.— Tasa de interés real que 
cobra el Banco de la 
República Oriental del 
Uruguay por los créditos 
sociales que concede 


Tiene la palabra el señor Diputado Arrarte 
Fernández. 


SEÑOR ARRARTE FERNANDEZ.— Señor 
Presidente: en la sesión de hoy queremos poner 
énfasis en un tema que golpea fuerte en los 
sectores de menores ingresos de nuestra 
sociedad. Nos referimos a la alta tasa de interés 
real que cobra el Banco de la República Oriental 
del Uruguay por los préstamos sociales que 
concede. 

Este banco cumple una importante función 
con los créditos sociales que otorga a la 
población uruguaya. Hay que resaltar su rol 
como regulador de la tasa de interés del 
mercado al participar en la actividad financiera, 
evitando la usura. Pero conocido es por todos 
el alto endeudamiento actual de las familias y 
su necesidad de recurrir a estos préstamos 
como forma de solventar sus necesidades 
básicas. Hemos comprobado que gran parte de 
estos préstamos son destinados por los urugua- 
yos a pagar pasivos que tienen con el propio 
Estado, como por ejemplo el Banco Hipotecario 


del Uruguay, UTE y ANTEL, entre otros 
organismos. 
Para tener una idea del volumen que 


representan estos créditos, señalamos que entre 
enero de 1999 y marzo de 2000, el Banco de 
la República Oriental del Uruguay otorgó más de 
365.000 créditos sociales por una cantidad 
aproximada a los US$ 670:000.000. Y para 
cuantificar lo que este monto representa, 
podemos decir que es una cantidad similar a la 
que el Estado uruguayo destinó a la salud 
pública durante todo el año 1999. 

Sin embargo, el hecho que queremos remar- 
car hoy en Sala es la alta tasa de interés real 
que cobra el banco de todos los uruguayos por 
este crédito de carácter social. No dejamos de 
reconocer que hay que preservar la solidez 
financiera y económica de esa institución, pero 


queremos resaltar que entre enero de 1999 y 
marzo de 2000, los créditos con fines sociales 
generaron una transferencia de recursos, desde 
las familias al sector financiero, solamente por 
concepto de interés, de US$ 280:000.000. En 
términos muy globales, podemos decir que cada 
tres años se paga, por concepto de interés, una 
cantidad igual al capital original del crédito, por 
supuesto hablando en moneda constante. Enton- 
ces, los ingresos por colocaciones de los 
créditos sociales significaron para el Banco de 
la República Oriental del Uruguay un beneficio 
bruto aproximado a los US$ 200:000.000, 
considerando la gran diferencia entre la tasa 
pasiva y la tasa activa con las que ha operado 
en este período. Para cuantificar este ingreso, 
lo podemos asimilar a todo el presupuesto de 
la ANEP durante seis meses. 

Por lo tanto, teniendo en cuenta el desempleo 
actual, la disminución que seguramente se 
generará en el salario real este año y el alto 
endeudamiento de nuestra población, solicita- 
mos a las autoridades del Banco de la República 
Oriental del Uruguay que reduzcan la alta tasa 
real que la institución cobra hoy en día por 
concepto de créditos sociales. 

Solicitamos que la versión taquigráfica de 
nuestras palabras sea enviada al Ministerio de 
Economía y Finanzas, al Banco Central del 
Uruguay y al Banco de la República Oriental del 
Uruguay. 

Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y nueve en cincuenta: Afirmativa. 


11.- Tratamiento que sumi- 
nistra el Ministerio de 
Salud Pública a los por- 
tadores de VIH 


Tiene la palabra la señora Diputada Percovich. 


SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
en esta oportunidad quiero referirme a un tema 
de actualidad que ha sido difundido en la prensa 
y respecto al cual nos hemos preocupado de 
obtener información, puesto que se nos han 
acercado algunas de las organizaciones relacio- 
nadas con él. Se trata de los estudios que 
realiza el Ministerio de Salud Pública con 
relación al tratamiento del Triple Plan para los 
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portadores de VIH. Es así que nos hemos 
comunicado con la doctora Margarita Serra, 
Directora del Programa Nacional de SIDA, para 
dar respuesta al requerimiento de las organiza- 
ciones que están trabajando en el tema. 

Desde hace algunos años, el Ministerio de 
Salud Pública viene suministrando a trescientos 
sesenta portadores -en este momento son 
algunos más-, en forma gratuita, el tratamiento 
del Triple Plan. 

Las informaciones aparecidas a nivel de la 
prensa han llevado inquietud a todos aquellos 
que, por sus condiciones económicas, dependen 
de ese tratamiento. La información que hemos 
recibido nos tranquiliza en parte y, a su vez, nos 
hace pensar que una evaluación de los 
tratamientos y de la información que está 
pidiendo el Ministerio a los responsables del 
área, especialmente a los Directores del Instituto 
de Higiene, con relación al número de tratamien- 
tos y características de quienes los reciben, es 
una forma interesante de dar claridad a la 
consideración de este tema. Asimismo -como se 
lo trasmitíamos a la Directora del Programa 
Nacional del SIDA-, nos parece importante que 
se evalúen los costos en horas-cama, equipos 
y personal técnico que resultarían si este 
tratamiento no se proporcionara y si quienes son 
portadores de VIH no retrasaran la aparición de 
las enfermedades oportunistas, sin contar los 
costos que significan para los familiares. En 
estos casos, se trata de familias que por lo 
general no tienen posibilidades de adquirir el 
tratamiento y ni siquiera de atender este tipo de 
enfermedades si no es en los hospitales de 
Salud Pública. 

Por lo tanto, más allá de acercar tranquilidad 
a las organizaciones que temían la interrupción 
del tratamiento para los enfermos que deben 
recibirlo, nos parece interesante trasladar al 
Ministerio de Salud Pública la necesidad de que 
esa evaluación se haga llegar a la Comisión de 
Salud Pública y Asistencia Social de la Cámara. 

Si bien en algún momento hubo un estanca- 
miento en la multiplicación de los casos de VIH, 
lamentablemente en los dos últimos años han 
vuelto a aumentar. Por lo tanto, es bueno que 
contemos con esos estudios que está realizando 
el Instituto de Higiene, con vistas a todo el 
tratamiento de los programas de salud y de los 
Presupuestos que se van a discutir este año en 
el Parlamento. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al Ministerio de Salud 
Pública y, en especial, al doctor Repetto -que 


está encargado de este tema- y a la doctora 
Margarita Serra, Directora del Programa Nacio- 
nal de SIDA. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y cinco en cuarenta y siete: 
Afirmativa. 


12.— Estado de deterioro de 
la Ruta N? 5 
Obras de infraestructu- 
ra en el departamento de 
Tacuarembó 


Tiene la palabra el señor Diputado Cardozo 
Ferreira. 


SEÑOR CARDOZO FERREIRA.— Señor Pre- 
sidente: comúnmente los uruguayos decimos 
que nos acordamos de Santa Bárbara cuando 
truena; cuando llueve, en el norte de Tacuarembó 
nos acordamos de aquellos organismos respon- 
sables de las rutas nacionales. Lamentablemen- 
te, el tramo de 50 kilómetros de la Ruta N* 5 
que une Tacuarembó con la localidad de Curtina 
-entregado hace pocos años como nuevo- sigue 
siendo una trampa mortal cada vez que llueve 
torrencialmente, como está ocurriendo ahora. Ya 
hace más de dos años que venimos hablando 
de este tema. 

inmediatamente después de haber sido 
repavimentada esa ruta, las huellas de los 
pesados camiones que transitan por ella han 
dejado marcada una canaleta en cada tramo por 
el que circulan, tanto hacia el norte como hacia 
el sur. Los días de lluvia es común ver vehículos 
volcados o camiones que salen de la ruta; y este 
problema ya ha costado varias vidas. 

Si bien ha habido alguna reacción de los 
organismos competentes, como por ejemplo del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, y en 
algunos tramos se ha reparado la ruta, puedo 
decir que, en el día de ayer, transitar desde 
Tacuarembó hacia Montevideo era realmente un 
peligro; dos camiones estaban fuera de la ruta. 
Lamentablemente, nos estamos acostumbrando 
a ver en los bordes de las carreteras algunas 
cruces puestas por familiares que quedan con 
el dolor de haber perdido a sus seres queridos 
como consecuencia de estas cosas que están 
pasando en el norte. 
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Asimismo, en el tramo que va desde Curtina 
hacia el empalme de San Gregorio, después que 
pasó la sequía y empezaron las lluvias, la Ruta 
N* 5 -reparada en parte- inexplicablemente se 
ha poblado de pozos. Si seguimos transitando 
por la Ruta N2 5 continuamos encontrando 
huellas de camiones, por ejemplo en el trayecto 
comprendido entre Paso de los Toros y Durazno; 
y ni qué hablar del tramo que se encuentra en 
Canelones, en el que el pavimento que se está 
usando y la falta de señalización hacen que en 
los días de lluvia se produzca una situación 
realmente peligrosa porque se absorbe toda la 
luz de los vehículos. Seguramente este proble- 
ma tendrá una solución, pero va a ser lenta. Ya 
la hemos reclamado insistentemente desde 
Tacuarembó, pero también desde otros depar- 
tamentos, porque quienes no viven allí frecuen- 
temente se encuentran con la sorpresa de que 
cuando está lloviendo esto es una trampa 
mortal. 

En otro orden de cosas, también con relación 
al Ministerio de Transporte y Obras Públicas, 
recordamos que han existido políticas de Estado 
o decisiones gubernamentales como la de 
colaborar con las Intendencias Municipales 
involucradas a fin de reparar los caminos en 
aquellos poblados a los que no llegaban trenes 
cuando se suprimió el servicio de pasajeros de 
AFE hacia el norte del país, solucionando así 
el traslado de las personas que vivían en esa 
zona. 

Si el Estado toma decisiones trascendentes, 
como en el caso de la ley forestal -en el 
departamento de Tacuarembó tenemos 300.000 
hectáreas aptas para esa actividad-, pensamos 
que hay zonas en las que aquél debería involu- 
crarse, previendo las consecuencias de ello. Tal 
es el caso de la Ruta N* 59, que une la ciudad 
de Tacuarembó con el fondo del departamento 
hacia el río Negro, donde más de 100.000 
hectáreas van a ser forestadas. Esta ruta, que 
es de piedra y tierra, tiene un tránsito intenso 
y por ella no se transportan sólo materiales 
forestales, sino arroz, papa y, por supuesto, 
haciendas gordas para los frigoríficos. Sin 
embargo, de ella se está haciendo responsable 
la Intendencia Municipal, que inclusive se 
responsabilizó del puente que, por convenio con 
el Ejército, se pudo hacer en un paso que 
quedaba cortado cuando llovía apenas un poco, 
como es el caso de Sauce de Batoví. 

A mi juicio, cuando en estos temas se toman 
decisiones que involucran amplias zonas del 
país -como en el caso de la forestación- y, 


además, se reducen los tributos que recaudan 
las Intendencias Municipales, debemos pensar 
en aquellas obras de infraestructura que van a 
permitir sacar fruto a la inversión que se está 
haciendo. 

Nuestro departamento queda dividido al 
medio -este y oeste- por el río Tacuarembó. Nos 
preocupa que no se visualice una solución de 
futuro, cuando ya hay intereses regionales para 
que, por medio de una obra importante y costosa 
como es un puente, se pueda unir ambas zonas 
a través del río Tacuarembó, lo que involucraría 
a las zonas de Zamora y Clara con la de Yaguarí 
y, a su vez, comunicaría con el departamento 
de Rivera y también con la Ruta N? 26, que va 
hacia Cerro Largo. Y ni qué hablar de la 
importancia de la inversión del Estado cuando 
hablamos del desarrollo turístico en zonas como 
San Gregorio de Polanco, donde no tenemos 
una balsa apta para cruzar el famoso paso que 
hay en el lago de la represa, que lo uniría con 
el sur del país sin tener que dar una vuelta por 
la Ruta N* 5 para llegar a San Gregorio. Una 
balsa moderna, o restaurada como corresponde, 
nos permitiría salir de una forma más rápida y 
eficiente, aumentando, por supuesto, la afluen- 
cia turística y favoreciendo el tránsito de los 
sectores productivos de Durazno y Tacuarembó. 

Tampoco es lógico que el esfuerzo que hizo 
el gobierno del Presidente Lacalle, habilitando 
el puente sobre el río Negro en el kilómetro 329, 
no se vea respaldado por una caminería acorde 
en sus alrededores. 

Solicito que la versión taquigráfica de mis 
palabras sea enviada al señor Ministro de 
Transporte y Obras Públicas. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar el trámite solicitado. 


(Se vota) 


— Cuarenta y siete en cuarenta y nueve: 
Afirmativa. 


Ha finalizado la media hora previa. 


13.-Licencias 
Integración de la Cámara 


Dese cuenta del informe de la Comisión de 
Asuntos Internos relativo a la integración del 
Cuerpo. 


(Se lee:) 


Martes 16 de mayo de 2000 


“La Comisión de Asuntos Internos aconseja 
aprobar fas solicitudes de licencias siguientes: 


Del señor Representante Daniel García Pintos, 
por enfermedad, literal A) del artículo único de 
la Ley N* 16.465, por el período comprendido 
entre los días 16 y 25 de mayo del año 2000, 
convocándose al suplente correspondiente si- 
guiente, señor Yamandú Flangini. 


Del señor Representante Jorge Barrera, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N?* 16.465, por el período 
comprendido entre los días 16 y 17 de mayo del 
año 2000, convocándose al suplente siguiente, 
señor Diego Martínez. 


Del señor Representante Enrique Pintado, por 
motivos personales, inciso tercero del artículo 
único de la Ley N? 16.465, por el día 16 de mayo 
del año 2000, convocándose a la suplenta 
correspondiente siguiente, señora María Eloísa 
Moreira. 


Del señor Representante Nahum Bergstein, 
por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16.465, por el día 
16 de mayo del año 2000, convocándose al 
suplente correspondiente, señor Gustavo Osta. 


Del señor Representante Doreen Javier 
Ibarra, por motivos personales, inciso tercero del 
artículo único de la Ley N* 16,465, por el 
período comprendido entre los días 18 de mayo 
y 2 de junio del año 2000, convocándose al 
suplente correspondiente siguiente, señor Julio 
Vieytes. 


Asimismo se aconseja aprobar la resolución 
siguiente: 


Ante la incorporación del señor Representan- 
te Francisco Gallinal Nieto, a la Cámara de 
Senadores, por el día 16 de mayo del año 2000, 
se convoca al suplente correspondiente siguien- 
te, señor Raúl Argenzio". 


— En discusión. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 
— Cuarenta y siete en cincuenta: Afirmativa. 


Quedan convocados los suplentes correspon- 
dientes, quienes se incorporarán a la Cámara en 
las fechas indicadas. 


CAMARA DE REPRESENTANTES 39 


(Antecedentes:) 
"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Me dirijo a usted a efectos de solicitar al 
Cuerpo se me conceda licencia por el término 
de diez días a partir de la fecha, por razones 
de enfermedad de acuerdo al certificado médico 
adjunto. 


Saluda a usted muy atte. 


Daniel García Pintos 
Representante por Montevideo". 


“Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por enferme- 
dad del señor Representante por el departamen- 
to de Montevideo, Daniel García Pintos. 


CONSIDERANDO: Que solicita se le conceda 
licencia por el período comprendido entre los 
días 16 y 25 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y por el 
literal A) del artículo único de la Ley N* 16.465, 
de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por enfermedad, por el 
período comprendido entre los días 16 y 25 de 
mayo de 2000, al señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Daniel García 
Pintos. 


2) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 15 del Lema Partido 
Colorado, señor Yamandú Flangini. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 
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"Montevideo, 11 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Tengo el agrado de dirigirme a usted a 
efectos de solicitar licencia al amparo de lo 
establecido en la Ley N* 16.465, durante los 
días 16 y 17 de mayo por motivos personales. 


Saluda a usted muy atentamente. 
Jorge Barrera 
Representante por Montevideo". 
"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Habiendo sido convocado en mi calidad de 
suplente del Diputado Jorge Barrera, para 
integrar ese Cuerpo, comunico a usted que por 
esta única vez, no acepto la referida convoca- 
toria. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Leonardo Costa". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Habiendo sido convocado en mi calidad de 
suplente del Diputado Jorge Barrera, para 
integrar ese Cuerpo, comunico a usted que por 
esta única vez, no acepto la referida convoca- 
toria. 


Saluda a usted muy atentamente. 
Guillermo Silva Grucci". 
"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Habiendo sido convocado en mi calidad de 
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suplente del Diputado Jorge Barrera, para 
integrar ese Cuerpo, comunico a usted que por 
esta única vez, no acepto la referida convoca- 
toria. 


Saluda a usted muy atentamente. 


Alvaro Berrutti”. 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Jorge Barrera. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 16 y 17 de mayo de 2000. 


2) Que, por esta vez, no aceptan la convo- 
catoria de que han sido objeto los suplentes 
correspondientes siguientes, señores Leonardo 
Costa, Guillermo Silva Grucci y Alvaro Berrutti. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
16 y 17 de mayo de 2000, al señor Represen- 
tante por el departamento de Montevideo, Jorge 
Barrera. 


2) Acéptanse las negativas que, por esta vez, 
han presentado los suplentes correspondientes, 
señores Leonardo Costa, Guillermo Silva Grucci 
y Alvaro Berrutti. 


3) Convóquese por Secretaría para integrar 
la referida representación por el mencionado 
lapso, al suplente correspondiente siguiente de 
la hoja de votación N* 15 del Lema Partido 
Colorado, señor Diego Martínez. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000. 
Oscar Magurno, Guillermo 


Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 
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"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Sr. Presidente: 


Por la presente solicito al Cuerpo que usted 
preside licencia por el día de la fecha. 


El motivo es personal. 


Sin otro particular, 
atentamente. 


saludo a usted muy 


Enrique Pintado 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Habiendo sido convocado por ese Cuerpo, en 
mi calidad de suplente por el Representante 
Nacional Enrique Pintado, comunico mi renuncia 
por esta única vez, solicitando la convocatoria 
de mi suplente correspondiente. 


Sin otro particular, saludo al Sr. Presidente 
muy atentamente. 


Jorge Iribarnegaray”. 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Enrique Pintado. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 16 de mayo de 2000. 


2) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Jorge 
lribarnegaray. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 16 de mayo de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Enrique Pintado. 


2) Acéptase la negativa que, por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente señor 
Jorge Iribarnegaray. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 16 
de mayo de 2000, a la suplenta correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2121 del 
Lema Partido Encuentro Progresista-Frente 
Amplio, señora María Eloísa Moreira. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000, 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Señor Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi mayor consideración: 


Al amparo de lo establecido por la Ley 
N? 16.465, solicito al Cuerpo que tan dignamen- 
te preside se sirva concederme el uso de 
licencia por razones personales por el día de la 
fecha. 


Sin otro particular, le saluda muy atentamen- 
te. 


Nahum Bergstein 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


Habiendo sido convocado en el día de hoy, 


martes 16 de mayo, para ingresar como 
Representante Nacional a ese Alto Cuerpo, 
cumplo en comunicar a Ud. que, en esta 


oportunidad, no me es posible aceptar dicha 
convocatoria y tomo esta decisión manteniendo 
mi actual condición de suplente. 
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Aprovecho la oportunidad para saludar a Ud. 
muy atentamente. 


Miguel Dicancro". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Nahum Bergstein. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el día 16 de mayo de 2000. 


2) Que no acepta la convocatoria de que ha 
sido objeto el suplente correspondiente siguien- 
te, señor Miguel Dicancro. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artículo 
tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo de 
1945 y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el día 16 de mayo de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Nahum Bergstein. 


2) Acéptase la negativa presentada por el 
suplente siguiente, señor Miguel Dicancro. 


3) Convóquese por Secretaría, por el día 16 
de mayo de 2000, al suplente correspondiente 
siguiente de la hoja de votación N* 2000 del 
Lema Partido Colorado, señor Gustavo Osta. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Por intermedio de la presente vengo a 
solicitar del Cuerpo que Ud. preside, licencia al 
amparo del inciso 3* del artículo único de la Ley 
N2 14.465, licencia del 18 de mayo al 2 de junio 
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de 2000, inclusive, convocándose, además, a mi 
suplente el Sr. Julio Vieytes. 


Sin otro particular, saluda atte. 


Doreen Javier Ibarra 
Representante por Montevideo". 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000, 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Quien suscribe, Sr. Oscar Gómez, comunica 
a Ud. que por esta vez no acepta la convocatoria 
de la cual ha sido objeto. 


Sin otro particular saluda atte. 


Oscar Gómez". 


"Comisión de Asuntos Internos 


VISTO: La solicitud de licencia por motivos 
personales del señor Representante por el 
departamento de Montevideo, Doreen Javier 
Ibarra. 


CONSIDERANDO: 1) Que solicita se le 
conceda licencia por el período comprendido 
entre los días 18 de mayo y 2 de junio de 2000. 


2) Que, por esta vez, no acepta la convoca- 
toria de que ha sido objeto el suplente 
correspondiente siguiente, señor Oscar Gómez. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, en el artícu- 
lo tercero de la Ley N* 10.618, de 24 de mayo 
de 1945, y por el inciso tercero del artículo único 
de la Ley N* 16.465, de 14 de enero de 1994, 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


1) Concédese licencia por motivos persona- 
les por el período comprendido entre los días 
18 de mayo y 2 de junio de 2000, al señor 
Representante por el departamento de Montevi- 
deo, Doreen Javier Ibarra. 


2) Acéptase la negativa que por esta vez, ha 
presentado el suplente correspondiente, señor 
Oscar Gómez. 
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3) Convóquese por Secretaría, por el mencio- 
nado lapso, al suplente correspondiente siguien- 
te de la hoja de votación N2 1001 del Lema 
Partido Encuentro Progresista-Frente Amplio, 
señor Julio Vieytes. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


"Montevideo, 16 de mayo de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Representantes, 
Dr. Washington Abdala. 
Presente. 


De mi consideración: 


Al haber sido convocado por el Senado de 
la República, ruego se sirva citar al suplente 
respectivo. 


Sin otro particular, lo saludo atentamente. 


Francisco Gallinal Nieto 
Representante por Lavalleja". 


"Comisión de Asuntos internos 


VISTO: Que el señor Representante por el 
departamento de Lavalleja, Francisco Gallinal 
Nieto, se incorporará a la Cámara de Senadores, 
el día 16 de mayo de 2000. 


ATENTO: A lo dispuesto en el artículo 116 
de la Constitución de la República, y en el 
artículo cuarto de la Ley N* 10.618, de 24 de 
mayo de 1945. 


La Cámara de Representantes 


RESUELVE 


Convóquese por Secretaría para integrar la 
referida representación, por el día 16 de mayo 
de 2000, al suplente correspondiente siguiente 
de la hoja de votación N* 11, del Lema Partido 
Nacional, señor Raúl Argenzio. 


Sala de la Comisión, 16 de mayo de 2000. 


Oscar Magurno, Guillermo 
Alvarez, Jaime Mario 
Trobo”. 


14.— Infantilización de la 
pobreza. (Exposición del 
señor Representante Da- 
niel Díaz Maynard por el 
término de sesenta minu- 
tos) 


— Se entra al orden del día con la consideración 
del asunto que figura en primer término: 
"Infantilización de la pobreza. (Exposición del 
señor Representante Daniel Díaz Maynard por 
el término de sesenta minutos)”. 

Tiene la palabra el señor Diputado Díaz 
Maynard. 


SEÑOR DIAZ MAYNARD.— Señor Presiden- 
te: antes que nada, queremos expresar nuestro 
agradecimiento al Cuerpo, que nos ha permitido 
hacer una exposición sobre el tema, a nuestro 
juicio, de mayor importancia que enfrenta el 
país. 

Hemos leído con particular atención el 
informe del PNUD sobre el desarrollo humano 
en el Uruguay, que coloca a este país en primer 
término en América Latina, de acuerdo con ese 
índice. Sin ninguna duda, este lugar de privilegio 
que se nos asigna es recibido con beneplácito 
por todos los uruguayos, aunque debemos 
reconocer que no nos toma de sorpresa, porque 
la historia en el siglo XX siempre ha colocado 
a nuestro país en los primeros lugares en cuanto 
a los índices que tiene en cuenta Naciones 
Unidas; hay una historia que, de alguna manera, 
comanda esa situación. Pero, por otra parte, el 
hecho de ser primeros en América Latina se 
debe en gran parte a la distribución de la 
riqueza en Uruguay dentro de un continente que, 
según Naciones Unidas, la distribuye de la peor 
forma. De manera que es un mérito relativo. 

El tema de la pobreza infantil nos ha 
conmovido desde 1993, cuando solicitamos la 
creación de una Comisión Investigadora con 
fines legislativos -de acuerdo con el artículo 120 
de la Constitución-, que trabajó ardua y 
eficazmente y llegó a buenas conclusiones. Han 
pasado siete años y nuestra preocupación sigue 
inalterable. 

No podremos negar que, en el proceso de 
democratización del Uruguay después del perío- 
do dictatorial, se han alcanzado logros importan- 
tes en este aspecto: logros en cuanto a la 
mortalidad infantil, que ha descendido; en la 
esperanza de vida al nacer; en el crecimiento 
notorio del Producto Bruto Interno; en la 
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disminución de las necesidades básicas insatis- 
fechas de un sector de la población, fundamen- 
talmente, en cuanto al hacinamiento y al acceso 
al agua potable. 

Sin embargo, este informe del PNUD, que 
debería llenarnos de satisfacción, si lo leemos 
con cuidado nos plantea tres desafíos funda- 
mentales en el modelo de país que, de alguna 
manera, todos tenemos internalizado. 

En primer lugar, la precariedad del empleo. 
A este respecto, dice ese informe: "La incerti- 
dumbre, que apunta a ser signo predominante 
en tiempos pos-industriales, ha escapado del 
campo ficcional para asentarse en la vida de los 
uruguayos (...) Buena parte de los uruguayos se 
descubren alienados en procura de sus ingresos 
y del logro de una buena historia de créditos, 
en un presente perpetuo al que no logran atribuir 
sentido". 

El segundo gran desafío es la segmentación 
social. A este respecto, expresa este informe: 
"La segregación residencial y social lleva a 
ciertos barrios a acumular déficit en materia de 
modelos de rol, al incremento de conductas de 
riesgo y abiertamente problemáticas, como 
pueden ser la delincuencia y la violencia 
reiterada y, eventualmente, a un quiebre de los 
parámetros normativos de convivencia básica 
tanto con los vecinos como en la interacción con 
personas que se mueven en realidades más 
distantes. En definitiva, en su forma más 
extrema, estos procesos conducen al endureci- 
miento de la pobreza en la forma de subculturas 
marginales". 

Agregamos de nuestra experiencia que nacer 
y vivir en un barrio catalogado por el resto de 
la sociedad como marginado, peligroso, restrin- 
ge a los jóvenes, fundamentalmente en su 
inserción laboral. Conocemos -al igual que todos 
los legisladores- a muchos que al presentarse 
para conseguir un trabajo mienten sobre su 
residencia. 

Pero el tema que realmente nos preocupa es 
el de la infantilización de ta pobreza, que, 
entendemos, es la cuestión más importante que 
enfrenta el Uruguay como comunidad. Por su 
importancia hemos intentado manejarnos con 
datos oficiales, de organismos internacionales y 
de entidades estatales, así como con los 
apartados por algunos sociólogos indiscutidos, 
entre ellos, por ejemplo, nuestro colega que nos 
acompaña en estos momentos en la Cámara. 

Además, el tema nos preocupa fundamental- 
mente porque la infantilización de la pobreza ha 
aumentado, a pesar de esos logros obtenidos en 


democracia. Disminuyó la pobreza entre 1984 y 
1987, pero aumentó el número de niños en 
situación de pobreza. En 1994 eran el 38%; en 
1997, los menores de cero a cinco años en esta 
situación eran el 46.5%. En el caso de los 
menores de seis años a trece años, este 
porcentaje pasó del 36.7% al 41% en tres años. 

Estas son, aparentemente, cifras frías, pero 
están encubriendo cientos de miles de vidas 
que, sin ninguna duda, serán el futuro del país. 

El Secretario General de las Naciones 
Unidas, hablando de la desnutrición de los niños 
en el mundo, dice que es una emergencia 
silenciosa y muchas veces invisible, que involucra 
a doscientos millones de niños en el mundo y 
que produce la muerte de doce millones de 
niños por año. 

Para nosotros, el tema tiene esa gravedad en 
el mundo y en el Uruguay. Si tomamos el total 
de pobres como índice 100, en 1989 los 
menores de cero a cinco años representaban un 
158.75 en todo el país, mientras que en 1997 
alcanzaron a 189.16. Por su parte, los mayores 
de sesenta y cinco años pasaron de 53 a 34 
en el mismo perfodo. La situación adquiere 
carácter dramático en la zona norte y noreste 
del país, donde en 1997 el 62.2% de los niños 
estaba bajo la línea de pobreza. 

En una reciente visita que realicé al Penal 
de Libertad acompañando a la Comisión de 
Derechos Humanos, un recluso nos decía una 
frase que nos quedó tatuada: "Mi error fue haber 
nacido en un cantegril". Actualmente, casi la 
mitad de los niños uruguayos nacen en esta 
situación y cometen ese mismo error. Sin 
embargo, el gobierno recién electo ha enviado 
al Parlamento un proyecto de Jey de urgente 
consideración -que hemos leído con particular 
atención-, y de sus noventa y cinco artículos hay 
uno solo que se refiere a los niños, establecien- 
do que deben tener cédula de identidad desde 
los cuarenta y cinco días. Nada más; por 
supuesto, no habla de la pobreza. Si no tuera 
dramático, sería un mal chiste de humor negro. 
Yo siento que este Parlamento tiene una 
inmensa responsabilidad con relación al tema. 

Hace menos de un mes se celebró aquí el 
aniversario de la gesta libertadora de los Treinta 
y Tres Orientales. Recuerdo que entre quienes 
se tomaron en serio ese acontecimiento estaba 
el señor Diputado Penadés, quien expresaba 
que la gesta independentista uruguaya había 
tenido algunas originalidades que, en mi opinión, 
reposan sobre la ética y el ideario de José 
Artigas. Fueron sus tenientes quienes encabe- 
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zaron esa gesta, y si hay algo que realmente 
debe conmovernos de ese ideario es la 
expresión de Artigas: "Que los más infelices 
sean los más privilegiados". Ello sigue siendo 
una asignatura pendiente en el Uruguay de hoy. 

A los efectos de saber de qué estamos 
hablando, he tomado como definición de pobre- 
za la que estableció un hombre cuya memoria 
no ha sido suficientemente enaltecida: Juan 
Pablo Terra. El fue uno de los pioneros en 
introducirse en el tema de ta infantilización de 
la pobreza, y dijo: "La pobreza como fenómeno 
no sólo económico, sino biológico y socio- 
cultural tiende a reproducirse a sí misma 
mediante procesos circulares acumulativos -o 
círculos viciosos- que involucran la desnutrición 
intrauterina, la desnutrición y la mala salud 
infantiles, las carencias familiares que afectan 
la crianza, las deficientes condiciones ambien- 
tales y de vivienda, el retraso en el desarrollo 
físico y en el rendimiento escolar, el bajo nivel 
de instrucción alcanzado y la mala capacitación 
para el trabajo". Me parece una excelente 
definición. 

Otro sociólogo, Longhi, señala dos rasgos 
fundamentales. El primero es el subconsumo, es 
decir, una situación en la que la persona se 
encuentra por debajo de lo que la sociedad y 
sus pautas de consumo consideran un nivel 
mínimo o de subsistencia. El segundo es que 
dicho subconsumo afecta la condición física y 
psíquica de las personas, provocando algún 
deterioro en estos órdenes o afectando su 
capacidad de integración social y laboral. Por lo 
tanto, toda elevación del ingreso medio y del 
estilo de vida o de consumo dominante 
determina una elevación de la frontera de la 
pobreza. 

Este sociólogo cita a Adam Smith, quien 
decía hace doscientos años que los griegos y 
los romanos habían sido muy felices sin conocer 
las camisas de lino, pero que en ese momento 
el más pobre de los obreros no se atrevería a 
aparecer en público sin una camisa de lino. Es 
decir que la pobreza no es un concepto 
absoluto, sino relativo a un nivel de vida 
aceptado por la sociedad en que se vive. 

Por otra parte, esta pobreza infantil tiene 
consecuencias muy importantes en el desarrollo 
de ese ser humano frente al que todos sentimos 
particular ternura y solidaridad. Es evidente que 
el índice de mortalidad infantil ha decrecido 
notoriamente en los últimos años, oscilando 
alrededor del 15 por mil. Este porcentaje 
acompaña una tendencia mundial que en 


nuestro país ya tenía una situación de privilegio 
hace cuarenta años. 

Sin embargo, los promedios son engañosos 
porque encubren las diferencias de los índices 
de acuerdo con el nivel socioeconómico de la 
población. Según datos del Ministerio de Salud 
Pública, la mortalidad de quienes nacen en sus 
dependencias es de 16.4 por mil, mientras que 
en las instituciones de asistencia médica 
colectiva desciende a 9.9 por mil, Pero sí se 
afina esta cifra, se nos informa que en Pocitos 
este índice es del 4 por mil. Según datos que 
han llegado recientemente a nuestras manos, la 
mortalidad en torno a los nacimientos atendidos 
en la Clínica Claveaux del Hospital Filtro llega 
al 37 por mil, mientras que en el Hospital Maciel 
alcanza el 24 por mil. Este promedio del 15 por 
mil que he escuchado repetir con satisfacción 
por miembros del gobierno me hace recordar 
una frase del ex Senador Mallo, quien decía que 
si ponía los pies en el horno y la cabeza en 
el "freezer", es probable que la temperatura 
media de su cuerpo fuera normal, pero casi 
seguramente estaría muerto. Los promedios 
tienen ese carácter engañoso que es necesario 
desagregar para saber de qué estamos hablan- 
do. 

Entonces, desde el punto de vista de la 
mortalidad infantil existe una discrepancia es- 
candalosa. Aquí hay muchos médicos que 
podrán hablar de la salud; yo no quiero 
introducirme en un tema que no conozco, pero 
he recogido algunas opiniones que establecen 
que las carencias calóricas intrauterinas dan 
lugar al nacimiento de niños pequeños para la 
edad gestacional, lo que trae como consecuen- 
cia un aumento de la morbimortalidad neonatal. 
Cuando esto no sólo afecta el peso y la talla, 
sino también la circunterencia craneana, el 
pronóstico es aún más sombrío, ya que indica 
una detención precoz del crecimiento intraute- 
rino con importantes secuelas en el desarrollo 
del sistema nervioso central. 

Entre el 5% y el 10% de los niños que viven 
en la pobreza tuvieron bajo peso al nacer y 
presentan fallas en el crecimiento. Esto, durante 
el primer año de vida tiene un mal pronóstico, 
ya que el desarrollo celebral posnatal máximo 
se produce durante los primeros seis meses de 
vida, mientras que el cerebro crece durante el 
primer año tanto como durante toda la niñez. La 
tercera parte de los niños con fallas de 
crecimiento de origen psicosocial manifiestan 
retraso en el desarrollo y problemas emociona- 
les, además de mucho mayor vulnerabilidad a 
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un conjunto importante de afecciones. Los 
pediatras consultados manifiestan su asombro y 
desagrado por el hecho de que una de las 
principales causas de muerte en los niños sea 
hoy, todavía, la diarrea, lo que es absolutamente 
imposible que ocurra en los sectores no pobres. 

Por otra parte -agregamos- estos niños 
presentan mucho mayor riesgo de maltrato por 
omisión, como la falta de vacunas y la atención 
médica tardía. El propio doctor Peña afirma que 
el 34% de los niños que son llevados al Hospital 
Pereira Rossell llega tarde, en mala o regular 
condición. Es evidente, por otra parte, que los 
niños que viven hacinados en sus hogares y son 
fruto de parejas inestables están más expuestos 
al abuso sexual. 

Además, estos niños presentan deficiencias 
psicofísicas. En el estudio de los sociólogos 
Zaffaroni, Alonso y Mieres se establece que 
entre los niños pobres el 67.3% nace en 
condiciones normales, contra el 85% entre los 
niños no pobres; en situación de riesgo, el 
24.3% contra el 13.3%, y con retraso el 8.4% 
contra el 1.7%. Lo grave es que si se estudia 
esta situación cuando los niños tienen entre dos 
y cuatro años, se comprueba que, mientras entre 
los no pobres los porcentajes de retraso son 
mínimos, entre los niños pobres tienden a 
aumentar. 

Por supuesto, esto también tiene una gran 
importancia en lo relacionado con un tema que 
hoy, en la sociedad uruguaya, consideramos 
esencial: la educación. Si estudiamos este tema 
llegamos a tres comprobaciones. En primer 
lugar, que en parte fundamental la falta de 
rendimiento escolar se debe a un alto perfil de 
inasistencias. Á su vez, podemos comparar los 
perfiles de inasistencias de acuerdo con tres 
parámetros. En relación con las necesidades 
básicas insatisfechas, las inasistencias llegan, 
cuando aquéllas existen, al 79.5% y al 20.5% 
cuando no existen. El segundo parámetro refiere 
al nivel educacional de los jefes de hogar. Si 
éste ha alcanzado sólo primaria o una primaria 
incompleta, las inasistencias alcanzan al 69.3%; 
si ha llegado a la Universidad o a Magisterio se 
sitúan en el 0.5%. Y, por otra parte, apreciamos 
que en la mayoría de los hogares con abultadas 
insuficiencias -y en que se producen inasistencias 
escolares- el jefe de hogar y su pareja tienen 
a su cargo tres o más menores de catorce años 
e, inclusive, el 8.3% cuenta con cinco o más 
menores a su cuidado. 

Según establece la ANEP en un informe que 
tengo en mi poder, estos datos subrayan el perfil 
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de estos hogares, que acumulan una serie de 
condiciones que conforman una situación crítica 
o de vulnerabilidad social. Se trata de hogares 
pobres -ocho de cada diez tienen necesidades 
básicas insatistechas-, en los que la mayoría de 
los jefes de hogar presenta un nivel educativo 
relativamente bajo respecto a los valores 
poblacionales, en los que la inserción laboral del 
jefe es relativamente precaria y en los que, 
finalmente, el número de niños a cargo de la 
familia supera promedialmente, en forma muy 
amplia, los guarismos generales para el depar- 
tamento de Montevideo. 

Lo que acabamos de manifestar 
resumen del informe de la ANEP. 

Pero, por otra parte, las familias pobres 
mayoritariamente asumen una postura de de- 
sinterés o de apoyo a la deserción; el 50.6%, 
según datos de la ANEP, no se ha opuesto o 
ha manifestado desinterés por el abandono 
liceal, producto seguramente de un desgaste 
generado por la sucesión de experiencias de 
deserción y de repetición en la historia educativa 
del adolescente, así como de una baja confianza 
en la educación como inversión para el futuro. 

Por supuesto, de los propios datos de la 
ANEP y, fundamentalmente del estudio hecho 
por el Departamento de Economía de la Facultad 
de Ciencias Sociales, surge con absoluta 
claridad cuáles son los rendimientos no favora- 
bles en materias básicas en las escuelas y hay 
una diferencia notoria con relación a las 
escuelas privadas, en las cuales los rendimien- 
tos son altamente superiores. 

Paso a analizar un tema que debería merecer 
una particular preocupación. Según estudios de 
la ANEP, uno de los resultados que merece ser 
subrayado es que el 49% de los jóvenes que 
han desertado de primer año de secundaria 
-que, como ya se indicó, tienen promedialmente 
casi dieciséis años de edad- no trabaja, no 
busca trabajo ni realiza otro tipo de estudios. En 
otras palabras, podría decirse que ese conjunto 
de jóvenes, en términos estrictamente socioló- 
gicos, no está inserto en los mecanismos 
secundarios de socialización que han sido 
centrales en las sociedades modernas: la 
educación y el espacio laboral. 

Un sociólogo venezolano que habla precisa- 
mente de la violencia en esos sectores, dice que 
hay una importante porción de jóvenes varones 
que deserta del sistema escolar y que tampoco 
encuentra empleo, y su destino inmediato es 
quedar aislado de las instituciones. No puede 
incorporarse a un trabajo productivo y, a 
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diferencia de las mujeres, tampoco puede 
ocuparse de las tareas del hogar. El proceso de 
deterioro social ha afectado con dureza a los 
hombres jóvenes y pobres. Ellos son quienes 
viven este nuevo drama con mayor fuerza, 
quienes padecen más la desesperanza y 
quienes son tanto víctimas como victimarios. 
Son, igualmente, los mismos que llenan las 
cárceles del continente. 

De acuerdo con la información que obra en 
nuestro poder, de los reclusos que en el último 
año han ingresado a la cárcel en el Uruguay, 
la mayoría tienen menos de veintinueve años. 
Si les quitamos quince años, surgen los 
adolescentes de la gran crisis uruguaya del 
período 1982-1984. Esos son los que llenan 
nuestras cárceles. 

En las adolescentes la deserción está 
vinculada, en un bajo porcentaje, a la incorpo- 
ración al mercado de trabajo, correspondiendo 
principalmente a la necesidad del cuidado de los 
hermanos menores, a la constitución de pareja 
y, en grado creciente, al embarazo prematuro. 
Es sabido que en el Hospital Pereira Rossell, 
de tres salas, una es para madres adolescentes. 
Este fenómeno, que en 1985 correspondía al 
23% de los embarazos atendidos en dicho 
hospital, ha crecido al 27% en 1989. Es 
importante señalar que los factores de riesgo se 
dan conjuntamente en los sectores más 
desprotegidos de la población femenina. Un 
estudio realizado en 1991 demuestra que el 84% 
de las menores de diecinueve años no deseaba 
quedar embarazada. Por otra parte, teniendo en 
cuenta que los casos de nacimientos ilegítimos 
representan mayores riesgos en cuanto a 
mortalidad y problemas en los diversos 
parámetros del desarrollo, cabe consignar que 
cuando las madres se encuentran por debajo de 
los quince años, un 67.5% de los nacimientos 
es de hijos ilegítimos y, entre los quince y los 
diecinueve años, representan el 48%. Resulta 
claro -según establece la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto- que la mayor parte de la 
maternidad adolescente corresponde a parejas 
inestables o inexistentes. 

La composición de los hogares en situación 
más precaria se asocia fundamentalmente a 
variables de tipo social -relativa inestabilidad o 
inexistencia de la pareja, número escaso de 
adultos en edad activa y encontrarse en una 
etapa de su vida relativamente joven-, así como 
a variables de tipo demográfico, pautadas por 
tasas de natalidad y de mortalidad infantil que 
duplican las de los hogares integrados, compo- 
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sición familiar mumerosa y alto porcentaje de 
población joven. 

Dadas estas condiciones, es poco probable 
que el número de niños que se socializan en 
hogares pobres, más los que se incorporan 
anualmente por una tasa reproductora relativa- 
mente más alta, puedan revertir la situación de 
precariedad en la que están inmersos, según se 
establece en el libro "La familia uruguaya”, 
escrito por González Cravino, Opertti y Villagrán, 
cuya lectura recomiendo particularmente. 

En los hogares incompletos, la ¡jefatura 
temenina oscila entre el 27% y el 35%, lo que 
también se refleja en los hogares extendidos 
incompletos, con mayor incidencia en los 
hogares con necesidades básicas insatisfechas, 
no sólo por su valor porcentual sino por su 
significación social. La ausencia de la figura 
masculina implica modificaciones en la organi- 
zación de la unidad, alterándose posiblemente 
los cometidos de los roles tradicionalmente 
asignados a la mujer, ahora jefa de hogar. La 
propia inestabilidad de dichos hogares actúa 
como elemento diferenciador en la formación y 
socialización de los niños, siento éste, quizá, 
uno de los principales elementos reproductores 
de la pobreza y de las situaciones de desigual- 
dad social. 

Téngase en cuenta que más de cuatro de 
cada diez mujeres jefas de hogar tienen a su 
cargo el cuidado de sus hijos sin el apoyo del 
cónyuge, y una de estas cuatro asume respon- 
sabilidades por hijos y madres. 

En el caso de los jefes de hogar con diez 
o más años de estudios, el 85% o el 90% de 
los hogares es clasificado como de integración 
social, mientras que sólo el 60% puede merecer 
esta clasificación en los casos de jefes de hogar 
que tienen hasta cinco años de instrucción. Por 
supuesto que esto está íntimamente vinculado 
con el tema del trabajo. Si tomamos en cuenta 
el índice de desocupación, en el quintil más 
pobre de Montevideo asciende al 15.5% y en el 
quintil más rico al 2.5%, según datos de la 
socióloga Alicia Melgar. 

Si tomamos en cuenta las edades, el 
desempleo entre los treinta y los sesenta años 
llega al 8%, mientras que entre los catorce y 
los diecinueve años supera el 20%. Los pobres 
crónicos disponen de un ingreso que representa 
el 56.3% del que determina la línea de pobreza 
en Montevideo y el 57.5% del correspondiente 
al interior. Para que todos Jos hogares urbanos 
en situación de pobreza crónica alcanzaran un 
ingreso equivalente a la línea de pobreza serían 
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necesarios US$ 219:000.000 del año 1995. Y 
éste es un proceso que se acelera notoriamente. 

En el período intercensa!, Montevideo creció 
a una tasa media anual del 2.3 por mil, mientras 
que en las secciones periféricas lo hizo al 8.8 
por mil. Los asentamientos irregulares se 
localizan en esas secciones y contribuyen a su 
crecimiento, dada la participación de su pobla- 
ción en las mismas. El 94% de la población de 
los asentamientos se ubica en la periferia y 
representa el 37% de la población de esa zona, 
con el agravante de que hace diez años no 
vivian en los asentamientos, según el propio 
censo del Instituto Nacional de Estadística. En 
ellos la población de diecisiete años y menos 
representa el 47.6% del total, mientras que en 
la población de Montevideo sólo el 26.3%. En 
1994 ya nos anunciaba INTEC que los 
asentamientos irregulares estaban creciendo a 
una tasa del 9.7% anual acumulativo. Creo que 
han aumentado grandemente. Una publicación 
oficial de setiembre de 1999 estima que hay 348 
asentamientos irregulares en Montevideo, con 
32.203 hogares o casas -por llamarlos de alguna 
manera- verificados. 

Entonces, lo que surge claramente es que en 
un país cuyo crecimiento demográfico se acerca 
a cero y con un envejecimiento notorio de la 
población, tas oportunidades de caer en la 
pobreza que posee un hogar unipersonal o una 
pareja sin hijos son más de diez veces inferiores 
a las de un hogar joven con hijos entre cero y 
dieciocho años. El Uruguay penaliza claramente 
la procreación, y sólo el 16% de las parejas es 
responsable del 50% del crecimiento poblacional 
del! país. Y éste es un fenómeno que se acentúa 
claramente año a año. 

En un recuadro del estudio del PNUD, el 
sociólogo Amir Hammed dice: "Resulta evidente 
que el problema de la infantilización de la 
pobreza tiene una dimensión simbólica que 
Uruguay no puede seguir ignorando. Sin embar- 
go, ni siquiera las dimensiones socio-económi- 
cas y sociales han sido planteadas con énfasis 
suficiente. Por más que son cada vez más 
visibles los niños de la calle, los uruguayos no 
han logrado hacer suyo el problema.- No es 
preciso recurrir a futurología alguna para 
calibrar que esta exclusión que les inflige el 
discurso -que trata de sostener su verosimilitud 
a fuerza de negación- implica una especie de 
suicidio del imaginario ya que, en el muy corto 
plazo, si no se revierte la tendencia, estos niños, 
ya adultos se harán ofr con un estrépito que 
pulverizará la imagen cristalizada de país que 


con tanto afán se trató de mantener.- Y dado 
el carácter inminente de este evento, no es 
exagerado asegurar que el desafío de la equidad 
intergeneracional es el más importante que 
enfrenta Uruguay.- En caso de no dar soluciones 
a la infantilización de la Pobreza, el relato de 
país que se ha tratado de congelar habrá, 
sencillamente, explotado". Esa es nuestra con- 
vicción más profunda. 

Por supuesto, nosotros podemos decir que se 
ha hecho un progreso, que el gasto público en 
Uruguay es importante; pero hay que tener 
cuidado cuando se habla de gasto público. El 
gasto en capital humano en América Latina nos 
coloca en el séptimo lugar, y no en el primero. 
En educación, por ejemplo, el incremento 
promedio de los países latinoamericanos es del 
25%; mientras que en México es del 59%, en 
Uruguay es sólo del 11%. Esto se debe, 
fundamentalmente, a la miserable remuneración 
de los educadores en general y a la falta de 
incentivo para quienes abrazan una carrera 
docente, ya que su salario queda prácticamente 
estabilizado, aun con quince años de experien- 
cia, lo cual está en total contradicción con lo que 
ocurre en el resto de los países de América 
Latina. Citamos, además, el agravante de que 
en 1964 el número de estudiantes en institucio- 
nes públicas -excluida la Universidad- ascendía 
a 363.000 alumnos y se invertía en ellos el 
12.98% del Presupuesto Nacional y el 2.1% del 
PBI, mientras que en 1997, aunque los alumnos 
se multiplicaron prácticamente por dos, alcan- 
zando la cifra de 638.000, se destinó, en lugar 
del 12.98% del Presupuesto Nacional, el 10.32%, 
y el 2.6% del PB). Agrego que en países de la 
OCDE se destina a este fin el 5.1% del PBI. 

En materia de salud, el incremento promedio 
del gasto en América Latina fue del 19%; en 
Uruguay fue del 14%. De acuerdo con la 
encuesta de hogares de 1997, el sector público 
atiende a alrededor de 1:400.000 personas y el 
sector privado a 1:600.000 personas. Teniendo 
en cuenta que el Uruguay destina alrededor del 
10% del PBI a ese sector, el gasto anual por 
persona atendida es de aproximadamente 
US$ 341 en el sector público y de US$ 1.000 
en el sector privado, porque más del 7% del PBI 
se destina al sector privado y menos del 3% al 
sector público. Por supuesto, los menores 
pobres son atendidos en un 83% por institucio- 
nes públicas. 

Señor Presidente: no quisiera terminar con 
este tema sin sacar algunas conclusiones, 
aunque sé que el tiempo me tiraniza. 
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En primer lugar, diría que este modelo, este 
relato de Uruguay no es sustentable. El 
crecimiento demográfico tiende a cero; el 
Instituto Nacional de Estadística predice para los 
próximos años que la cantidad de menores de 
diecisiete años aumentará un 16% y la de 
mayores de sesenta años, un 37.4%. Como ya 
dijimos, la reproducción biológica está a cargo 
de la pobreza: el 16% es responsable del 50% 
de los escasos nacimientos que se producen en 
el Uruguay. 

En segundo término, queremos dejar estable- 
cida nuestra convicción de que no se trata 
exclusivamente de un problema monetario. Por 
supuesto, vamos a apoyar con todas nuestras 
fuerzas la universalización de la asignación 
familiar, que es un remedio que se pretendió 
tomar con la Ley N* 17.139, mutilada por el 
Decreto N*? 316/99. 

- En tercer lugar, el problema de la pobreza 
está íntimamente vinculado al del trabajo; hay 
una mayor tasa de desocupación y, fundamen- 
talmente, una mayor tasa de informalidad, que 
debemos situar por encima del 40%. 

En cuarto término, debe señalarse la vincu- 
lación ínsita de la pobreza con la educación. El 
clima educacional del hogar es absolutamente 
fundamental y, como hemos visto, incide en que 
se produzca la inasistencia de los niños a la 
escuela y en su posterior deserción; seguramen- 
te no encontraremos hogares en los que, 
teniendo doce años de educación, se viva por 
debajo de la línea de pobreza. 

En quinto lugar, decimos que es absoluta- 
mente imposible abordar este tema desde la 
perspectiva de los niños. Por supuesto, vamos 
a luchar denodadamente para que se vote el 
Código de la Niñez y Adolescencia que, 
inexplicablemente, quedó sepultado en el Sena- 
do en la Legislatura pasada; vamos a luchar por 
él, pero creemos que su sanción no va a 
solucionar el problema de la intantilización de 
la pobreza y que el INAME, si no transforma 
radicalmente su estructura, va a quedar some- 
tido a una situación en la que no podrá cumplir 
con los cometidos que el propio Código le 
establece. 

Entendemos que el tema parte, fundamental- 
mente, de la socialización primaria que se 
establece en la familia; creo que al respecto no 
habrá dos opiniones. Es evidente que el rol de 
la madre es el eje fundamental en tanto sujeto 
sostenedor afectivo y asegurador del niño. 
Sostiene UNICEF que, "dado el rol tundamental 
que cumple la madre en el desarrollo del hijo, 


situaciones de depresión materna u otras psico- 
patologías, así como conflictos parentales o 
vínculos hostiles tienen una enorme repercusión 
en el desarrollo psicomotor y afectivo del niño. 
Esta situación se agrava cuando hablamos de 
familias con privaciones y carencias como 
consecuencia de situaciones de pobreza. La 
conjunción de diferentes roles, como el de 
buscar un sostén económico (extra doméstico), 
el de crianza permanente de niños en distintas 
etapas (cuidado de hijos de distintas edades, 
incluso de niños de sus propias hijas), configura 
una sobrecarga de tareas que se visualiza y 
manifiesta en estados de ánimo frágiles y 
cambiantes. Por tanto, cuidar y atender a los 
hijos se transforma, algunas veces, en una 
carga adicional que les pone en evidencia su 
dificultad para ofrecer un apoyo emocional 
maduro y sostenido”. 

Termina diciendo UNICEF: "En este contexto 
resulta difícil constituir una identidad personal y 
social cohesiva y tener proyectos propios, 
creativos, creíbles que no signifiquen continuar 
con una historia vista y oída. La no convivencia 
con el padre biológico y la maternidad temprana 
son dos funciones que están creciendo de 
manera notoria". 

En sexto lugar, creo que no se trata sólo de 
un problema del Estado, sino de la comunidad 
toda; en este sentido, en Chile se ha llevado 
adelante una comisión especial llamada Consejo 
Nacional para la Superación de la Pobreza en 
Chile. Es un tema que nos compete absoluta- 
mente a todos. 

En séptimo término, creo que el Estado tiene 
una responsabilidad enorme en este problema, 
fundamentalmente en el diseño de políticas; me 
refiero a que éstas no se superpongan y a que 
no dejen enormes vacíos, intersticios entre una 
y otra; nadie puede negar lo que ha significado 
la política del Ministerio de Salud Pública en 
materia materno-intantil, que ha sido importante, 
pero no ha estado de ninguna manera cohesio- 
nada ni coordinada con las demás políticas. 
Necesitamos un sistema integral que luche 
contra la infantilización de la pobreza, que 
diseñe políticas, coordine y fomente la actividad 
social que, por suerte, en nuestro país es 
riquísima y ha generado cientos de organizacio- 
nes comunitarias que se ocupan de los niños. 

Por supuesto, debe alcanzarse una unidad en 
los programas, la descentralización de la gestión 
y, fundamentalmente, tiene que haber alguien 
que se ocupe de evaluar sus resultados. Sin 
ninguna duda, necesitamos un centro unificador 
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con capacidad técnica y poder político para 
desarrollar esta tarea. 

Cuando leemos el proyecto de ley de urgente 
consideración y vemos que se asigna ese 
carácter a la creación del Ministerio de Depor- 
tes, pensamos si no sería mucho más útil crear 
un Ministerio de la Niñez, la Adolescencia y la 
Familia, que tuviera capacidad técnica y poder 
político para desarrollar esta tarea hercúlea. Si 
no se considera necesario crear un Ministerio, 
es menester repensar completamente el INAME, 
y por suerte tenemos en Sala a una ex Directora 
de dicho Instituto, quien podrá informar a la 
Cámara mucho mejor que nosotros sobre cuáles 
son los problemas que lo aquejan. 

He dicho que éste no es sólo un problema 
ético que afecta las fibras más íntimas de 
quienes creen que la política está para servir a 
los más débiles, sino que además es un 
problema del Uruguay como comunidad, que en 
pocos años -según lo informa el PNUD- 
explotará si no hacemos un enorme esfuerzo por 
transtormarlo. 

Voy a terminar citando una frase de un 
sociólogo francés, Durkheim, quien decía que: 
"Kant postuló a Dios, dado que sin esta 
hipótesis la moral es ininteligible; nosotros 
postulamos una sociedad especificamente dis- 
tinta de los individuos, puesto que de otro modo 
la moral carece de objeto y el deber no tiene 
raíces”. 

No quiero ser cómplice de esta situación y 
deseo que esta utopía, esta pequeña utopía de 
una sociedad especificamente distinta, que no 
tolere en el silencio y en el ocultamiento que 
el 50% de los niños sigan naciendo bajo la línea 
de pobreza y vayan a ser "chatarreados" por el 
mercado de trabajo, fructifique. 

Mi propósito, por supuesto, no es político 
partidario, ya que éste es un tema del Estado 
y de la comunidad uruguaya y debe convertirse 
en un asunto fundamental en estos próximos 
cinco años. 

Es cuanto quería decir, muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— En el 
artículo 52 del Reglamento se establece el modo 
de funcionamiento del Cuerpo y, aunque podría 
subsistir alguna duda, la Mesa entiende que los 
legisladores anotados dispondrán de quince 
minutos para hacer uso de la palabra. 

Tiene la palabra el señor Diputado Gabriel 
Pais. 


SEÑOR PAIS (don Gabriel).— Señor Presi- 
dente: compartimos con el señor Diputado Díaz 


Maynard su preocupación por la pobreza en 
Uruguay y en particular por la de los niños que 
la viven. 

Creo que todos los Diputados presentes -lo 
digo sin temor a equivocarme- estamos absolu- 
tamente consustanciados con que el país debe 
buscar soluciones para los niños pobres, pero 
éstas deben partir de un diagnóstico en el que 
coincidamos. 

Comparto las expresiones del señor Diputado 
Díaz Maynard en algunos aspectos, pero en 
otros no. El punto en el que coincido plenamente 
se relaciona con la ubicación de Uruguay en el 
marco de los Índices de pobreza de los 
restantes países de América Latina. También 
justo es destacar los importantes avances que 
ha tenido nuestro país para mejorar la situación 
de los más pobres desde 1985 a la fecha; quince 
años de democracia han marcado una mejora 
sustancial en la calidad de vida de los grupos 
más carenciados de la población uruguaya. 

Con relación a los índices de pobreza 
manejados, mantengo alguna discordancia. La 
pobreza se puede medir de dos formas: en 
función de la línea de pobreza o tomando en 
cuenta el índice de necesidades básicas insa- 
tisfechas. El primer criterio pone el acento sobre 
el poder adquisitivo, se relaciona con la canasta 
básica, y el segundo tiene un carácter más 
amplio, combinando diferentes indicadores de 
orden social, como hacinamiento, agua potable 
y asistencia escolar. 

Aclaro que los datos que iré suministrando y 
los informes que iré leyendo refieren a estudios 
hechos por el Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo (PNUD), por UNICEF y por 
CEPAL; manejaré básicamente información es- 
tadística y opiniones esgrimidas por organismos 
internacionales, que no pueden ser tachados de 
parciales, en este tema tan delicado para la 
sociedad uruguaya. 

Con relación a los porcentajes de hogares 
con necesidades básicas insatistechas por área 
geográfica, se experimentó el siguiente avance: 
en 1984 había en Montevideo un 10.4% de 
hogares con necesidades básicas insatistechas 
y en 1995 este porcentaje había disminuido al 
5.6%; en el interior urbano, se pasó del 22.5% 
al 9.3%. Quiere decir que en Montevideo se 
llegó a 1995 con prácticamente un 50% menos 
de hogares con necesidades básicas insatiste- 
chas. 

Si hay algo en lo que coinciden los informes 
de CEPAL, PNUD y UNICEF, es en que Uruguay 
es el país de América Latina con mejores 
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indicadores sociales y en que ha tenido avances 
sustanciales en quince años de democracia. 

Si se mide la evolución de la pobreza en 
términos de línea de pobreza, los resultados 
tienen similares características. En efecto, en 
1989, en Montevideo el porcentaje era del 9.2% 
y en 1993 se bajó al 3.8%, mientras que en el 
interior urbano disminuyó del 12.7% al 9.4%. 

El último informe de CEPAL para Uruguay 
hace un comparativo sobre la situación de 
nuestro país, Argentina, Brasil y Paraguay en 
cuanto a la pobreza. Según este informe, los 
datos de pobreza son los siguientes: Uruguay 
disminuye su Índice de pobreza desde el 12% 
en el año 1990 hasta el 6% en el año 1997; 
Argentina lo baja del 16% en el año 1990 al 13% 
en el año 1997; Brasil, con un 36% de hogares 
bajo la línea de pobreza en el año 1990, reduce 
ese porcentaje apenas a un 25%, en tanto que 
Paraguay aumenta sus índices de pobreza y, 
desde el 37% que tenía en el año 1990, crece 
hasta un 40%. 

Entonces, podemos ver que Uruguay redujo 
a la mitad, según CEPAL, su índice de pobreza 
entre los años 1990 y 1997 y que éste es mucho 
menor que el de todos sus vecinos. También, 
a modo de comparación, tenemos el caso de 
Costa Rica, que es otro de los países con 
mejores indicadores sociales en América Latina. 

Tras el análisis de la realidad de todos estos 
países se concluye que Uruguay es el país con 
menor proporción de hogares pobres en toda 
América Latina. Textualmente, dice el informe de 
CEPAL: "Uruguay ha logrado consolidarse como 
el país que presenta la mejor distribución del 
ingreso en América Latina, semejante al de 
algunos países europeos gracias, entre otros 
factores, al importante papel de las transferen- 
cias del sector público, especialmente las 
jubilaciones y pensiones". 

Este mismo documento de CEPAL señala: 
"Llama la atención el hecho de que esta 
característica del gasto público no haya impli- 
cado que el producto por habitante creciera a 
menor ritmo que en el resto de los países de 
la región ya que, muy por lo contrario, la tasa 
respectiva casi duplica el promedio regional". 

Dicho en otros términos, CEPAL atirma que 
Uruguay no sólo es el país con menos pobres 
en América Latina sino también aque! que con 
mayor justicia distribuye sus ingresos. 

En conclusión: Uruguay ya en el año 1984 
era el país de América Latina con menor índice 
de pobreza y lo sigue siendo hoy en día. 

Entre 1984 y 1995, la pobreza en Uruguay 


-medida en porcentaje de hogares con necesi- 
dades básicas insatistechas- disminuyó 
promedialmente un 52%; y, entre 1984 y 1997, 
el nuestro representa el único país de la región 
y uno de los únicos en el mundo que logró 
combinar crecimiento económico, disminución de 
la pobreza y una mejor distribución del ingreso. 
Esto es, reitero, parte del informe de CEPAL. 

Si analizamos el informe del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo, advertimos 
que contiene conceptos similares. En su página 
24, por ejemplo, se sostiene: "La evidencia que 
surge de aplicar la metodología del PNUD" 
-referido al Indice de Desarrollo Humano- "al 
caso uruguayo confirma lo que los intormes 
internacionales han venido marcando. Uruguay 
es un país de alto desarrollo humano en el 
concierto internacional y regional, con niveles 
muy homogéneos de desarrollo a lo largo y 
ancho de su territorio. También la evidencia 
indica una positiva evolución de estos Índices 
en los últimos quince años”. 

El presente informe reconoce los logros que 
alcanzó el país y considera conveniente la 
difusión tanto de éstos como de las fórmulas que 
los hicieron posibles. 

Más adelante, con referencia al Indice de 
Pobreza humana, dice: "Su utilización permite 
comenzar a ver con nitidez por qué Uruguay es 
hoy considerado como el país de mayor 
desarrollo social en América Latina, dado que 
es en la distribución del bienestar y de las 
opciones individuales donde presenta su mejor 
comportamiento y no en los promedios agrega- 
dos de longevidad, educación y PBI". 

La información con que se cuenta en la 
actualidad no deja lugar a dudas: el país ha 
logrado ingresar en una senda de desarrollo 
económico y social balanceado, bajo un régimen 
plenamente democrático y altamente participativo. 

Todas las mejoras de los indicadores sociales 
de Uruguay a lo largo de los quince años de 
democracia no ocurrieron por casualidad, sino 
que fueron producto de políticas de Estado 
específicas que llevaron a eso. 

El señor Diputado Díaz Maynard se refirió al 
tema de la mortalidad infantil. Seguramente, ése 
es el indicador más sensible cuando estamos 
hablando de la infantilización de la pobreza. 
Uruguay logró reducir la mortalidad infantil 
desde el 30 por mil en que se encontraba en 
el año 1984 hasta el 16 por mil en el año 1998 
y al entorno del 15 por mil en 1999. ¿Qué 
significa esto, señor Presidente? Que cada año 
mil niños que hubieran fallecido, hoy viven. De 
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haberse mantenido la tasa de mortalidad infantil 
correspondiente a 1984, cada año tendríamos 
mil niños muertos más en Uruguay. Y esto no 
ocurrió porque sí, sino que fue producto de 
políticas implementadas a nivel de gobierno, 
entre las que quiero destacar la campaña de 
sensibilización sobre la lactancia materna, el 
control y el seguimiento de la casi totalidad 
-99%- de los recién nacidos y menores de un 
año -nacidos en el Hospital Pereira Rossell-, la 
atención a la problemática del embarazo ado- 
lescente y la política tendiente a disminuir la 
mortalidad originada por diarreas o infecciones 
respiratorias agudas. 

Es digno de destaque el hecho de que la 
reducción de la tasa de mortalidad infantil se 
produce fundamentalmente entre los niños 
nacidos en el sistema de Salud Pública. Si se 
analizan las tasas del sector privado en salud 
y las del sector público, se llega a la conclusión 
de que la mejora ocurrió, precisamente, en el 
sector público, que era el sector con tasas más 
altas de mortalidad infantil. Que siguen siendo 
altas, no lo dudamos. Este es un tema que 
también deberá encararse y que se puede seguir 
mejorando con éstas y con otras políticas. El 
promedio, en Uruguay y en todas partes del 
mundo, se hace tomando en cuenta la totalidad 
del país. Por tanto, que haya tasas diferenciales, 
en uno u otro sistema o en una región u otra, 
es una realidad que surge de este indicador tal 
como se mide en todo el mundo. 

Por otro lado, para saber dónde estamos 
parados también es conveniente ver el Informe 
de Desarrollo Humano que publica Naciones 
Unidas, donde se hace un comparativo entre 
todos los países del mundo. Contiene informa- 
ción referida a ciento setenta y cinco países. Allí 
se hace un "ranking" de todos estos países con 
relación a una serie de indicadores tales como 
la esperanza de vida al nacer, la tasa de 
alfabetización de adultos, la tasa bruta de 
matriculación y el Producto Bruto Interno per 
cápita. Este informe ubica primero al país con 
más alto desarrollo humano y último al país con 
menor desarrollo humano. Establece tres cate- 
gorías: alto desarrollo humano, desarrollo huma- 
no mediano y desarrollo humano bajo. Uruguay 
está entre los países de alto desarrollo humano 
y ocupa la posición número cuarenta. 

Esto indica que el país, en comparación con 
América Latina y también en relación con todos 
los países del mundo, se encuentra bien ubicado 
en el *ranking". 

Señor Presidente: sobre este tema, quince 
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años de democracia han hecho bastante. De 
todos modos, no estamos satisfechos con los 
resultados; no lo estaremos mientras haya un 
niño pobre en Uruguay y mientras haya un país 
que suministre a sus habitantes una calidad de 
vida mejor que la que tiene Uruguay. 

Creo que las soluciones no pasan por leyes. 
¡Ojalá a través de leyes y artículos contenidos 
en leyes de urgencia pudieran resolverse los 
problemas de la pobreza en el país! Pero no es 
así que lo vamos a lograr, sino manteniendo una 
acción constante, con la voluntad firme y 
sostenida en una dirección determinada. Las 
políticas sociales son un complemento indispen- 
sable de las políticas económicas, pero una 
política económica desacertada y con un rumbo 
equivocado lo que hace es aumentar el 
porcentaje de gente pobre en un país. Por eso 
creemos -los indicadores sociales así lo indican- 
que los rumbos de la política económica de 
Uruguay han sido correctos. Lo que hay que 
hacer ahora es acelerar el paso, pero el rumbo 
es el correcto: la estabilidad económica y 
cambiaria, la búsqueda de una reducción de los 
tributos para de esa forma aliviar la carga del 
Estado, abrir la economía, aceptar la 
globalización, el libre mercado y la libre 
empresa. Ese es el ejemplo que los países 
mejor "ranqueados" que nosotros han seguido y 
tenemos que mirar los casos de Nueva Zelanda 
e irlanda. Ese es el ejemplo correcto. Si 
seguimos otro camino, si nuestro derrotero - 
económico es otro, no habrá política social que 
salve al Uruguay. 

No es posible solucionar la pobreza de un día 
para el otro; quienes lo han querido -hacer 
condujeron a sus países a la tiranía, al hambre 
y a las peores crisis sociales que el mundo haya 
conocido. Millones y millones de muertos fueron 
la consecuencia de haber creído en la utopía de 
que la pobreza se soluciona de un día para el 
otro. Muy distinto es el camino que ha 
emprendido el Uruguay de progresar en este 
tema día a día, introduciendo reformas y 
cambios a fin de que la calidad de vida de todos 
los uruguayos mejore y tengamos cada dia 
menos pobres. 

Por estos motivos, el tema número uno 
consiste en mantener el rumbo y acelerarlo, y 
el tema número dos es pensar en forma seria 
y despolitizada cuáles son las acciones que 
debemos tomar para mejorar la situación de 
todos los uruguayos, fundamentalmente de 
quienes se encuentran por debajo de la línea 
de pobreza. 
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SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Osta. 


SEÑOR OSTA.— Señor Presidente: aunque 
en el tema de la definición de la pobreza no 
existen posiciones pacíficamente aceptadas, sí 
hay algunos aspectos y claves que el país debe 
afrontar, como condiciones previas, a efectos de 
combatir algo que nos importa a todos, es decir, 
intentar que los niveles de pobreza desciendan 
en el Uruguay. 

Cuando a partir de 1985 se iniciaba la 
restauración democrática, uno de los elementos 
a tener en cuenta como condición necesaria 
-la experiencia uruguaya así lo indica- era el de 
la estabilidad política del sistema democrático. 
A partir de ese momento, el país, a través de 
un gobierno electo en forma democrática y libre, 
delineaba los grandes caminos por los que se 
iba a transitar para llegar a generar el ambiente 
y los respaldos necesarios a efectos de que 
fueran viables las políticas que apuntaran hacia 
ese objetivo. 

Destaco este tema porque no todas las 
soluciones eran convergentes ni todas las 
posiciones políticas respecto a la visualización 
del tema eran las mismas; no había unanimidad. 
Todos sabemos que la política instrumentada a 
partir de ese momento apuntó a generar las 
bases necesarias para que el país tuviera como 
condición previa -necesaria, pero no suficiente- 
el crecimiento económico. 

Obviamente que el abordaje del tema reali- 
zado por el Gobierno liderado por el doctor 
Sanguinetti no quedaba en ello, pero en su 
discurso inaugural marcó las líneas por las 
cuales se iba a transitar, dejando en claro los 
ejes de libertad, de crecimiento y de justicia 
social. 

Decía el doctor Sanguinetti que si bien 
debemos luchar por la libertad política, también 
debemos hacerlo por una sociedad más justa, 
que sea a la vez el asiento y el sostén mismo 
de la libertad. 

Por supuesto que todo eso lo haremos y lo 
tendremos que hacer entre todos; no es tarea 
exclusiva del gobierno ni del Presidente de la 
República alcanzar esos objetivos. A partir de 
esos lineamientos se enmarcaba lo que se 
insinuaba hace unos instantes: el Estado es el 
eje de la aplicación de este tipo de políticas, 
pero intentando generar ámbitos de legitimidad 
a nivel de la sociedad. 

La experiencia uruguaya demuestra que en 
las bases de la visualización del tema estaba 


el crecimiento económico; sin embargo, la 
pregunta es: ¿crecer para qué? No se trata de 
crecer por crecer, sino de hacerlo en la 
búsqueda del desarrollo, entendiendo tal con- 
ceptualización como la búsqueda del bienestar. 

El concepto no se queda allí, pues desde 
nuestro punto de vista a ello se suma la 
búsqueda del crecimiento con desarrollo y con 
equidad, a los efectos de que la sociedad 
genere los mecanismos para lograr los mejores 
niveles de distribución. Obviamente que el 
objetivo final de este crecimiento con desarrollo 
y con equidad debe ser sostenible a través de 
los tiempos para que no sólo lo distruten las 
generaciones presentes, sino para que se logre 
crear los marcos adecuados, estables y firmes 
que permitan que las generaciones futuras 
también gocen de estos beneficios, 

Luego de quince años, los resultados son 
inapelables: el país ha logrado crecer económi- 
camente con estabilidad, bajando la pobreza y 
mejorando la distribución del ingreso. Estos 
conceptos centrales son el fruto de la aplicación 
durante quince años de este tipo de políticas, 
que han demostrado una sensibilidad social 
profunda de parte de los sucesivos gobiernos 
que se tueron alternando. 

En 1995, el señor Presidente Sanguinetti 
decía ante la Asamblea General: "El Uruguay ha 
hecho un enorme esfuerzo de superación social 
que a todos nos enorgullece y al que todos 
hemos contribuido a lo largo de las etapas de 
su historia. Nos consta que en la última década 
ha bajado sustancialmente la pobreza en 
nuestro país. Sin embargo, ha aumentado la 
marginalidad. Los porcentajes de pobreza son 
menores, pero es mayor la cantidad de gente 
que no integra los circuitos y los valores de la 
sociedad. Se ha acentuado la distancia y eso, 
que se conecta directamente con estos fenóme- 
nos, nos compromete a todos a realizar los 
mayores esfuerzos para combatir las desigual- 
dades sociales desde la propia escuela que, 
como todos sabemos, debe ser el primer 
instrumento para tratar de que esa marginalidad 
social ceda el paso a una socialización armónica 
dentro de nuestra sociedad.- En definitiva, éste 
es el concepto de solidaridad, a veces invocado 
como expresión de una ilimitada demanda de 
derechos, cuando en realidad la solidaridad es 
básicamente un conjunto de obligaciones; (...)". 

Este tipo de obligaciones son aquellas con 
las que se propuso cumplir el gobierno 
-encabezado en ese momento por el doctor 
Sanguinetti- para generar cantidad de profundas 
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transformaciones que tuvo el país en esta 
época, en estos últimos años, y también para 
demostrar que en esta proyección de quince 
años ha encontrado el camino. 

Aquí es importante realizar una referencia 
subjetiva. Ante todo, y para poder combatir este 
flagelo, es decir, los niveles de pobreza que aún 
subsisten, hay que tener una actitud netamente 
positiva sabiendo que el vaso está lleno en sus 
dos terceras partes, y que aún queda una 
porción importante por llenar, aunque la realidad 
nos demuestre que el contenido del vaso 
aumenta. En definitiva, debemos ser conscientes 
de los importantes logros que hemos alcanzado 
todos los uruguayos desde la perspectiva 
nacional. 

Al inicio de la exposición mencionaba que 
para conceptualizar el término y abordar el tema 
de la pobreza no existe una actitud pacífica por 
parte de todos, hablando desde el punto de vista 
académico. 

Consideramos que hay tres aspectos a 
atender: el método, la sustancia y la actitud. En 
general, en Uruguay se toma como referencia 
una metodología de medición de la pobreza 
relativa, no absoluta. Una metodología absoluta 
es la que considera pobres a aquellas personas 
que no alcanzan a cubrir ciertas necesidades 
fundamentales para el ser humano en términos 
universales. Por ejemplo, desde hace unos años 
el Banco Mundial consideró un criterio de 
medición de este tipo, absoluto; de acuerdo con 
los criterios de este organismo internacional, 
Uruguay no registraría pobreza. 

Los datos que en nuestro país usualmente se 
difunden sobre la pobreza utilizan la metodolo- 
gía de la línea de pobreza, que consiste en 
seleccionar un estrato de referencia y hacer el 
cálculo de la canasta básica de alimentos de ese 
grupo. A este valor luego se lo multiplica por 
un coeficiente para dar cuenta de los gastos no 
alimenticios de los hogares. Esta metodología es 
relativa, porque hace una evaluación de los 
alimentos que componen la canasta, no sólo en 
función de las necesidades nutricionales esen- 
ciales, sino también de los gustos y las 
preferencias alimenticias de la sociedad y del 
acceso a bienes que responden a otros hábitos 
y deseos de consumo. 

En concreto, esto significa que la canasta 
básica uruguaya incluye además de pan y 
cereales, por ejemplo, productos típicos de la 
sociedad de consumo tales como alfajores, 
bizcochos secos, pescado, mariscos, aguas, 
refrescos, bebidas alcohólicas -vino y cerve- 


za-, se contempla el consumo de comidas 
preparadas, salidas a restoranes y bares, y 
servicios como hoteles. 

Esto significa que en Uruguay se consideran 
como pobres a poblaciones que en otros países 
no lo serían. Dicho en otros términos, nuestro 
criterio es más exigente que el aplicado en otros 
países, dado que los hábitos de consumo de los 
uruguayos reflejan un nivel de vida superior. 
Decimos esto porque es importante definir de 
qué estamos hablando al referirnos a la pobreza. 

Se trata de elevar las cifras que se han 
manejado a nivel nacional, y por lo menos 
nosotros entendemos que eso es un tanto 
exigente. Podríamos decir, entonces, que si 
aplicáramos este criterio de pobreza a otros 
países del mundo, por ejemplo los de 
Centroamérica, el 90% de su población sería 
pobre. En definitiva, si queremos atacar eso, 
debemos saber a qué se refiere. 

Como restan pocos minutos para culminar mi 
intervención, quiero delinear qué es lo que ha 
hecho Uruguay por sus niños. Hemos utilizado 
una cantidad muy importante del gasto social y, 
como mencionaba el señor Diputado que me 
antecedió en el uso de la palabra, eso nos 
destaca en forma clara a nivel internacional. Ese 
es un tipo de ayuda dirigida a los niños que ha 
marcado una serie de acciones. 

Todos conocemos el Plan CAJIF, consistente 
en una red importante de guarderías dirigidas 
a la población más carenciada. Sabemos la 
importancia que ha tenido la reforma educativa 
en el país, que justamente ha apuntado a ayudar 
a los niños más pobres. La universalización de 
la educación a los niños de cuatro y cinco años 
es un logro muy importante y ahora se sigue 
avanzando en otras áreas y edades -estamos 
hablando de niños de tres años- a los efectos 
de lograr mejores niveles también por ese lado; 
en ese contexto, estamos llegando a las cien 
escuelas de tiempo completo. 

El señor Diputado Díaz nos acota lo relativo 
al tema de la baja mortalidad infantil, que es un 
dato por demás importante. Vamos a hacer 
llegar a los demás integrantes del Cuerpo las 
gráficas que obran en nuestro poder. 

Todas las medidas que el país ha tomado han 
llevado a que quede claro que, en América 
Latina, Uruguay lidera en materia de inversión 
social; que en 1998 el gasto social estatal creció 
un 8.4% y que aumenta el gasto en las áreas 
sociales. Eso queda claro, tanto a nivel de 
organismos nacionales como internacionales. 

¿Qué ha significado esto para nuestro país? 
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Que los niños de Uruguay tienen el mayor 
bienestar de todo el MERCOSUR. Lo establece 
el informe anual sobre la infancia confeccionado 
por UNICEF, que fue publicado en el informe de 
prensa del 12 de diciembre de 1998. En él se 
manifiesta que Uruguay aparece como uno de 
los países del MERCOSUR con mejores 
indicadores en materia de educación, de salud 
y de bienestar general con relación a los niños. 
Reitero que ello se establece en el informe 
sobre el estado mundial de la infancia que 
realizó UNICEF. 

Creo que al abordar este tema desde la 
perspectiva política debemos hacerlo con la 
mayor seriedad posible, sabiendo que tiene tal 
envergadura social que necesariamente no debe 
pasar por el lado de la politización. 

Nos importa y hemos escuchado pormeno- 
rizadamente el informe del señor Diputado Díaz 
Maynard, a quien queremos decirle que pierda 
cuidado y que esté tranquilo porque todas y 
cada una de las acciones que hemos llevado y 
que llevaremos adelante desde el gobierno que 
integramos van a apuntar, en definitiva, a 
generar y a impulsar los mecanismos necesarios 
para que ese nivel de infantilización de la 
pobreza descienda en el país. 

Por último, no ya desde el punto de vista 
partidario sino generacional reclamamos que 
este debate, además de no estar politizado 
-porque de lo contrario se denigraría su 
discusión-, llame a todos a ser optimistas, 
teniendo en cuenta lo que hemos hecho hasta 
ahora. Debemos ser conscientes de que a través 
de estos años hemos logrado encontrar el 
camino y en su profundización es donde todos 
debemos situarnos en nuestro país -partidos 
políticos y sociedad civil-, a los efectos de que, 
al seguir descendiendo con carácter general 
estos niveles de pobreza -y más aún en la 
infancia-, los uruguayos podamos mirar ese 
hecho con orgullo y decir que seguimos siendo 
la sociedad más justa en América Latina. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señor Presidente: el tema 
de la infantilización de la pobreza preocupa no 
sólo en la órbita nacional sino a nivel interna- 
cional. 

En los últimos diez años ha habido un cambio 
muy importante en los enfoques que han hecho 
el Banco Mundial, el Banco Interamericano de 
Desarrollo y distintas Comisiones dependientes 


de las Naciones Unidas, lo cual representa un 
avance sustancial en cuanto a mirar de frente 
este problema y a reconocer que existe la 
pobreza en el mundo y en nuestros países. 

Basta mencionar las palabras del señor 
Michel Camdessus, en momentos de abandonar 
el cargo de Director Gerente del Fondo 
Monetario Internacional. En esa oportunidad 
señaló, nada más y nada menos, que la pobreza 
es el mayor tormento de nuestro tiempo e instó 
con dureza a ayudar a los países más pobres. 
También manifestó que el foso creciente entre 
ricos y pobres es moralmente escandaloso, 
económicamente desastroso y potencial y social- 
mente explosivo. Esto fue dicho en la X Con- 
ferencia de la ONU, sobre Comercio y Desarro- 
llo, celebrada en Bangkok. 

Ya se ha mencionado por parte de los 
distintos señores Diputados preopinantes los 
esfuerzos realizados por los gobiernos de 
nuestro país, especialmente en los últimos 
quince años. No voy a hacer referencia a ello 
sino a la preocupación que nuestro sector ha 
manifestado en esta Cámara por estudiar este 
tema e, inclusive, por crear una Comisión 
Especial a fin de tratar la problemática de los 
derechos económicos, sociales y culturales y, 
particularmente, la infantilización de la pobreza. 

El primer punto al que me voy a referir 
rápidamente -dado lo escaso del tiempo-, tiene 
que ver con los antecedentes sobre la creación 
de una Comisión Especial para encarar el tema 
de la pobreza, el de la marginación y, en 
especial, el de los niños con esta problemática. 
Para ello voy a utilizar el nombre que acuñara 
el sociólogo y Director de la Oficina de la CEPAL 
en Uruguay, Ruben Kaztman, quien hizo refe- 
rencia a la "intantilización de la pobreza" en la 
publicación de 1999, "Desarrollo Humano en 
Uruguay”, del Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo-Uruguay, y en otra publica- 
ción más reciente con el título "Activos y 
Estructuras de Oportunidades.- Estudio sobre 
las raíces de la vulnerabilidad social en 
Uruguay", también de la CEPAL y del PNUD, de 
mayo de 1999. 

De acuerdo con lo que conozco, el antece- 
dente más antiguo -salvo prueba en contrario- 
de estos últimos años nació en un pedido de 
informes que presenté en la Cámara de 
Diputados el 11 de mayo de 1992, o sea, hace 
ya ocho años. En él solicitaba que se cursara 
nota a los Ministerios del Interior, de Salud 
Pública y de Educación y Cultura a fin de saber 
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la cantidad de menores y de ancianos -algunos 
de ellos con necesidad de atención médica- que 
duermen en la vía pública. Agregaba que me 
interesaba saber qué acción de asistencia se 
estaba llevando a cabo por parte de cada uno 
de esos Ministerios, si existía coordinación 
activa y estable con seguimiento de la situación 
y, en caso de encontrarse dichas personas en 
aquellas condiciones, qué medidas efectivas se 
estaban desarrollando. 

En aquella oportunidad, el único Ministro que 
contestó el pedido de informes fue el de Salud 
Pública, que entonces era el doctor García 
Costa. En nota recibida en ta Cámara de 
Diputados el 12 de agosto de 1993, el 
mencionado Secretario de Estado decía con 
especial sensibilidad que, de acuerdo con lo 
informado por los respectivos programas priori- 
tarios y avalado por la Dirección General de la 
Salud, esa Cartera, a través de sus distintas 
Unidades Ejecutoras, brindaba atención médica 
a personas en esas condiciones. En cuanto a 
la situación de los niños que pernoctaban en las 
calles se los consideraba de un alto riesgo 
social y, por lo tanto, como grupo altamente 
prioritario. En ese sentido, según el informe, se 
había establecido un convenio del Gobierno 
Nacional con UNICEF -1992-1996-, con el 
propósito de aumentar la eficiencia de la 
intervención social a favor de los niños, lo cual 
iba a poder lograrse con el fortalecimiento del 
INAME, con la introducción de modelos no 
convencionales de atención como alternativas a 
la institucionalización y metodologías no conven- 
cionales para niños en situación de calle y 
coordinación gubernamental con Organizaciones 
No Gubernamentales. 

Esta actuación de referencia consta en la 
Carpeta N?2 1938/92 de la Cámara, que solicito 
se agregue a la versión taquigráfica de la sesión 
de Cámara del día de hoy. 

El segundo antecedente obra en Carpeta 
N*2 168/95 de la Cámara de Representantes, en 
oportunidad en que también el legislador que 
habla cursó un pedido de informes a los 
Ministerios del Interior, de Educación y Cultura, 
de Salud Pública y de Trabajo y Seguridad 
Social y al INAME, en el que solicitaba una 
estimación de la cantidad de niños, ancianos y 
enfermos con riesgo de perder su vida por falta 
de atención médica, de alimentación y de abrigo, 
que duermen en la vía pública, en particular en 
la zona céntrica de Montevideo, donde -decía- 
se aprecia una mayor cantidad. Agregaba que, 
por otra parte, interesa conocer las medidas que 


se están adoptando al respecto y los planes de 
futuro que se están confeccionando en los 
distintos Ministerios para dar solución a este 
problema social y de convivencia ciudadana. Tal 
como surge del documento antes mencionado 
-Carpeta N* 168/95 de la Cámara de Represen- 
tantes, que también pido se agregue a la versión 
taquigráfica de esta sesión-, dijo el Ministro del 
Interior de la época, doctor Didier Opertti, en 
nota dirigida al Presidente de este Cuerpo en 
aquel entonces, escribano Guillermo Stirling, 
que pasaba a referirse al pedido de informes 
efectuado por el señor Representante Nacional 
Félix Laviña, relacionado con niños, ancianos y 
enfermos que duermen en la vía pública. 
Consultada la Jefatura de Policía de Montevideo 
-expresa el entonces Ministro-, ésta brindó un 
detallado informe que acompaña al oficio a 
manera de contestación a los distintos requeri- 
mientos planteados por este legislador. Allí se 
establece, con fecha 31 de mayo de 1995, que 
el firmante dispuso que las distintas Direcciones 
de esa Jefatura realizaran procedimientos a fin 
de establecer lo mencionado en la documenta- 
ción adjunta; a raíz de él, se detectó un total 
de 158 personas -esto se hizo simplemente 
como muestreo- que duermen en la vía pública; 
de este total, puede discriminarse: 10 son 
menores de edad -todos de sexo masculino-, los 
que en realidad no viven en la vía pública, ya 
que tienen como domicilio los Hogares del 
INAME, y sólo pernoctan en la misma mientras 
se encuentran fugados, hasta que son detenidos 
casi inmediatamente por la Policía y puestos 
otra vez a disposición judicial, y en la mayoría 
de los casos figuran con más de treinta 
anotaciones cada uno. 

Sigue el informe del Ministerio del Interior 
diciendo que 38 son personas mayores de 
sesenta años, y Y de ellas son del sexo 
femenino. Del resto de los mayores de edad 
-110-, 18 personas son del sexo femenino, 
menores de sesenta años. Las mayores canti- 
dades fueron ubicadas en jurisdicción de las 
Seccionales 22, 32 y 15%, 

Lamentablemente, el pedido de informes no 
fue contestado por el INAME, por el Ministerio 
de Salud Pública, por el Ministerio de Educación 
y Cultura ni por el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social. 

Esta historia o antecedente de la tentativa de 
crear una Comisión -que sin duda hoy va a ser 
planteada en Cámara, según he escuchado- 
para analizar el tema que hoy nos ocupa, está 
documentada en el Diario de Sesiones de la 
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Cámara de Representantes N* 2491, Tomo 698, 
de fecha martes 23 de mayo de 1995. 
Terminábamos de discutir en el plenario la 
llamada Ley de Seguridad Ciudadana y en dicha 
sesión sostuve que mejorar el sistema carcela- 
rio, tecnificar y pagar mejor a los policías, 
reformar el Código del Proceso Penal e in- 
clusive el Código Penal eran cosas buenas, pero 
que si el Estado, el poder político, no atendía 
el problema de la pobreza y de la marginación, 
aquellas reformas iban a fracasar. Tal como 
figura en la página 357 del Diario de Sesiones 
de la Cámara antes citado, expresaba quien 
habla: "Por supuesto, tal como se dijera 
insistentemente en esta sesión, el problema de 
la marginalidad, el problema social, es el telón 
de fondo de la acción delictiva, lo que se revela 
a través de estadísticas dadas a conocer en el 
plenario. Sin dramatismo, sin espectacularidad y 
con espíritu objetivo, debemos reconocer" -decía 
en esa época, hace cinco años- "que en este 
país existe la marginalidad, que el tema es 
grave y que no podemos convertirlo en una 
cuestión política, sino que todo el sistema 
político debe abordarlo". Y agregaba: "La 
necesidad de mejorar la calidad de vida de los 
sectores marginados -que, en definitiva, frena el 
progreso armónico de la sociedad-, es un tema 
que urge ser tratado por todos los Poderes del 
Estado. Actualmente, Uruguay ha aprobado las 
normas del 'Protocolo sobre Derechos Económi- 
cos, Sociales y Culturales'. En consecuencia, 
también el orden jurídico interno" -e internacio- 
nal- “nos obliga a tener determinado comporta- 
miento para que en este país no existan 
sectores más o menos importantes que estén al 
margen de los beneficios que otorga la civiliza- 
ción o que puede brindar el Estado. En este 
sentido, el domingo pasado" -decía yo en aquel 
entonces- "leí en el diario 'El País' un artículo 
del doctor Washington Beltrán en donde reco- 
nocía que existen franjas de pauperización o 
bolsones de miseria en el país. A su vez 
destacaba que no había que dramatizar eso sino 
que había que tratarlo, que Uruguay no se 
caracterizaba por tener una pobreza canalizada 
y que en el 'ranking' mundial de niveles de vida 
y de bienestar, ocupaba una posición importan- 
te". 

Voy a hacer una pequeña aclaración a lo 
dicho por el doctor Beltrán en aquella oportu- 
nidad. En este tema, Uruguay tradicionalmente 
ha tenido buen comportamiento en cuanto a que 
sus niveles de pobreza y marginalidad son más 
bajos que los del resto de América Latina o, 


dicho más ampliamente, ha sido el país que a 
través de los distintos gobiernos ha instaurado 
un sistema de protección a los derechos 
económicos y sociales, de la misma manera que 
con relación a un sistema de protección de los 
derechos civiles y políticos. Pero tengamos el 
valor de decir, tal como se establece en el 
Informe sobre Desarrollo Humano en el Uruguay 
del PNUD -Programa de las Naciones Unidas 
para el Desarrollo-, del año 1999, en la página 
57: "Uruguay es un país pobre en comparación 
con cualquiera de los países desarrollados. Por 
ello el desafío intergeneracional se presenta en 
un contexto de escasez de recursos". Precisa- 
mente. Dicha publicación enfila, entonces, hacia 
el tema enfocado por el señor Representante 
Díaz Maynard, diciendo: "Quince años de 
desarrollo balanceado" -en el Uruguay- "no son 
un logro menor. Pero el desafío inmediato y 
subsiguiente es no sólo el de mantener el 
desarrollo y, por sobre todas las cosas, 
mantener el balance entre la evolución de sus 
diferentes dimensiones". Y agrega más adelan- 
te: "Ahora bien, la pregunta que se plantea en 
este capítulo es si ese balance es sustentable 
en términos intergeneracionales. El desafío 
intergeneracional del país puede sintetizarse en 
tres áreas-problema fundamentales. En primer 
lugar, el segmento de la población en la tercera 
edad es proporcionalmente muy grande. En 
segunda instancia, los jóvenes uruguayos se 
emancipan tarde de sus hogares (especialmente 
en sus sectores medios y altos), en gran parte 
debido a una marcada dificultad para ingresar 
en el mercado de empleo con niveles de 
remuneración mínimamente adecuados para la 
conformación de nuevos núcleos familiares. El 
tardío ingreso de los jóvenes a los roles de la 
vida adulta y especialmente al mercado de 
empleo y a la reproducción biológica implica, 
primero, un desperdicio adicional de activos en 
un país en donde su actividad productiva es 
indispensable para sostener el peso de una 
población envejecida y, segundo, una muy baja 
tasa de fecundidad y natalidad de los sectores 
integrados socialmente y con mejores niveles 
educativos, lo que hace que el peso mayor de 
la reproducción biológica intergeneracional de la 
sociedad se concentre en los sectores con 
menos capital físico, humano y social". Prosigue 
el informe: "Lo anterior nos lleva al tercer 
desafío. Si la protección a la tercera edad 
implica una carga fiscal y económica importante 
para el Estado y para la sociedad, la tardía 
emancipación de los jóvenes de clase media y 
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alta implica una delegación de dicha carga en 
los sectores más pobres. Esta situación tiene, 
a su vez, al menos dos consecuencias. La 
primera es que los jóvenes que efectivamente 
ingresan en forma temprana al mercado de 
trabajo son tos que poseen menos capital 
humano y, por ello, menos productividad. La 
segunda es que son las familias que forman 
estos jóvenes las que esencialmente cargan con 
la reproducción biológica de la sociedad y con 
gran parte de la socialización de las nuevas 
generaciones, todo lo cual tiende a reforzar la 
permanencia de la pobreza y de la infantilización 
de la pobreza". 

Por ahora digo sólo esto sobre la cuestión de 
fondo, porque lo considero muy importante y 
constructivo para adoptar medidas posteriores 
de carácter social en forma sostenida, perma- 
nente, a corto y largo plazo. 

Haré un paréntesis, ajeno a la historia 
parlamentaria de la última década acerca de la 
formación de una Comisión Especial sobre 
pobreza y marginación -que retomaré de inme- 
diato-, para decir enfáticamente tres cosas. En 
primer lugar, que Uruguay es un país pobre y 
humilde, con gente trabajadora y honesta. En 
segundo término, que estimo que la mayor 
responsabilidad de todos los partidos políticos 
es diseñar una política de Estado con respecto 
a la pobreza y a la marginación y que se está 
necesitando la creación de una sección en la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto que 
haga un seguimiento del tema, con informes 
públicos anuales, donde aparezcan los avances 
de las políticas sociales implementadas. Y en 
tercer lugar, como propuse hace cinco años sin 
lograr consenso en esta Cámara, que el Poder 
Legislativo cree una Comisión Especial para el 
estudio y seguimiento de la pobreza y la 
marginación en el Uruguay y para que también 
asuma la responsabilidad de implementar las 
leyes y las acciones sociales necesarias. 

Voy a retomar el tema de la historia de la 
creación de la Comisión referida. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Solicito al 
señor Diputado que redondee su exposición, 
porque se ha agotado el tiempo de que dis- 
ponía. 

Puede continuar el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— SÍ, señor Presidente. 
En mi intervención en la sesión de la Cámara 


del día 23 de mayo de 1995 -página 357 del 
Diario de Sesiones-, decía lo siguiente: "En el 
día de hoy he presentado una moción que está 
en poder de la Mesa, a los efectos de que 
designe una Comisión Especial en la que se 
llamaría a los Ministerios de Vivienda, Ordena- 
miento Territorial y Medio Ambiente, de Trabajo 
y Seguridad Social, de Industria, Energía y 
Minería -porque apunta a la creación de puestos 
de trabajo- y de Educación y Cultura, a través 
del INAME, para que en el plazo de noventa días 
trate el tema de la pobreza extrema en el 
Uruguay y se haga un relevamiento de datos e 
información y se proyecten las medidas legis- 
lativas apropiadas a ese estado crítico que 
merece una respuesta de la sociedad". 

Más adelante, luego de varias intervenciones 
-figura en la página 391 del Diario de Sesio- 
nes-, solicité la creación de esa Comisión 
Especial, pero no obtuve el apoyo de los 
señores coordinadores que estaban en Sala y 
se me dijo que para crear una Comisión, sobre 
todo ésta, relativa a los derechos económicos, 
sociales y culturales, a los derechos humanos, 
pero particularmente al tema de la pobreza y la 
marginación, los coordinadores debían previa- 
mente concertar con el Presidente de este 
Cuerpo. 

Me pareció que era una decisión administra- 
tiva y la verdad es que en esa época sentí una 
gran desconfianza -ahora perdí ese sentimiento- 
por los coordinadores, porque me parecía que 
eran una especie de Sarrateas -perdón por la 
expresión-, que no dejaban que los distintos 
Diputados sin poder político se manifestaran en 
Sala. 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Señor Di- 
putado: su tiempo ha terminado. Le ruego que 
termine en treinta segundos; de lo contrario, 
tendré que impedirle seguir haciendo uso de la 
palabra. 

Puede continuar el señor Diputado Laviña. 


SEÑOR LAVIÑA.— Señor Presidente: en 
treinta segundos quiero decir que felicito al 
señor Diputado Díaz Maynard, y también que 
veo con gran beneplácito -y voy a votar en tal 
sentido- que el señor Diputado Mieres proponga 
-como anunció, creo, en la última sesión- la 
creación de esta Comisión por la cual yo tanto 
bregué, aunque sin éxito, en esta Cámara. 
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15.- Sesión en régimen de Co- 
misión General con la 
presencia del señor Mi- 
nistro de Defensa Nacio- 
nal 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Dese cuen- 
ta de una moción de orden presentada por los 
señores Diputados Alvarez, Canet, Mieres, 
Berois Quinteros y Da Silva. 


(Se lee:) 


"Mocionamos para que la Cámara se cons- 
tituya en Comisión General para escuchar el 
informe del señor Ministro de Defensa 
Nacional sobre la concesión del Aeropuerto 
internacional de Carrasco y deliberar sobre el 
mismo el día 23 de mayo de 2000, a la hora 
16 y 30". 


— En discusión. 


16.- Intermedio 


SEÑOR DIAZ.— Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: la verdad 
es que la bancada del Partido Colorado, por lo 
menos en la reunión del Foro Batllista de la 
mañana de hoy, no tenía conocimiento de que 
se iba a plantear un tema de esta naturaleza, 
que, por otra parte, está dentro de las 
coyunturas lógicas a nivel parlamentario. 

Antes de votar la moción, me parece 
pertinente solicitar un intermedio de diez 
minutos a los efectos de que la bancada del 
Partido Colorado analice la moción presentada, 
para decidir qué posición adoptaremos. 

Por lo tanto, solicito que se pase a intermedio 
por el término de diez minutos. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta y dos en setenta y cuatro: Afirma- 
tiva. 


La Cámara pasa a intermedio. 


(Es la hora 18 y 34) 


— Continúa la sesión. 


(Es la hora 18 y 44) 


17 .— Sesión en régimen de Co- 
misión General con la 
presencia del señor Mi- 
nistro de Defensa Nacio- 
nal 


— Léase nuevamente la moción de orden 
presentada por los Diputados Alvarez, Canet, 
Mieres, Berois Quinteros y Da Silva. 


(Se vuelve a leer) 


— Si no se hace uso de la palabra, se va a 
votar. 


(Se vota) 


— Setenta por la afirmativa: Afirmativa. Unani- 
midad. 


18.- Infantilización de la 
pobreza. (Exposición del 
señor Representante Da- 
niel Díaz Maynard por el 
término de sesenta minu- 
tos) 


Prosigue la consideración del 
debate. 


Tiene la palabra el señor Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: la verdad 
es que la tarde de hoy ha sido prolifera en 
intervenciones que Diputados del Partido Colo- 
rado han hecho sobre este tema, lo que 
constituye un indicador más de la preocupación 
de nuestra colectividad política... 


asunto en 


SEÑOR TROBO.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑOR DIAZ.— Sí, señor Diputado. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 


interrumpir el señor Diputado. 


SEÑOR TROBO.— Señor Presidente: voy a 
pedir disculpas a la Cámara porque desearíamos 
-sí es posible- rectificar la votación anterior, en 
virtud de que el Partido Nacional tiene compro- 
misos políticos el día martes que impedirían que 
sus Diputados estuvieran en Sala a la hora 
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fijada. Por lo tanto, solicito que la sesión votada 
comience una hora más tarde. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— La Mesa 
quiere aclarar que la hora se fija a nivel de 
Presidencia y no habría problema en empezar 
a las 17 y 30. Seguramente, la hora establecida 
-las 16 y 30-, fue una información anticipada de 
la Secretaría. Puede quedarse tranquilo el señor 
Diputado de que lo vamos a arreglar entre la 
Presidencia del Cuerpo y el señor Ministro. 
Además, un pedido del Partido Nacional es una 
orden para este Cuerpo. 


(Hilaridad) 
— Puede continuar el señor Diputado Díaz. 


SEÑOR DIAZ.— Señor Presidente: decía que 
la tarde de hoy ha sido prolífera en intervencio- 
nes de señores Diputados del Partido Colorado 
sobre este tema, que es de especial preocupa- 
ción tanto para nosotros como para los tres 
gobiernos que a partir de 1985 ejercieron el 
Poder Ejecutivo. Reconozco que el señor 
Diputado Díaz Maynard, desde su punto de 
vista, ha hecho un análisis serio de este asunto, 
mencionando las cifras que plantean más dificul- 
tad. Sin embargo, yo agregaría dos aspectos 
que él no mencionó, en un acto tendiente a 
demostrar que somos conscientes de la entidad 
de la situación. Por un lado, el 42% de los niños 
que tienen baja asistencia escolar durante el 
primer año de primaria, tienen padres desocu- 
pados. Por otro, el problema tiene una gravedad 
aún mayor si tenemos en cuenta que las horas 
de escolaridad de quienes concurren a primaria 
en Uruguay representan, aproximadamente, el 
60% de las que tienen los niños de los países 
desarrollados. 

Es evidente que existe un conjunto de hechos 
y de cifras de los que somos completamente 
conscientes y no sólo no los disimulamos sino 
que, además, los tres gobiernos democráticos 
los han atacado en busca de soluciones que 
permitieron mejorar los indicadores, aunque 
todavía dejan algunos márgenes preocupantes. 
Por ejemplo, el índice de repetición del primer 
año en los institutos de educación pública, en 
1999, siguió siendo del 23%. 

Así como admitimos ese hecho, también nos 
planteamos -en la línea de pensamiento que con 
brillantez siguió en la tarde de hoy el señor 
Diputado Gabriel Pais- que sentimos que hemos 
hecho lo fundamental para atacar con respon- 
sabilidad y seriedad el problema de la pobreza. 
Para ello, lo fundamental es ordenar el país 


desde el punto de vista macroeconómico. 

Invito a todos los legisladores que ocupan 
bancas en esta Cámara a dar un solo ejemplo 
de país en el cual se hayan abatido los índices 
de pobreza en determinada época histórica, 
teniendo altos índices de inflación, sin creci- 
miento económico y con desajustes monetarios 
o déficit fiscales amplios. Si no tenemos una 
macroeconomía ordenada, los indicadores socia- 
les inevitablemente perjudican a los sectores 
más vulnerables de la población. 

En ese sentido, el Informe sobre Desarrollo 
Humano en el Uruguay del PNUD, de 1999 
-mencionado por los señores Diputados Díaz 
Maynard y Pais-, tiene algunos conceptos que 
quisiera señalar particularmente en cuanto a la 
relación que ha tenido el desarrollo social en el 
Uruguay con las políticas macroeconómicas. 

En la página 50 de dicho informe se 
establece lo siguiente: "Un primer paso consiste 
en explorar el impacto producido por los ajustes 
fiscales llevados a cabo en los noventa. De 
hecho, la evidencia comparada indica que las 
variaciones en los porcentajes de población por 
debajo de la línea de pobreza son altamente 
sensibles al desempeño de la inflación (...) y 
que, en ese sentido, la década del ochenta 
mostró, en numerosos casos de América Latina, 
un esquema doblemente problemático en fun- 
ción de los procesos de 'estanflación', cuyas 
consecuencias se profundizan en la década del 
ajuste estructural (...). En Uruguay, dichos 
ajustes, en particular los verificados en 1990 y 
1995, no estuvieron estrictamente orientados 
hacia una disminución del gasto público sino 
hacia un incremento en la recaudación de 
impuestos (...). No obstante, como se puede 
apreciar en el Gráfico XVIII, es destacable el 
impacto que la reducción del déficit fiscal 
significó en términos de la evolución del índice 
de precios al consumo y, con ello, en un 
mejoramiento progresivo de los sectores socia- 
les más vulnerables”. 

Una afirmación tan rotunda por parte del 
PNUD es importante desde el punto de vista 
técnico pero también desde el político: en el 
Uruguay los ajustes fiscales sirvieron para 
proteger a los sectores de la población más 
vulnerables. En buen romance, aquellas expre- 
siones en el sentido de que no importan las 
cifras sino cómo vive la gente, hoy no tienen 
sustento técnico ni político. Las cifras represen- 
tan la torma de medir los niveles de vida de la 
gente. 


Más adelante, el 


mencionado informe del 
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PNUD señala: "De hecho se logró una notoria 
disminución del déficit fiscal, no sólo sin 
sacrificar el gasto social, sino aumentándolo". Y 
agrega: "Dicho en forma simple, entre 1985 y 
1988 y en un contexto de crecimiento del PBI, 
Uruguay logró una fuerte disminución en el 
déficit del sector público manteniendo volúme- 
nes crecientes de gasto público social. En tanto 
dicho gasto se mide como porcentaje del PBI, 
y dado que el mismo creció para el período, el 
aumento en el gasto real es aún más marcado". 


SEÑORA CHARLONE.— ¿Me permite una 
interrupción? 


SEÑOR DIAZ.— Si es breve, sí, señora 
Diputada. 
SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Puede 


interrumpir la señora Diputada. 


SEÑORA CHARLONE.— Señor Presidente: 
estoy escuchando con mucha atención el 
planteamiento del señor Diputado Díaz y debo 
decir que nuestra fuerza política nunca ha 
afirmado que con inflación se pueda disminuir 
la pobreza, sino que abatir la inflación no es una 
condición necesaria para que la pobreza dismi- 
nuya. Pero como el señor Diputado Díaz está 
haciendo referencia a este Informe de Desarrollo 
Humano en el Uruguay de 1999, lo invito 
-porque también es muy importante- a avanzar 
un poco más en lo que hace a las causas por 
las cuales este gasto social público aumentó 
comparado con el resto de América Latina, y 
ver lo que dice el mencionado informe acerca 
de cuál es el diferencial de Uruguay con 
respecto a la región. Dice asÍ: "La implementación 
de una trayectoria alternativa, que implicara un 
proceso de ajuste estructural tendiente a la 
disminución del gasto público social, parece 
haber presentado numerosas dificultades en el 
correr de los pasados quince años, en función 
de un proceso político que evidenció notorias 
resistencias hacia un modelo de ajuste del tipo 
verificado en la región". Es decir que refiere a 
un sistema político que, de alguna manera, frena 
los procesos de ajuste que se dieron en el resto 
de la región. 

Más adelante el informe expresa: "En primer 
lugar las privatizaciones prácticamente no se 
produjeron, manteniendo el Estado un importan- 
te rol en tanto empleador y en tanto prestatario 
directo de los servicios básicos de agua, 
telecomunicaciones y electricidad". 

Como acá se habló de profundizar determi- 


nados caminos que se habían seguido por los 
gobiernos anteriores, quiero recordar que si en 
este país no se siguieron las mismas pautas que 
en el resto de América Latina fue porque la 
movilización popular y algunas fuerzas políticas, 
entre las que se encontraba la mía, impidieron 
que se privatizaran las empresas públicas. Este 
es el meollo de esta cuestión. Si tenemos un 
importante nivel de gasto social público, su 
mayor componente son las jubilaciones y las 
pensiones, y es a partir del plebiscito de 1989, 
cuando se modifica la Constitución, que las 
personas de mayor edad empiezan a recuperar 
posicionamiento social. Es por eso que hoy, a 
mayores niveles etarios, se está más lejos de 
llegar a niveles de pobreza. Y esto tampoco fue 
una iniciativa de ningún gobierno ni de ninguna 
coalición de turno; fueron los sectores populares 
-los jubilados, los pensionistas y, entre otros 
actores, mi fuerza política- que propiciaron este 
tipo de alternativa. Claro que la democracia en 
muchos casos facilitó el avance del gasto social 
y que éste se mantuviera en determinados 
niveles; pero lo posibilitó porque el sistema 
uruguayo tiene los frenos y contrafrenos nece- 
sarios para que determinadas políticas 
neoliberales no se aplicaran a ultranza. Es cierto 
que, si nos comparamos con los otros países 
de América Latina, Uruguay tiene un alto nivel 
de IDH (indice de Desarrollo Humano). Sin 
embargo -lo dijo nada menos que el Presidente 
del BID, contador Enrique Iglesias- da vergúen- 
za la distribución del ingreso y la pobreza de 
América Latina. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— 
continuar el señor Diputado Díaz. 


Puede 


SEÑOR DIAZ.— Lamento que mi espíritu en 
cuanto a conceder interrupciones breves no 
haya sido respetado por la señora Diputada y 
haya hecho uso de la palabra extensamente. 
Mantengo siempre mi política en esta materia, 
que es lo más amplia y generosa posible. 

El hecho es que, en definitiva, la norma 
constitucional por la que se indexaron las 
jubilaciones en su momento fue apoyada por el 
Frente Amplio, por el Partido Nacional y por 
amplios sectores del Partido Colorado en aquel 
momento. El milagro es haber tenido gobiernos 
que logrando equilibrio fiscal, bajando la infla- 
ción y consiguiendo crecimiento económico, 
hayan podido soportar la erogación que signi- 
ficó, y que todas las coordenadas macroeconó- 
micas fueran satisfactorias. Este es un mérito, 
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que no se puede negar, de los gobiernos de los 
años 1990 y 1995. 

Siguiendo con el informe del PNUD sobre 
estos temas, resulta evidente que durante el 
anterior gobierno del doctor Sanguinetti se hizo 
un gran esfuerzo en materia presupuestal -del 
que los uruguayos no somos conscientes- para 
mejorar el gasto público. Por ejemplo, la 
evolución del gasto de inversión por Inciso de 
1996 a 1998 establece muy claramente cómo, 
en definitiva, se hizo una verdadera redistribución 
de! gasto público. El gasto total del Ministerio 
de Defensa Nacional en esos tres años bajó un 
7.8%, mientras que el gasto de la Administración 
Nacional de Educación Pública subió un 17.1%. 
Si consideramos el Instituto Nacional del Menor 
-naturalmente, esto tiene menos entidad porque 
su presupuesto tiene volúmenes menores y es 
más  tácil aumentarlo porcentualmente con 
menos gasto- el incremento fue del 16.5%. 

Pregunto si no es una preocupación clara y 
definitiva de un gobierno por mejorar la calidad 
dei gasto social en el país el haber disminuido 
en tres años un 7.8% el gasto de defensa y 
haber aumentado un 17.1% el gasto de 
educación. Además, si analizamos las cifras en 
materia de inversión en estos tres años, 
veremos que la Administración Nacional de 
Educación Pública aumentó un 56.43% el nivel 
de inversión y que el Instituto Nacional del 
Menor creció en un 14.52%. Hemos mantenido 
durante cinco años políticas que están empezan- 
do a dar resultados. El índice de natalidad en 
los sectores de menores ingresos bajó por 
primera vez en 1999, aunque todavía no 
tenemos las cifras técnicas que lo corroboren. 

Dado el poco tiempo con que contamos, 
quiero señalar que la política aplicada por las 
autoridades de la educación -que fue educativa, 
pero tuvo, evidentemente, un contenido social- 
comprendió una batería de medidas destinadas 
básica y fundamentalmente a solucionar este 
problema. Tenemos en el momento 114.944 
niños que se alimentan con lo que pagan todos 
los uruguayos y 60.132 que son atendidos con 
la copa de leche. En los últimos tres años hemos 
gastado US$ 20:400.000 en crear 457 espacios 
educativos, aulas, salones de uso múltiple y 
gabinetes higiénicos. Hemos focalizado toda esa 
inversión en las zonas de concentración de 
demanda insatistecha y abundante población de 
cuatro y cinco años, de contexto desfavorable, 
donde los servicios educativos eran deficitarios. 
Para ello, hemos mejorado la capacitación del 
docente al que se ha estimulado con un 20% 


del salario, política que, sin duda alguna, debe 
seguirse, 

Indudablemente, lo que ha realizado el país 
en este contexto ha sido fruto de toda una 
política de alto contenido social. Querrá recono- 
cerse ello o no, pero las cifras señalan que esta 
política está dando resultados. Es cierto que hay 
que profundizarla. A veces algunas de las 
circunstancias desfavorables que señala el 
señor Diputado Díaz Maynard son consecuencia 
de los buenos resultados de las políticas, que 
no siempre generan efectos benéficos. Por 
ejemplo, es evidente que la integración de la 
mujer de ingresos medios y altos al sistema de 
trabajo ha ocasionado que las tamilias de esos 
sectores se estén instalando en forma más 
tardía y, en consecuencia, esté bajando el índice 
de natalidad en esa franja. Es evidente también 
-como señala el PNUD- que el país tiene que 
revisar el gasto social porque, en definitiva, sólo 
la sexta parte se destina a niños, jóvenes y 
adolescentes. Debemos buscar fórmulas que 
hagan más efectivo el gasto social que se está 
produciendo. Al respecto, el PNUD indica que 
lo que se gasta en asignaciones familiares es 
altamente elocuente. 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Por último, la política de privatizaciones que 
se ha llevado adelante en el país, en definitiva, 
ha tenido el concurso de nuestro sector, el Foro 
Batllista, en cada una de sus instancias. No es 
verdad -hay que reconocerlo- que en aquellos 
países en que se ha desarrollado una política 
de privatización más amplia, ello haya redunda- 
do en perjuicios desde el punto de vista social. 
Sin duda, éste es un tema que podremos discutir 
en otra oportunidad, cuando no tengamos 
limitaciones de tiempo como en la sesión de 
hoy. 

Los índices de desarrollo humano que 
presenta Uruguay, que sin duda alguna, histó- 
ricamente y en este momento, nos tienen que 
hacer sentir orgullosos, no son obstáculo para 
reconocer que existen problemas sociales en el 
país que son el punto de partida para seguir 
profundizando en este tipo de políticas. 

Felicito al señor Diputado Díaz Maynard por 
el tono de su intervención, que no es el 
impertinente y maleducado con que algunas 
organizaciones sociales se han expresado en 
otras oportunidades. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Percovich. 
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SEÑORA PERCOVICH.— Señor Presidente: 
creo que la intervención del señor Diputado Díaz 
Maynard trae al centro de la preocupación de 
este Cuerpo -creo que unánime- un problema 
que tendencialmente ha venido aumentando y 
que es una inquietud para el país. No importa 
qué color político tengamos los legisladores ni 
quiénes tengan algún grado de responsabilidad 
en este país; a todos nos preocupa ese aumento 
sistemático del porcentaje de niños que nacen 
bajo la línea de pobreza. Creo que éste es el 
centro del problema. 

Podemos tener opiniones sobre lo que se ha 
hecho durante las últimas Administraciones, 
sobre quienes han tenido la responsabilidad de 
gobierno y sobre el ordenamiento de la 
macroeconomía del país. Podemos no compar- 
tirlo; ciertamente, creo que hoy el Banco 
Mundial, CEPAL y el BID no afirman en sus 
informes que los ajustes fiscales atienden o 
benefician a los sectores más pobres. Sin 
embargo, me parece que la preocupación central 
es qué hacemos con ese porcentaje cada vez 
mayor de niños que están naciendo bajo la línea 
de pobreza. Como señalaban muy bien los 
señores Diputados Díaz Maynard y Laviña, el 
país se reproduce a través de ese sector y no 
a través de las mujeres jóvenes con educación 
y empleo. Creo que aquí tenemos necesidad de 
pensar entre todos qué políticas públicas vamos 
a desarrollar en forma integral -de vivienda, de 
salud, de empleo, de educación, de seguridad 
social- para tratar de revertir esta situación; 
tendría que empezarse por una política de 
Estado elaborada por todos nosotros. 

Tradicionalmente nuestro país nunca se 
preocupó por las políticas de desarrollo. Hemos 
participado en diversas conferencias internacio- 
nales de población y desarrollo, tema que nunca 
fue objeto de preocupación porque se trataba de 
un país en el que la gente prácticamente no se 
reproducía o que regulaba la natalidad. Actual- 
mente esto es un problema debido a las 
características que ha adquirido; siempre se 
reguló la natalidad y la población se reprodujo 
en forma baja dentro de todos los sectores de 
trabajadores, los medios y los altos. 

Me parece que éste es el problema central 
de una preocupación que hoy tiene que encarar 
el país a través de todos los organismos, de 
todos sus Ministerios, de todos sus Entes 
descentralizados y de sus Gobiernos Departa- 
mentales. Sin duda, este Cuerpo tiene que 
brindar sugerencias a fin de llegar a consensos 


para saber, por ejemplo, cuánto vamos a gastar 
en el próximo Presupuesto quinquenal para 
evitar las consecuencias de la reproducción de 
la pobreza, que después, como sabemos 
resultan muchísimo más caras. 

No tengo nada que decir a las señoras 
Diputadas y a los señores Diputados de este 
Cuerpo que recorremos todo el país, ya que 
vamos a la periferia de nuestras ciudades y 
vemos con dolor cómo los sectores de trabaja- 
dores han tenido que ir a vivir a lugares donde 
no hay servicios ni infraestructura y donde el 
Estado tiene que llevar la educación, como 
recién se señalaba. Todo esto representa un 
costo para el Estado; así lo ha sido el tratar de 
identificar dónde estaban los niños menores de 
cinco años -tarea que se ha hecho durante estos 
diez años- a fin de poder llevar las escuelas a 
esos lugares, evitando que las ubicadas en los 
centros de nuestras ciudades estén vacías. A su 
vez, esto representa costos también para los 
Gobiernos Municipales, que deben crear las 
infraestructuras necesarias, los caminos, las 
iluminaciones y construir viviendas decorosas. 

Por otra parte, quisiera referirme a cómo 
podemos atender este tema de una forma 
sustentable y no solamente con políticas 
específicas tocalizadas que no sean integrales. 
Este es un tema en el que venimos trabajando 
desde hace mucho tiempo las mujeres políticas 
junto con las organizaciones de mujeres. Como 
lo han señalado los señores Diputados Díaz 
Maynard y Laviña, el porcentaje de los niños en 
los hogares monoparentales de jefatura femeni- 
na es notoriamente un signo preocupante 
porque indica niveles diferentes de responsabi- 
lidad en los progenitores con relación a la 
paternidad y la maternidad. Además, la vulne- 
rabilidad de las mujeres con relación a su 
inserción en el sistema de empleo y sus 
desiguales posibilidades para obtener un nivel 
decoroso de remuneración es un factor de 
empobrecimiento casi inevitable. Cuando se 
piensa en políticas integrales, éste es un 
problema que hay que atender. 

También quisiera puntualizar que dentro de 
los hogares monoparentales de jefaturas fteme- 
ninas sería bueno diferenciar -éste es un tema 
que puede ser tratado por el instituto Nacional 
de Estadística, que seguramente ya tiene los 
datos, pero están sin procesar- los de mujeres 
pobres de aquellos de las no pobres. Sin 
embargo, aquí encontramos un problema: en el 
núcleo de mujeres con una cierta educación 
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pero que son jetas de familia -sector en el que 
ha aumentado notoriamente la cantidad de 
divorcios-, hay un activo cultural que permite 
otros desarrollos educativos y de formación para 
sus hijos, posibilidad de la que carecen las 
mujeres que no han terminado la primaria -como 
bien lo señalaba el señor Diputado Díaz 
Maynard-, que representan un porcentaje muy 
importante. 

De todos modos, nos faltan mayores datos 
sobre las jefas de familia más pobres y cuáles 
son sus estrategias de cuidado, puesto que allí 
es donde se reproduce la pobreza y donde 
detectamos los mayores casos de ilegitimidad y 
de maternidad adolescente. Creo que debemos 
impulsar el procesamiento de datos que nos 
consta posee el Instituto Nacional de Estadística 
a través de la encuesta de hogares y de una 
serie de informes que se incorporaron en el 
último censo nacional. Sin duda, hay que contar 
con estos datos para elaborar políticas públicas. 

También existen estudios interesantes del 
Ministerio de Salud Pública y algunas investiga- 
ciones universitarias que determinan tasas de 
fecundidad mucho más altas en los sectores 
más pobres y el notorio aumento de la 
maternidad adolescente en los partos del 
Hospital Pereira Rossell, con relación a los de 
las mutualistas. Como bien lo señalaba el señor 
Diputado Díaz Maynard, la proporción es de uno 
a cinco. En un estudio de 1995 se comprueba 
que en los sectores menos educados de la 
población, la mayoría de las madres adolescen- 
tes repiten las historias de sus propias 
progenitoras. Este grupo presenta un gran 
desconocimiento de sus derechos como seres 
humanos y, por lo tanto, las respuestas al 
problema no pueden sólo orientarse a las 
prestaciones monetarias, sin enfocar otras 
estrategias complementarias de promoción como 
sujetos de derecho; esto implica, también, 
definición de políticas, capacitación del 
funcionariado correspondiente y contar con 
recursos en promoción humana de estos secto- 
res. 

Teniendo en cuenta que se trata de un país 
con escasa reproducción -como lo fue Uruguay 
desde principios del siglo XX-, queremos 
introducir una duda con respecto a la estrategia 
en cuanto a las asignaciones familiares. En la 
época en la que fueron creadas, constituyeron 
un estímulo para el crecimiento demográfico; 
actualmente, se están pensando como una 
estrategia antipobreza. La hipótesis actual 
enfoca el aumento de las asignaciones familia- 


res para mejorar la situación de los niños 
pobres. Como lo hacen algunas de las sociólo- 
gas que investigan desde dónde comienza el 
tema de la reproducción de la pobreza, además 
de las connotaciones económicas que hemos 
señalado nos preguntamos si con esa sola 
propuesta los efectos asegurados serán los de 
favorecer a los niños. ¿Qué nos asegura que se 
aplicarán en ellos? El objetivo con que se fijaron 
las asignaciones familiares en el Uruguay 
durante los años veinte, treinta y cuarenta a fin 
de que una familia armónica asignara los 
recursos correctamente, hoy está muy lejos de 
la realidad de la mayoría de los entornos en los 
que se crían los niños en situación de pobreza. 

Por otro lado, el aumento indiscriminado de 
las asignaciones familiares sin medidas comple- 
mentarias podría incidir en un aumento de la 
fecundidad de los sectores que pueden acceder 
a ellas por percibir bajo ingreso. Las madres que 
poseen algún bien material -se trata de hijos de 
trabajadores con escasos recursos- como por 
ejemplo una casa, no podrá beneficiarse de esta 
ayuda debido a los topes fijados actualmente, 
y creo que éste es otro tema para discutir. 

Asimismo, las jóvenes con posibilidades de 
empleo y educación van a seguir desestimuladas 
de abocarse a la maternidad, frente a las 
dificultades que se le plantean por la falta de 
servicios y apoyo para encarar la complejidad 
de una familia, una profesión, una estrategia de 
sobrevivencia o un empleo. A esto se refería el 
señor Diputado Laviña y comparto su preocupa- 
ción plenamente. 

El Uruguay no puede darse ei lujo de 
continuar con esta doble norma demográfica, 
desalentando sistemáticamente a las parejas de 
los estratos medios y altos a encarar el papel 
reproductor. 

Algunas de las medidas complementarias que 
se sugirieron por parte de una serie de 
sociólogos en el seminario -del que participa- 
mos; tengo entendido que todos los señores 
Diputados recibieron la invitación- realizado por 
la Fundación Friedrich Ebert, por el Banco de 
Previsión Social, por el Instituto Cuesta Duarte 
y por la Universidad de la República -que realizó 
una serie de informes interesantes que compar- 
timos plenamente-, se basaron en buscar la 
sustentabilidad del sistema de la seguridad 
social y en atender el fondo de la infantilización 
de la pobreza. En primer término, se consideró 
que favorecer el trabajo y la educación de las 
mujeres traía como consecuencia dos elementos 
favorables: la regulación de la maternidad y el 
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aumento de los perceptores de ingresos en el 
hogar; no es lo mismo que haya uno que dos. 
Las mujeres pobres son las que tienen mayores 
dificultades para insertarse en el mercado de 
trabajo. Por tanto, el estímulo y el apoyo para 
que lo consigan suponen beneficios múltiples 
para la sociedad. En este sentido, creo que 
debemos facilitar la existencia de estrategias 
como las escuelas de tiempo completo -que 
muchas veces no están en los lugares donde 
existe mayor pobreza-, que no pueden ser 
pocas, tal como sucede en el Uruguay. Asimis- 
mo, es preciso fomentar los espacios de apoyo 
para los adolescentes, los liceales, así como los 
lugares de atención de los ancianos. Estos son 
todos los servicios que cumplen las mujeres. El 
tema de la reproducción de la pobreza se va 
generando ante la falta de atención o a raíz de 
la disminución de ciertos servicios, como es el 
caso de la planificación familiar. 

En segundo lugar, se debe tender a evitar el 
deterioro de las prestaciones por maternidad. 
Precisamente, en junio concurriremos a una 
reunión de la OIT en la que se va a revisar el 
Convenio N* 103 y la Resolución N* 95, lo que 
puede constituir un retraso en todas las 
prestaciones sobre la maternidad, no sólo en 
nuestro país sino en toda el área. 

En tercer término, es preciso intentar compa- 
tibilizar el rol familiar y el laboral, tanto para los 
sectores bajos como para los altos. En ese 
sentido, menciono las licencias parentales -que 
hemos estado discutiendo en este ámbito- para 
ambos progenitores, que han producido intere- 
santes efectos demográficos en los países en 
que se vienen aplicando. 

En cuarto lugar, hay que aumentar y extender 
los servicios de salud reproductiva y sexual. El 
Ministerio de Salud Pública empezó a desarrollar 
en el período anterior algunos programas 
interesantes que deben ser profundizados y 
extendidos a todos los departamentos del país 
y a todos los barrios de Montevideo. En ese 
sentido, debemos pensar en propuestas concre- 
tas para que estos programas se sigan desa- 
rrollando y profundizando, porque atienden 
especificamente esta temática. Para ello, se 
necesita capacitar al tuncionariado y a la 
población implicada, así como contar con 
recursos. 

En quinto término, una política familiar debe 
establecer nuevas relaciones entre el Estado, el 
mercado y la sociedad civil. Creo que tenemos 
que discutir con relación a muchos de los 
servicios de las propias empresas públicas, que 


complican a este sector de la población que no 
se está reproduciendo porque trabaja y no 
puede encarar roles que estaban pensados para 
otra época: hoy las mujeres no pueden cumplir 
los servicios relacionados con la atención 
doméstica. 

En resumen, no se puede plantear los 
derechos de los niños sin considerar los de las 
madres: ellos nacen en un entorno que les será 
favorable o no. Y desconocer esta realidad es 
apostar al fracaso de cualquier solución parcial. 

Por tanto, en la discusión se debe atender 
a las causas de la reproducción de la pobreza, 
sin olvidar ninguna. 

insistimos en algo que planteó el señor 
Diputado Díaz Maynard: es necesaria la 
integralidad de las políticas y de los programas 
que atiendan a estos temas, que involucran al 
Instituto Nacional de Estadística -en cuanto a 
datos-, al Ministerio de Salud Pública, a los 
organismos de la enseñanza y a aquellos que 
se encargan de cuestiones específicas, como el 
Instituto Nacional de la Juventud y el Instituto 
Nacional de la Familia y de la Mujer. 

Entonces, hay temas que vamos a terminar 
discutiendo en oportunidad de elaborar los 
programas y en las Comisiones en que se 
debata el Presupuesto. 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra la señora Diputada Argimón. 


SEÑORA ARGIMON.— Señor Presidente: 
deseamos destacar la importancia de que en 
este Parlamento, especificamente y con signifi- 
cación, se traten los aspectos inherentes a la 
infancia, a nuestra infancia. El tema que hoy nos 
convoca nos preocupa mucho y técnicamente se 
ha dado en llamar "infantilización de la pobreza". 

Como premisa de esta intervención, pero 
tundamentalmente como concepto generalizado 
en nuestra colectividad política, adherimos a la 
opinión de que la mejor política social es una 
buena política económica porque, por sus 
propios resultados, contribuye a mejorar la 
calidad de vida y porque financiar la inversión 
social supone destinar ingentes recursos. Á esa 
premisa agregamos nuestra más absoluta con- 
vicción de que el futuro de un país y su 
consolidación democrática tiene mucho que ver 
con el tratamiento que se le dé a los niños y 
a los adolescentes. 

Cuando hablamos de niños y niñas, además 
de mirar su realidad desde la óptica fría de los 
números, nos gusta resaltar la importancia del 
afecto con que hay que tratarlos desde su 
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concepción y el amor que debe brindárseles en 
el entorno familiar y social, porque es básico 
para su desarrollo integral. Si bien es cierto todo 
esto, en esta oportunidad las estadísticas nos 
van a permitir observar cómo tratamos, como 
sociedad, a nuestros niños. 

Estudios recientes sobre la pobreza en 
nuestro país concluyen que los mayores niveles 
de pobreza afectan -como decían los señores 
Diputados que me precedieron en el uso de la 
palabra- a la tranja de niños, niñas y adoles- 
centes. Por eso esta problemática que se ha 
denominado "infantilización de la pobreza”, en 
lo personal prefiero identificarla con el deterioro 
de esas familias a nivel comunitario, porque no 
puede considerarse a un niño o a una niña con 
independencia de la institución familia, ya que 
no existe organismo público ni privado que 
pueda sustituiria, cualquiera fuere su conforma- 
ción. 

A partir de la encuesta continua de hogares 
del Instituto Nacional de Estadística, se puede 
advertir que en 1997 las personas pobres 
representaban el 23.4% del total de la población. 
Ese porcentaje se eleva al 40% para los 
menores de dieciocho años, lo que representa 
el 46.3% del total de pobres del país. Alrededor 
de un 46% de los menores más jóvenes se 
encuentran en los niveles de mayor pobreza. 

Evidentemente, la situación de pobreza de 
niños y niñas en una sociedad condiciona su ser 
adulto en tanto, entre otras cosas, puede ser la 
causa que les impida acceder a determinados 
servicios y coberturas para desarrollarse 
integralmente, como es su derecho. 

Hay otras situaciones que suelen ser funda- 
mentales al considerar cómo va conformándose 
la vida de ese niño o niña: cómo es su acceso 
a la educación, cuál es su cobertura de salud 
y cómo se desarrolla su vida en el entorno 
familiar y social. Desde este punto de vista -y 
en lo que a educación se refiere-, según el 
instituto Nacional de Estadística y la UNICEF, 
la tasa de analfabetismo de la población de diez 
o más años de edad en nuestro país ha 
disminuido seis puntos porcentuales en los 
últimos seis años. Los adolescentes entre doce 
y catorce años, aun sin haber completado la 
educación obligatoria, presentan mayor cantidad 
de años de estudio que las personas de setenta 
o más años. Según los técnicos, estos datos 
ponen en evidencia la superación educativa 
intergeneracional presente en nuestro país. 

El 84.9% de la población asiste a centros 
educativos públicos y el 15.1% concurre a 


establecimientos privados. Se evidencia que 
existe una estrecha relación entre el nivel de 
ingresos del hogar y la asistencia a estableci- 
mientos pagos o gratuitos. A medida que 
aumenta el ingreso familiar, crece también el 
número de personas que asisten a estableci- 
mientos privados. 

Existen 2.509 centros de educación primaria 
-lo que representa el 75.7% del total de 
establecimientos de enseñanza-, de los cuales 
el 88.2% son públicos y el 11.8%, privados. Por 
otra parte, contamos con 413 establecimientos 
de educación secundaria, de los cuales el 63.9% 
son públicos. 

En 1997, la matrícula de educación inicial 
aumentó un 31.2% con respecto a 1990. Este 
incremento se explica, fundamentalmente, por 
un crecimiento sostenido en el sector público del 
44.2%, lo que equivale a 20.411 nuevos 
alumnos. 

En esta oportunidad quisiera resaltar algo 
importante: existe una clara diferenciación en el 
acceso al servicio, lo que se evidencia cuando, 
a medida que aumenta el ingreso del hogar, 
también lo hace la tasa de escolarización. En 
los hogares más pobres, cinco de cada diez 
niños asisten a centros de educación inicial, en 
tanto, en los de mayores ingresos, lo hacen 
nueve de cada diez. 

Cuando se realizan evaluaciones en algunas 
materias, se advierte que hay una clara 
correspondencia entre Jos contextos socio- 
culturales de las escuelas y el nivel de 
desempeño de los alumnos. La deserción se 
agrava para los niños que están en situación de 
pobreza más aguda, elevándose al 37.48%. En 
particular, las diferencias son muy marcadas 
para el tramo de entre catorce y diecisiete años. 

En lo referente a la salud, según datos del 
censo de 1996, la cobertura del sector público, 
incluida Sanidad Militar y Policial, es del 40%; 
las instituciones de asistencia médica colectiva 
representan el 47%, y un 12% no tiene cobertura 
formal, 

En 1998, el 49% de los niños y el 48.1% de 
los adolescentes del país urbano son usuarios 
del Ministerio de Salud Pública. El porcentaje de 
niños y niñas sin cobertura es del 3.6%, siendo 
levemente superior en el interior que en 
Montevideo: 3.9% y 3.2% respectivamente. 

Nos parece más que importante resaltar que 
el control prenatal ha aumentado en la última 
década hasta valores cercanos al 94%. Los 
embarazos sin controles son el 6.2% de los 
partos en 1996, con un mayor porcentaje en el 
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Ministerio de Salud Pública y el Hospital de 
Clínicas, donde representan el 12.7%. 

Otro aspecto a destacar es que, en 1996, el 
37% de las mamás uruguayas practicaron la 
lactancia materna gracias a campañas que las 
estimularon, haciéndolo hasta los cuatro meses 
del niño o la niña; los porcentajes más altos se 
han dado en el interior del país. 

También algo a resaltar, sin lugar a dudas, 
es el descenso de la mortalidad infantil, que los 
señores legisladores mencionaban. Entre 1980 
y 1997, ésta se redujo prácticamente un 50%. 
La tasa de mortalidad infantil evidencia diferen- 
cias notorias entre los subsectores público y 
privado. La reducción de la mortalidad en esta 
década tiene como explicación básica la dismi- 
nución de los atendidos en el sector público. 

Si bien hemos repasado rápidamente datos 
y cifras que nos alientan mucho en cuanto a la 
existencia de acciones concretas hacia la salud 
y la educación de nuestros niños y niñas, no 
debemos olvidar que existen en nuestro país 
alrededor de 360.000 niños y niñas pobres. 

En el inicio de la exposición expresábamos 
que de ninguna forma podemos separar a los 
niños y adolescentes de tas familias y por eso, 
sin lugar a dudas, debemos mejorar su calidad 
de vida. Esa mejora fue y es premisa para el 
Partido Nacional, una colectividad política his- 
tóricamente comprometida con la cuestión so- 
cial. Es por ello que durante el gobierno del 
Partido Nacional se ¡ingresó de lleno en 
realizaciones para satisfacer una deuda social 
que se había acumulado durante décadas por 
falta de inversión y porque ésta no alcanzaba 
a los sectores menos privilegiados. Así, entre 
1989 y el fin de 1994 se verificó un fuerte 
aumento, del 19%, en el ingreso de los hogares 
en el quintil de mayores ingresos y del 25% en 
el de menores ingresos, en ambos casos en 
términos reales. 

El número de hogares con necesidades 
básicas insatistechas disminuyó en Montevideo 
del 8.2% al 4.8% del total, mientras que en el 
interior urbano se redujo del 16.9% al 14%. 

El Presupuesto de Salud Pública se 
incrementó de US$ 90:000.000 en 1990 a 
US$ 200:000.000 en 1994. La cobertura del 
Programa Nacional de Complementación 
Alimentaria pasó de 85.000 beneficiarios en 
1989 a 160.000 en 1994. El número de 
beneficiarios a través de la asistencia a 
instituciones públicas y privadas aumentó de 
menos de 15.000 en 1989 a más de 23.000 en 
1994. 


Para focalizar la inversión social hacia los 
más desprotegidos se crearon dos mecanismos: 
el Fondo de Inversión Social de Emergencia, 
que conseguía fondos y los asignaba a 
organizaciones estatales que cumplían distintas 
actividades sociales, y el Programa de Inversión 
Social, dependiente de la Oficina de 
Planeamiento y Presupuesto, que con parcial 
financiamiento externo llevó a cabo 92 obras en 
áreas de educación, salud y otras, que tienen 
un total de 200.000 beneficiarios que habitan en 
áreas donde se constatan necesidades básicas 
insatisfechas. 

Los Centros de Atención a la Infancia y a la 
Familia -Plan CAÍF- se multiplicaron, pasando de 
25 a 110 en todo el país, y por suerte siguieron 
en aumento. 

Recordando la importancia que implica el 
techo propio para la estabilidad de la familia, se 
fortalecieron las políticas de vivienda a través 
de la recuperación del Banco Hipotecario del 
Uruguay y la creación del Ministerio de Vivienda, 
Ordenamiento Territorial y Medio Ambiente. 

Todo esto y mucho más demuestra que 
cuando existe voluntad política de llevar adelan- 
te políticas sociales es posible hacerlo, y aun 
en el corto plazo. 

Señor Presidente: ¡vaya si hoy nos preocupan 
a todos nosotros -por suerte- los 360.000 niños 
y niñas pobres! Nos preocupan los quinientos 
niños en situación de calle en Montevideo y por 
falta de estadísticas ignoramos el número que 
existe en algunos departamentos del interior. 
Nos preocupan los niños que trabajan, abando- 
nando por ello el sistema educativo. Nos 
preocupa el elevado índice de adolescentes 
embarazadas que, muchas veces, a través de 
sus embarazos buscan consideración social. 
Nos preocupa la incertidumbre de las familias 
de estos niños. 

Pero como no basta quedarnos en palabras 
o meros diagnósticos situacionates -que los 
tenemos-, sino que se trata de realizar propues- 
tas y de asumir compromisos, decimos que 
deseamos más escuelas de tiempo completo, 
más clubes de niños y más clubes de jóvenes, 
más centros de referencia familiar en los 
distintos barrios donde existe la pobreza, porque 
así podremos evitar que los niños ingresen al 
circuito perverso de la calle, con lo que todo 
esto implica. Deseamos seguir fortaleciendo 
-como se hizo hasta ahora- los CAIF, experien- 
cia por demás exitosa de acuerdo con las 
evaluaciones, donde trabajan juntos el Estado y 
la sociedad civil organizada. 
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Queremos una adecuación al sistema actual 
de asignaciones familiares. Luego de realizadas 
las recientes elecciones municipales nos gusta- 
ría convocar a los señores Intendentes para que 
apliquen y cumplan el artículo 37 de la Ley de 
Seguridad Ciudadana, que establece la instala- 
ción de las Comisiones Honorarias de Promo- 
ción de la Infancia en Situación de Riesgo, don- 
de van a trabajar juntos distintos actores 
sociales y estatales que tienen que ver con esta 
temática. 

Por último, como otro aporte, desearíamos 
que en un país donde, por ejemplo, no existe 
un Ministerio de Promoción Social, se solicitara 
la reinstalación de una Comisión Interministerial 
que funcionó durante el gobierno del Partido Na- 
cional y que tue creada por el Decreto N* 416, 
del 13 de agosto de 1991. Se trata de una 
Comisión Interministerial integrada por los 
Ministros de Trabajo y Seguridad Social, de 
Educación y Cultura, de Salud Pública y de 
Vivienda, Ordenamiento Territorial y Medio 
Ambiente, así como por el Director de 
Planeamiento y Presupuesto. Digo esto porque 
¡qué importante sería tener esta Comisión 
Interministerial trabajando en un gobierno que 
recién se inicia, para que de esta forma pueda 
diseñar y proponer la política social y global del 
Estado, coordinando las políticas sociales sec- 
toriales, realizando el seguimiento de su evolu- 
ción y coordinando la cooperación recibida de 
parte de otros Estados y de organismos 
internacionales en materia social! Esta Comisión 
Interministerial que funcionó tuvo evidentemente 
su impacto a nivel de estadísticas, porque al 
finalizar el gobierno del Partido Nacional 
distintos indicadores mostraban cómo se habían 
aplicado precisamente políticas concretas para 
los sectores más carenciados, que redundaron 
en su beneficio. Lo creemos importante porque 
además existen a nivel del MERCOSUR, por 
ejemplo, experiencias como el Gabinete Social 
instalado por el doctor Carlos Menem y 
ratificado posteriormente por el doctor De la 
Rúa, que está trabajando en el mismo sentido 
que tendría esta Comisión Interministerial que, 
sin lugar a dudas, permitiría llevar adelante un 
plan de atención integral para el fortalecimiento 
de las familias uruguayas, donde nuestros niños, 


niñas y adolescentes puedan crecer 
potencializándose al máximo en el ejercicio 
auténtico de sus derechos. 

SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 


palabra la señora Diputada Tourné. 


SEÑORA TOURNE.— Señor Presidente: des- 
cuento la preocupación de todas y todos los 
legisladores presentes en Sala sobre el tema de 
la infantilización de la pobreza. No voy a creer 
en la perversidad de que se tomen determinadas 
decisiones desconociendo que existen niños 
pobres en el Uruguay, pero me gustaría precisar 
que si en verdad estamos tan preocupados y 
queremos actuar en contrario, debemos partir 
-creo constatar que es así- del reconocimiento 
tácito de esta situación. 

No creo que el objetivo de esta deliberación 
de la Cámara en el día de hoy sea defender o 
no una, dos o tres gestiones de gobierno, sino 
pensar y reconocer una realidad que hasta 
ahora ha sido incontestable: que existen 360.000 
niñas y niños en condición de pobreza, y que 
el 46.5% de las niñas y niños de entre cero y 
cinco años son pobres. Esa es la realidad 
incontestable; pero no es nueva. Á veces me 
asombro de cómo todas y todos corremos el 
riesgo de leer en forma sesgada alguna 
información estadística. 

Hace un año y medio o dos, en esta Cámara 
se dio un debate similar sobre el tema de la 
pobreza y recuerdo haber hecho una interven- 
ción en el mismo sentido, es decir, que el eje, 
el problema y la preocupación radican en que 
la pobreza aparece en mayor medida en la 
infancia uruguaya. Ese es el incontestable 
problema que debemos resolver; y comparto lo 
dicho por las señoras legisladoras y los señores 
legisladores en cuanto a que debe solucionarse 
a través de una política de Estado. Es un 
problema que, es cierto, nos involucra a todas 
y a todos, y tenemos la responsabilidad de 
reconocerlo y de hacer propuestas para resol- 
verlo. 

Entonces, una siente que ciertas aseveracio- 
nes corren más por cuenta de defender 
determinadas gestiones que de hablar con 
honestidad de un problema que tenemos desde 
hace más de diez años en este país. 


SEÑOR DIAZ.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑORA TOURNE.— Lo haré dentro de un 
momentito. 

Me voy a referir a un documento oficial del 
Programa de Fortalecimiento del Area Social, 
del Instituto Nacional de Estadística y de la 
Oficina de Planeamiento y Presupuesto, que 
también leí en aquel debate de hace casi dos 
años sobre el tema de la pobreza. En esa 
publicación oficial que analizaba el período que 
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va desde 1984 hasta 1994 ya se reconocía que 
hacía más de diez años que la pobreza se 
concentraba en las niñas y los niños uruguayos. 
Decía: "(...) la pobreza se concentra en las 
edades comprendidas entre los O y 14, repre- 
sentando cerca del 40% en la distribución 
porcentual". Hoy tendríamos que decir que 
representa el 46%. 

Decía Alicia Melgar -que es citada en este 
documento- que existe "una sobrerrepresentación 
de la niñez en el quintil más pobre, que debe 
llamarnos a la reflexión". Por suerte, hoy 
estamos haciendo una reflexión sobre este 
fenómeno de la sobrerrepresentación infantil 
entre los pobres del Uruguay. 

Yo ya no debato y puedo estar de acuerdo 
con algunas apreciaciones acerca de los índices 
de pobreza en general del país. Lo que me 
preocupa es que la sobrerrepresentación infantil 
de la pobreza sigue subsistiendo, y comparto la 
afirmación de este documento oficial en el 
sentido de que esto pone de manifiesto dos 
problemas muy significativos para un país como 
Uruguay. Uno de ellos es que no ha habido 
cambios en la composición de la pobreza: los 
más pobres entre los pobres desde hace 
muchos años siguen siendo los niños. El 
segundo problema -estoy segura de que preocu- 
pa a todos- es la importancia social de la 
concentración de la pobreza en las edades más 
dependientes. 

Mis colegas saben tan bien como yo que no 
es lo mismo ser pobre y adulto que ser un niño 
pobre, porque la etapa de la niñez es la de más 
alta vulnerabilidad de la persona. Todas y todos 
sabemos que lo que se nos imprime en los 
primeros cinco años de vida actúa como 
matrices que después repetimos a lo largo de 
nuestra existencia. Entonces, colegas, debemos 
reconocer con honestidad que hay una 
sobrerrepresentación infantil de la pobreza en 
nuestro... 


SEÑOR DIAZ.— ¿Me permite una interrup- 
ción? 


SEÑORA TOURNE.— Señor Diputado: ya dije 
que se la voy a conceder. Deme tiempo. El 
tiempo de mi intervención lo manejo yo. 


(Interrupción del señor Representante Díaz) 


— Le concederé la interrupción más adelante, 
cuando lo desee. 

Este fenómeno de la sobrerrepresentación 
infantil es una hipoteca a futuro para nuestro 
país. Como manifestaban colegas que me 


precedieron en el uso de la palabra, la tendencia 
es de crecimiento. En verdad, siento -todos 
saben que trato de decir lo que realmente siento 
y pienso, respetando a todos los colegas y 
reconociendo el derecho a la discrepancia- que 
si no atendemos y reconocemos urgentemente 
esta realidad, de nada valdrá que después, en 
lugar de dar un debate profundo sobre las 
soluciones de fondo que este tema merece, con 
la honestidad que reconozco quieren y pueden 
tener las y los colegas que están en esta 
Cámara, debatamos compitiendo a ver quién fue 
el mejor y quién será el mejor. Por lo menos 
para mi ése no es el espíritu que debe reinar 
en este debate, porque si fue tan bueno lo que 
se hizo y tenemos 360.000 niñas y niños pobres, 
quiere decir que estábamos mucho peor. 
También estamos reconociendo esto. Si hemos 
hecho tantas cosas maravillosas y tenemos 
360.000 niñas y niños, estábamos muy, pero 
muy mal. 

Sinceramente, siento que no debemos caer 
en la tentación de hacer de este tema una 
cuestión de banderías políticas, de competir, 
sino que debemos reconocer la existencia del 
problema. Siento que es así como debemos 
reflexionar y tratar de aportar con humildad 
desde el rol que tenemos, porque concuerdo 
también en que tal vez no sea desde el Poder 
Legislativo que podamos brindar soluciones de 
fondo a este problema. Pero partamos de 
reconocer una realidad incontestable que a 
todos nos preocupa. 

Pienso que lo que caracterizaba a nuestra 
sociedad uruguaya -estoy segura de que éstas 
son verdades que todos vivimos, vemos y 
conocemos- era un entramado social solidario. 
Eso hoy no es así. La pobreza está depositada 
en nuestras chiquilinas y nuestros chiquilines, 
pero, además, está concentrada en zonas 
geográficas del país; y esto nos habla de un 
fenómeno nuevo que se está dando en la 
sociedad y que también debemos reconocer 
como problema y no como dilema, es decir, que 
unos hicieron todo mal y otros harán todo bien. 
Así no se piensa porque, entonces, no se 
avanza. 

Hay un grave problema de exclusión y de 
fragmentación en la sociedad. No es sólo que 
la pobreza está depositada en los niños, sino 
que hay muy pocas salidas a esta situación. Lo 
decía hoy claramente el señor Diputado Díaz 
Maynard cuando hablaba de ese preso que le 
decía: "Mi error fue haber nacido en un 
cantegril", porque hoy por hoy en nuestra 
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sociedad, lamentablemente, es muy poco posi- 
ble la movilidad social para quien nace pobre. 
Ese es el problema grave, gravísimo: el de la 
fragmentación y la exclusión. Y estamos asis- 
tiendo -lo debemos reconocer- a que hay una 
salud pública pobre para pobres, una educación 
pública para pobres y una educación privada 
más rica, mejor, para quienes pueden pagarla. 
Es así. 

Lo que me pasó a mí, que soy hija de 
trabajadores y fui a la escuela pública, donde 
me encontraba con gente de distintos estratos 
sociales y aprendí que había otros modelos, 
otras realidades diferentes a las que yo veía en 
mi familia -así se aprende: en la cotidiana, en 
el contexto social-, hoy no está pasando, porque 
la pobreza también está "elitizada”. Entonces, es 
difícil que estos chiquilines puedan construir 
modelos o matrices diferentes de vínculo familiar 
y social y de estrategias laborales. Por esa 
razón no pueden sostener su participación en la 
escuela. Por más que elaboremos estrategias 
focalizadas, no tienen estructuras de continen- 
cia, de participación en la escuela, y van a irse. 
Ese es el fenómeno nuevo al que estamos 
asistiendo: la exclusión, la fragmentación de 
nuestra sociedad y el depósito en la infancia. 
Eso es lo que nos debe preocupar. 

Sinceramente, creo que si nos pusiéramos a 
reflexionar con amplitud, reconociendo las 
responsabilidades que en un grado u otro todos 
tenemos, podríamos encontrar soluciones. Pero 
si lo transtormamos en una competencia para 
ver quién fue el mejor o el peor, no creo que 
las encontremos, sino que estaremos discutien- 
do sobre otra cosa: desaparecería del recinto de 
la Cámara la intancia pobre y aparecerían otros 
protagonistas, y a los chiquilines -que no vo- 
tan-, además de excluirlos socialmente, también 
los excluiríamos cuando pretendemos centrar el 
debate en este tema. Por supuesto, esto 
requiere de políticas integradas, no exclusiva- 
mente tocalizadas; todos lo sabemos y tenemos 
mil ejemplos. La política focalizada de vivienda 
da casas regulares a gente que vive en 
asentamientos, pero es muy probable que esas 
personas las vendan a un obrero de clase media 
para volver a integrar sectores marginales. La 
política focalizada tiene ese resultado y no otro. 

Debemos pensar en integralidad, y es difícil. 
También hay que tratar de diferenciar. Reconoz- 
co que es difícil, así como también reconozco 
que hay opciones que uno responsablemente 
hace al adoptar ciertas decisiones. Si las hace, 
en el momento en que decide determinadas 
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cosas uno tiene que asumir responsabilidades, 
como también cuando se discuten estos temas. 
No se puede ser responsable de estas cosas un 
ratito, y creo que debemos pensarlo con esa 
amplitud. 

Tal como ha ocurrido hasta el momento, la 
política focalizada sola, aislada de una política 
mayor, no logra ni sostiene avances. No mejora 
la situación, como no la ha mejorado hasta 
ahora la sobrerrepresentación de los niños 
pobres. No ha mejorado desde 1984 hasta el 
presente; siguen sobrerrepresentados. 

Esto debe preocuparnos a todos, así como 
también la forma de lograr que la sociedad 
vuelva a trabajar en los carriles dela solidaridad 
y del entramado social continente que tenía 
antes. Pero, sinceramente, con todos los 
respetos deseo manifestar mi discrepancia: 
siento que no es posible hacerlo desde el 
modelo de la libre competencia, de la libertad 
de mercado, de la globalización o de la ley del 
más fuerte. No es desde ese modelo. No es así. 

Debemos introducir algún cambio, porque 
estos datos son reales y los estamos compar- 
tiendo. Debemos aportar a este tema algún nivel 
de humanización de las decisiones económicas. 
Eso es lo que están demandando los organis- 
mos internacionales que, después de todo, son 
muy atentamente escuchados por algunos; me 
gustaría que fueran escuchados con la misma 
atención siempre. 

Los niños y niñas pobres del Uruguay salen 
a trabajar por estrategia... 


(Suena el timbre indicador de tiempo) 


— Quería referirme a este tema, por lo que pido 
al señor Diputado Díaz que me perdone por no 
concederle la interrupción, pero se me agota el 
tiempo y no quiero dejar de decir lo que pienso. 


(Interrupción del señor Representante Díaz.- 
Respuesta de la oradora) 


-— Me preocupa el tema de los niños y niñas que 
trabajan en el Uruguay. Sé que no es un 
fenómeno comparable al que se da en otros 
países de América Latina, pero ocurre; todos los 
vemos en la calle, vendiendo o limpiando los 
parabrisas de nuestros autos cuando venimos 
para acá. Existen. Entonces, si hay alguna 
sensibilidad -creo que es así-, quiero exhortar 
a que nuestro país ratifique el Convenio N* 182 
de la OIT, que refiere justamente a las peores 
formas de explotación de las niñas y niños que 
trabajan. Nuestro país ha ratificado convenios 
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básicos, importantes, y éste tiende a eliminar 
una de las peores formas de explotación que, 
como ya dije -no quiero hacer dramatismos-, 
todos sabemos que existe. Asimismo, quisiera 
recordar que en el Período anterior en esta 
Cámara se habló de la explotación sexual de las 
niñas y niños y de la pornografía infantil, que 
también todos sabemos que existe en nuestro 
país. 

En nombre del Encuentro Progresista, exhor- 
to a que, si se forma esta Comisión, se ratifique 
el Convenio N* 182 de la Organización Interna- 
cional del Trabajo, que prohíbe las peores 
formas de explotación de las niñas y niños que 
trabajan. ¡Ojalá encontráramos los acuerdos 
necesarios para que no se tuviera que salir a 
trabajar en la edad infantil! 


SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Tiene la 
palabra el señor Diputado Mieres. 


SEÑOR MIERES.— Señor Presidente: duran- 
te la campaña electoral del año pasado se 
suscitó una polémica sobre la magnitud de la 
pobreza en nuestro país, y la gran cantidad de 
legisladores que se anotó para hacer uso de la 
palabra sobre este tema en el día de hoy 
demuestra que esa polémica sigue siendo una 
realidad entre las distintas fuerzas políticas del 
país. 

Me habría gustado que en la sesión de hoy 
hubiésemos llegado a votar la creación de una 
Comisión Especial -seguramente lo haremos en 
el día de mañana-, pero nos parece importante 
señalar que debemos discutir el tema de la 
pobreza nada más y nada menos que con 
relación al mínimo aceptable que una sociedad 
admite como condiciones de vida de los 
ciudadanos que la integran. Esto es variable, va 
cambiando con el tiempo y, sin duda, es 
diferente en un sitio que en otro. 

¿Qué entendemos por pobre? En el fondo, 
esto es lo que está detrás de esta discusión, 
es decir, el piso mínimo aceptable que unos u 
otros admitimos. En función de ello, los pobres 
son más o son menos, porque, en definitiva, se 
trata de cómo medimos la situación de pobreza. 
El señor Diputado Gabriel Pais decía que hay 
dos formas de hacerlo: por ingresos y por 
capacidad instalada en materia de recursos y de 
servicios. Sin embargo, hay que reconocer que 
a medida que la sociedad avanza es necesario 
ir actualizando la forma de medir de que 
estamos hablando cuando hacemos referencia a 
la pobreza, y no solamente la oposición, sino 
también el gobierno. El Instituto Nacional de 


Estadística, que depende de la Presidencia de 
la República, en el año 1996 modificó su criterio 
para establecer la línea de pobreza sobre la 
base de la actualización del valor de la canasta 
básica de alimentos y al peso que ella debía 
tener para satistacer no solamente la necesidad 
alimentaria -en cuyo caso estamos hablando de 
la línea de indigencia-, sino también las otras 
necesidades existentes: la vivienda, la educa- 
ción, la vestimenta, el transporte, etcétera. En 
función de eso, de acuerdo con los criterios del 
Instituto Nacional de Estadística, hoy debería- 
mos establecer que toda familia en la que 
ingresan menos de $ 1.900 per cápita por mes, 
debe ser considerada pobre. 

Si ésos son los números y se trata 
simplemente de actualizar por el IPC el valor 
que el Instituto Nacional de Estadística estable- 
ció en 1996 como básico para la canasta de 
alimentos del Uruguay de hoy; si ésa es la línea 
de pobreza que oficialmente se estableció y que, 
además, ese tan manido y referenciado informe 
del PNUD toma como elemento de base para 
todo el análisis que se presentó en febrero de 
2000, prologado por el entonces Presidente de 
la República, tenemos 750.000 personas en 
situación de pobreza. 

Esa es la realidad, nos guste o no, que 
seguramente nos duele a todos, porque no se 
trata de pensar que haya alguien que no tenga 
la sensibilidad para enfrentar esta problemática. 
Y esto no significa que no haya habido mejoras; 
esto no es cuestión de blanco o negro, no es 
cuestión de que está todo bárbaro o está todo 
mal. Sin duda, con los datos presentados en ese 
informe del PNUD, la pobreza se redujo 
sistemáticamente: de un techo del 37% de 
hogares de 1986, que es alrededor del 40% de 
los individuos -hay que tener en cuenta que 
veníamos de la catástrofe de 1982-, al 12.8% 
de hogares en 1994, es decir, alrededor del 15% 
de las personas. Ese fue un proceso de 
reducción muy fuerte, muy importante, que hay 
que asumir como un elemento significativo. Pero 
no menos cierto es que esos mismos datos, de 
esas mismas fuentes, indican que desde 1994 
hasta el último año del que hay noticia, 1998, 
el proceso de reducción de la pobreza se frenó 
y se revirtió. Y esto es así con los datos del 
INE y del PNUD, en esa publicación presentada 
-reitero- por el entonces Presidente de la 
República. 

En 1995 la pobreza aumentó del 12.8% al 
14.7%, medida en hogares; en 1996 pasó al 
15.7%; en 1997 trepó al 16%, y en 1998 
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retrocede levemente, al 15.5%. Esto quiere decir 
que en el último quinquenio la pobreza dejó de 
reducirse y, por el contrario, empezó un proceso 
de crecimiento leve, que además es consistente 
con un proceso también leve de aumento de la 
concentración en la distribución del ingreso, 
paralelo y similar. 

Uno puede preguntar por qué cambia la 
situación, precisamente, en el contexto de ese 
período de crecimiento económico, porque el 
país creció sostenidamente de 1996 a 1998; 
recién en 1999 tenemos un problema económi- 
co. Uno puede preguntarse por qué no se 
reduce la pobreza en forma paralela en esos 
cuatro años, tal como había ocurrido en el 
período anterior. Creo que por dos razones 
-aunque quizá haya más-, que a mi juicio están 
encadenadas. La primera, porque llegamos al 
núcleo duro de la pobreza; es relativamente 
sencillo abatir porcentajes de pobreza cuando 
ésta se encuentra en el entorno del 25% o 30% 
de los hogares. Es mucho más difícil abatirla 
cuando ha sido reducida al 12% de los 
hogares.De pronto, puedo lograr que un número 
importante de hogares salte por encima de la 
línea de pobreza simplemente con la extensión 
de la red de saneamiento o de agua potable, 
cosa que, efectivamente, ocurrió en estos años 
de democracia, y hay que reconocerlo porque 
son avances de toda la sociedad. La segunda 
razón es que, cuando nos quedan los núcleos 
duros de pobreza, la forma de atacarlos implica 
la necesidad de un plan intencional, definido, 
orientado de manera específica e institucional- 
mente consagrado. Y este país no tiene, no tuvo 
hasta ahora, ningún ámbito institucional, tal 
como de pronto -lo decía el señor Diputado Díaz 
Maynard- ha ocurrido en Chile, que cuenta con 
una Comisión a nivel de la Presidencia de la 
República encargada del problema de la pobre- 
za. En Uruguay no lo hemos tenido, lo que no 
quiere decir que no tengamos, por supuesto, 
programas y políticas sociales y la mejor de las 
intenciones para llegar a la gente que más sufre. 
Porque en esto vamos a no engañarnos, a no 
crear una falsa confrontación: a nadie le gusta 
ni le interesa que en una sociedad exista un 
porcentaje equis de población sumida en la 
pobreza; nadie medra con esto. Pero si 
realmente queremos ser eficientes con los 
programas sociales, necesitamos coordinarlos. 

El año pasado, el Nuevo Espacio planteó la 
necesidad de constituir, por la vía de fusión 
-en este sentido coincido con las palabras del 
señor Diputado Díaz Maynard-, un Ministerio de 
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Promoción Social a fin de juntar los distintos 
programas sociales y darles una lógica de 
concentración de recursos y de programas que 
nos permitiera impactar ciertamente sobre lo que 
es en realidad la situación de los más nece- 
sitados, a quienes es más difícil llegar cuanto 
menos son, circunstancia por la que hoy está 
atravesando nuestro país. 

Nos destacamos en América Latina -es 
verdad-, pero no hay que conformarse con eso. 
Establece ese mismo informe del PNUD que con 
ser los nuestros de los mejores indicadores para 
América Latina, estamos muy lejos de los países 
de menor nivel de desarrollo dentro del grupo 
de países desarrollados. De modo que festejar 
ser campeones de segunda división no es 
realmente un objetivo final, sino, en todo caso, 
el aliciente para seguir avanzando. 

Los pobres no son parejos; lo han dicho 
varios señores legisladores, y la elección del 
tema de la infantilización de la pobreza indica 
precisamente eso. El Uruguay ha tenido la 
capacidad de reducir la pobreza, pero la ha 
concentrado fuertemente. Creo que la imagen de 
la pobreza uruguaya es una pareja joven de 
veinticinco a treinta y cinco años -o, en algunos 
casos, con jefatura monoparental femenina-, con 
bajo nivel de educación, con tres o cuatro hijos 
a Cuesta. Esa es la imagen de los pobres 
uruguayos, quienes de algún modo son los 
reproductores sociales del Uruguay porque son 
quienes tienen más hijos. 

Entre 1985 y 1995, entre los mayores de 
sesenta años la pobreza se redujo el 8.3%, Y 
lo terrible es que tal como lo señaló Juan Pablo 
Terra en 1989, los menores de cinco años 
estaban, en un nivel del 40%, por debajo de la 
línea de pobreza. Y si bien uno puede pensar 
que desde 1989 a 1998 hubo un proceso de 
reducción de la pobreza, cuando miramos los 
resultados -otra vez por medio de una fuente 
oficial: el PNUD, con datos del INE-, advertimos 
que los menores de cinco años en situación de 
pobreza no son el 40%, sino el 46% del total 
de niños de cero a cinco años. 

Si tuviéramos la posibilidad de contar con los 
recursos financieros como para abatir la pobreza 
en el Uruguay, diría que en 1995 se requerían 
US$ 440:000.000. Esa es la plata -aproximada- 
mente el 2.5% del PBl de aquel año- que, 
distribuida de manera ideal, sería necesaria para 
eliminar la pobreza. Es fácil hacer el cálculo, 
pero después, cuando uno trata de destinar esos 
recursos -si los tuviéramos y los pudiéramos 
dedicar a ese objetivo; al fin y al cabo 'no es 
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una barbaridad-, difícilmente llegarían a quienes (Campana de orden) 


los necesitan, porque el problema no es sólo SEÑOR PRESIDENTE (Abdala).— Habiendo 
cuánto se gasta, sino cómo y en quiénes. Y el a 
llegado la hora reglamentaria, se levanta la 


Uruguay tiene graves problemas para orientar SoSión 
sus recursos hacia aquellas personas que " 
efectivamente los necesitan. (Es la hora 20) 
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